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ELECCIONES

Nubarrones de fraude hacia el “Día D”
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El próximo 4 de junio, más que elegir al gobernador del Estado de México, los votantes

mexiquenses definirán la elección presidencial de 2018. Si el priismo perdiera los 

comicios en esta entidad –la cual ha dominado durante casi 90 años–, podría 

despedirse de la Presidencia. De eso están conscientes el PRI y el gobierno federal, 

que están volcando todos los trucos de su acervo –entre ellos las campañas sucias 

contra sus rivales, la compra del voto, el acarreo masivo– a fin de hacer ganar a su 

candidato, Alfredo del Mazo. Analistas y documentos consultados por Proceso 



plantean que el fraude es una posibilidad más que cercana. El PRI le llama “Día D” a 

la elección mexiquense en la que cifra demasiado.

La del Estado de México el próximo 4 de junio será una elección de Estado, 

fundamental para el presidente Enrique Peña Nieto pues están en juego su futuro 

político y el del clan al que pertenece, el llamado Grupo Atlacomulco, arraigado en la 

entidad desde hace 87 años, así como la permanencia del PRI en el poder en los 

comicios presidenciales del próximo año.

Por eso los gobiernos federal y estatal y el PRI no han escatimado en nada para 

apoyar a su candidato, Alfredo del Mazo Maza: han designado a los miembros del 

gabinete social, así como a la mayoría de los gobernadores priistas y hasta el del 

Partido Verde, para ocuparse de los distritos prioritarios para lo que ellos llaman el 

“Día D”.

Desde abril, cuando arrancó la campaña electoral mexiquense, pero sobre todo en las 

últimas semanas de mayo, se ha denunciado la participación de los gobiernos federal 

y estatal en apoyo a Del Mazo mediante el uso de programas sociales a cambio del 

sufragio por el PRI, la intervención directa de secretarios del gabinete social, la 

actuación de gobernadores y la compra del voto.

El pasado miércoles 10, la organización Ahora, que encabeza Emilio Álvarez Icaza, 

presentó una denuncia ante el Instituto Nacional Electoral (INE) para que se investigue

el posible desvío de 4 mil millones de pesos a la campaña de Del Mazo de parte de los

gobiernos de Peña Nieto y del gobernador mexiquense, Eruviel Ávila.

El lunes 22, el presidente nacional de Morena, Andrés Manuel López Obrador, 

denunció en las redes sociales que miembros del gabinete del Estado de México y 

funcionarios del gobierno de Enrique Peña Nieto estarían comisionados para operar el 

fraude en los comicios mexiquenses.

López Obrador mencionó al secretario de Salud, José Narro, así como a los titulares 

de las secretarías de Educación, Comunicaciones y Transportes y Desarrollo Social –

Aurelio Nuño, Gerardo Ruiz Esparza y Luis Miranda, respectivamente– como parte de 

esta estrategia.

Las acusaciones que López Obrador hizo públicas en las redes sociales –con 

documentos– fueron rechazadas por el vocero de la Presidencia de la República, 

Eduardo Sánchez, quien en varios mensajes vía Twitter manifestó desconocer quién 

elaboró esos documentos y recomendó que toda denuncia se haga ante las 

autoridades correspondientes.

Enrique Ochoa Reza, presidente nacional del PRI, también contestó en Twitter; dijo 

que le recordaban las “pruebas falsas” que López Obrador presentó en 2012 después 

de los comicios federales y le dijo al tabasqueño: “No sabes perder”.



Los reporteros de Proceso buscaron al equipo de Alfredo del Mazo para obtener una 

reacción, pero no tuvieron respuesta.

No obstante, se tuvo acceso a documentos que describen la participación de 

funcionarios federales y estatales, de 14 gobernadores –13 priistas y uno del Verde–, y

de un plan detallado de “Activación de Lugares Prioritarios” para que el PRI consiga un

mínimo de 2 millones 400 mil votos para ganar la elección.

En el amplio documento, fechado el lunes 8, aparece como responsable de armar el 

plan el estratega español Jordi Segarra, quien en su cartera de clientes tuvo a Barack 

Obama en 2008, en 2009 fue reconocido por Campaigns & Elections Politics Magazine

con el premio Rising Star.

Segarra fundó en 2016 la empresa El Pentágono, que en su página de internet se 

define como “una nueva agencia de inteligencia que realiza investigación 

especializada para el desarrollo de proyectos político-electorales”.

El estratega trabaja en el equipo de Del Mazo junto con la encuestadora Gisela 

Rubach, y con Alejandra Sota, exvocera de Felipe Calderón y del consultor estrella de 

Televisa, Alejandro Quintero.

“La estrategia”, paso a paso

De acuerdo con la documentación obtenida por Proceso, a partir de mayo el PRI y los 

gobiernos de Peña Nieto y de Ávila Villegas metieron el acelerador para apuntalar a 

Del Mazo, que no despegaba en las encuestas: estaba por debajo de la aspirante de 

Morena, Delfina Gómez.

Y aun con la gran inversión en su campaña, no parece que Del Mazo pueda alcanzar 

la meta de 2 millones 389 mil 535 votos con los que estiman que ganará el 4 de junio. 

Hasta el lunes 8 les faltaban 593 mil 748 intenciones de voto. Para ello diseñaron un 

plan a fin de conseguirlos en 30 distritos prioritarios.

Este proyecto está basado en la información obtenida por una tracking poll o encuesta 

de seguimiento diario, aplicada entre el 3 de abril y el domingo 7 por El Pentágono, de 

Segarra.

El estudio reveló que Del Mazo no tiene asegurada la victoria y por ello decidieron 

activar el plan que prevé la promoción del voto para el candidato del PRI y campañas 

negativas contra Josefina Vázquez Mota y, sobre todo, contra Delfina Gómez.

Con base en esta encuesta, el plan de Activación de Lugares Estratégicos analiza a 

detalle las colonias y manzanas “más rentables”, así como los “nodos de atención 

principal”: plazas, mercados, escuelas, parques, iglesias, centros deportivos, clínicas y

monumentos, entre otros lugares de concentración ciudadana de cada uno de los 30 

distritos, donde se tiene que trabajar promoviendo el voto y acarreando gente.



También a partir de este estudio demoscópico se diseñó la estrategia de trabajo 

electoral, que prevé distintas acciones, según el distrito o municipio, entre ellas lanzar 

una campaña de propaganda en Tultitlán y Toluca advirtiendo acerca de “los riesgos” 

que implicaría tener un gobierno encabezado por Morena. En esas localidades Delfina 

Gómez ganaría con menos de 1.5% de los votos.

Además se propone que Del Mazo establezca contacto directo con los electores en los

municipios donde ganaría por menos de 1.5% de los votos, como en Chimalhuacán, 

Jilotepec, Zumpango, Zinacantepec y Coacalco.

Asimismo anticipa que acudan, en lugar del candidato, “voceros” de la campaña en 

Lerma, Ecatepec, Los Reyes y Naucalpan, donde Del Mazo ganaría con entre 1.5 y 

5.2% de la votación y se buscaría cooptar a medios de comunicación de corte social 

en Naucalpan y Toluca, donde el priista ganaría por menos de 5.2% de los votos.

La estrategia contempla establecer “nodos de atención principal” en Chimalhuacán, 

Tultitlán, Jilotepec, Zumpango, Zinacantepec, Coacalco y Ecatepec, donde Del Mazo 

perdería o ganaría por menos de 1.5% de los votos y realizar acercamientos con el 

PAN y el PRD en Tejupilco, Valle de Bravo, Atlacomulco y Almoloya de Juárez, donde 

el candidato priista tiene voto duro y ganaría por más de 9.2%.

De la misma manera planea accionar un “sistema multinivel de mujeres” en los 

distritos de Huixquilucan y Naucalpan, donde el PAN ganaría con su voto duro de más 

de 9.2%

También en dicho plan se especifica una sección titulada “Campaña B”, en la cual el 

PRI proyecta incentivar la abstención en los municipios de Texcoco, Tlalnepantla, 

Cuautitlán Izcalli y Nicolás Romero, donde Del Mazo perdería ante Delfina Gómez por 

más de 9.2% de los sufragios.

Igualmente plantea la instalación de centros de llamadas telefónicas para desactivar la

participación donde Gómez tiene voto duro: Chicoloapan, Tlalnepantla y Cuautitlán 

Izcalli.

El plan priista proyecta un trabajo especial de imagen negativa hacia Gómez en 

Teoloyucan, Amecameca, Tecámac e Ixtapaluca, donde Del Mazo ganaría o perdería 

con entre 1.5 y 5.2% de los sufragios.

También pretende activar una campaña de “desfonde” contra la candidata panista, 

Josefina Vázquez Mota, en los 18 municipios donde gobierna el PAN.

Para el 4 de junio, la estrategia del Día D es movilizar “a la gente” en Tejupilco, Valle 

de Bravo, Atlacomulco y Almoloya de Juárez, donde el candidato priista tiene voto duro

y ganaría con más de 9.2%.



El Día D prevé llevar a cabo una acción de desmovilización en Texcoco, Tlalnepantla, 

Izcalli y Nicolás Romero, donde Del Mazo perdería contundentemente ante Delfina 

Gómez.

La maquinaria electoral

Para la campaña de Alfredo del Mazo, los gobiernos federal y estatal diseñaron una 

maquinaria electoral en la cual participa toda la estructura priista, incluyendo a 14 

gobernadores a quienes asignó distintas tareas.

El martes 23, López Obrador denunció en las redes sociales la presunta participación 

de secretarios de Estado y de los gobernadores del PRI y del PVEM en la elección. 

Señaló al secretario de Educación Pública, Aurelio Nuño, como “encargado” en este 

operativo, y a nivel local a Ana Lilia Herrera Anzaldo, titular estatal de Educación.

Según este plan, para el municipio de Ecatepec fue asignado el secretario de Salud, 

José Narro, por el gobierno federal, y a nivel estatal al secretario de Salud 

mexiquense, César Nomar Gómez Monge, a quien también se le encomendó 

Tecámac.

De acuerdo con el documento completo que se pudo consultar, 12 gobernadores del 

PRI (además de Eruviel Ávila y el del Partido Verde, el chiapaneco Manuel Velasco), 

habrían de participar en el proceso electoral del Estado de México aportando recursos 

para la movilización el 4 de junio.

Los gobernadores priistas mencionados son: Alejandro Moreno, de Campeche; 

Alejandro Murat, de Oaxaca; Héctor Astudillo, de Guerrero; Aristóteles Sandoval, de 

Jalisco; Omar Fayad, de Hidalgo; Marco Mena, de Tlaxcala; Rolando Zapata, de 

Yucatán; José Manuel Carreras, de San Luis Potosí; Claudia Pavlovich, de Sonora; 

Ignacio Peralta, de Colima; Quirino Díaz, de Sinaloa, y Alejandro Tello, de Zacatecas.

Pero por parte del gobierno de Eruviel Ávila también se tiene un plan, con una 

plataforma electrónica llamada Prodem, que espera la participación de todos los 

secretarios del gobierno estatal en cada una de las 20 regiones en que se divide la 

entidad.

“Hoy por hoy, toda esa estructura de gobierno se encuentra distribuyendo cartas de 

agradecimiento del candidato, tarjetas rosas (salario para amas de casa) y utilitarios. 

Todo esto utilizando teléfonos, vehículos, gasolina de gobierno. A ellos se les da un 

estímulo económico mensual por todo esto y está en su recibo de nómina con el 

concepto de apoyo a la comunidad”, señala el plan.

Dicho plan tiene una particularidad: Incluye un sistema de cómputo que el 4 de junio 

habrá de capturar toda la información que envíen los “alumnos” o servidores públicos y

representantes del PRI a los “maestros” o responsables de cada Secretaría de 



Gobierno “que se instalarán en una casa en la sección electoral” desde donde se 

operará la movilización del Día D.

El fraude

El presidente del INE, Lorenzo Córdova, justificó la entrega de dádivas en abril a los 

habitantes del Estado de México al señalar que son parte de los programas sociales 

del gobernador Ávila.

“Me parece que sería absurdo pretender que la normatividad, más aún que la 

autoridad electoral, determine la suspensión de los programas sociales en un país con 

las desigualdades que hoy tenemos. La desigualdad y la pobreza me parece que 

volverían insensato que cualquier autoridad, legislador o autoridad electoral planteara 

la suspensión de los programas sociales y de la entrega de los beneficios que están 

planteados”, apuntó Córdova.

Para el profesor e investigador de la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales de la 

UNAM Jorge Márquez Muñoz ésta “es la mayor señal de que van a usar todos los 

recursos necesarios para el gran fraude que van a hacer”.

En entrevista, mencionó otro indicador que apunta al fraude: que a la candidata de 

Morena, Delfina Gómez Álvarez, puntera en las preferencias del electorado 

mexiquense, “no le pegaron” los escándalos de la supuesta corrupción en su 

administración o las acusaciones de que el presidente nacional de ese partido, Andrés 

Manuel López Obrador, habría recibido dinero del exgobernador de Veracruz Javier 

Duarte.

“Hay muchas señales de que habrá fraude, por lo que van a usar todos sus recursos 

en el Estado de México porque no es una elección sacrificable; otro estado, a lo mejor 

‘ahí lo dejaban’ como luego lo hacen, pero no el Estado de México”, donde el PRI ha 

gobernado durante casi 90 años mediante cacicazgos familiares que quiere conservar,

sostiene el especialista en gobernabilidad.

Aliados perfectos: platos de lentejas, chucherías, líderes 
“opositores”, antorchistas y hasta el IEEM

VENERANDA MENDOZA
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Apenas arrancaron las campañas en el Estado de México, el árbitro electoral 

encabezado por Pedro Zamudio comenzó a ser cuestionado por su desidia. Pese a los

exhortos del Instituto Nacional Electoral y de los representantes de los partidos de 

oposición en la entidad, el funcionario siguió con sus desatinos: consintió la 

intervención de los gobiernos estatal y federal, que violentaron las reglas democráticas

para favorecer al candidato del PRI, Alfredo del Mazo, entre cuyos aliados de lujo 



están la compra del voto, líderes de “oposición”, antorchistas y hasta el árbitro 

electoral: el IEEM.

TOLUCA, EDOMEX.- Para quedarse con la gubernatura en la entidad –que se disputa 

el próximo 4 de junio–, el Partido Revolucionario Institucional (PRI) cuenta con 

innumerables aliados locales de facto, entre ellos el Instituto Electoral del Estado de 

México (IEEM), una autoridad electoral omisa, y miembros de los partidos de 

oposición.

El viernes 26, la candidata del Partido Acción Nacional (PAN), Josefina Vázquez Mota, 

solicitó la intervención del Instituto Nacional Electoral (INE) ante la omisión del IEEM. 

El propósito, arguyó, es garantizar equidad, imparcialidad, objetividad y certeza en los 

comicios.

Durante las campañas, el órgano electoral mexiquense consintió la intervención de los 

gobiernos estatal y federal, los cuales violentaron las reglas democráticas para 

favorecer a su candidato, Alfredo del Mazo Maza, mediante el reparto de despensas, 

tinacos, pollos, computadoras y monederos electrónicos, entre otros , expuso Vázquez

Mota.

Y añadió: Los priistas “han inaugurado obras en periodo electoral y han hecho 

publicidad indebida del gobierno. Igualmente, han coaccionado el voto mediante la 

utilización partidista de los programas sociales”.

Cuando arrancaron las campañas, el representante del Partido del Trabajo ante el 

IEEM, José Ascensión Piña Patiño, expuso: “Ya no sabemos cómo pedir que el árbitro 

saque tarjetas. Estamos a tiempo, pero ni siquiera se ha pronunciado y el gobernador 

(Eruviel Ávila) incluso ha retado a la autoridad electoral al anunciar que no va 

a detener la entrega de programas”.

Desde el inicio del proceso electoral, la oposición demandó al IEEM detener la entrega

de apoyos sociales, pero jamás se implementó medida alguna. El petista reprochó que

quienes tienen la obligación de salvaguardar la equidad hacen oídos sordos. 

“El IEEM no se debe convertir en sucursal u oficina del gobierno del estado o de un 

partido político”, dijo.

El 5 de abril el INE intervino y prohibió la entrega de programas sociales en eventos 

masivos o públicos. El titular del IEEM, Pedro Zamudio, comentó que los 

señalamientos eran de tipo político. Si existen las pruebas del uso clientelar de 

los programas sociales, declaró, los inconformes deben presentarlos ante la autoridad 

penal.

Las omisiones electorales siguieron. A principios de mayo, tras aducir que no contaba 

con la tecnología requerida, el Consejo General del IEEM rechazó la realización del 

conteo rápido denominado “PREP Casilla” ordenado por el Instituto Nacional Electoral 

(INE) para el día de los comicios.



Cuando el INE demandó una explicación “motivada” sobre las razones de la negativa, 

Zamudio dijo que el Consejo General emitió un acuerdo el pasado 30 de enero en el 

que dispone realizar su propio Programa de Resultados Preliminares (PREP).

Ricardo Moreno Bastida y Javier Rivera, representantes de Morena y del Partido de la 

Revolución Democrática (PRD) ante el IEEM, respectivamente, acusaron a los 

consejeros mexiquenses de falta de voluntad para implementarlo.

Moreno Bastida consideró riesgoso este ejercicio. El instituto, sostuvo, se convertirá en

difusor de resultados preliminares no sustentados oficialmente, pues “hablar de rangos

no es certeza”. Un conteo rápido, puntualizó, “no brinda certeza; no vamos a 

reconocer el resultado que derive de un conteo rápido”.

Lamentó también que no se incluyera en ese ejercicio al Instituto Nacional de 

Estadística y Geografía, al Consejo Estatal de Población y al Instituto de Estudios 

Avanzados de la Población de la Universidad Autónoma del Estado de México, sino 

sólo a especialistas externos.

Los denuestos

El IEEM tampoco frenó la guerra sucia. Sus consejeros se limitaron a solicitar a la 

Fiscalía Especializada para la Atención de los Delitos Electorales que investigara el tuit

del expresidente Felipe Calderón contra Delfina Gómez Álvarez, la candidata de 

Morena, emitido el 3 de abril, en el que cuestiona: “¿Delfina es nombre propio? ¿O así 

le dicen por cómo la trata quien la nombró y es su jefe?”.

La semana antepasada, el representante de Morena solicitó al Consejo General del 

IEEM que pidiera a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes (SCT) informes 

sobre el tráfico de llamadas telefónicas a los ciudadanos mexiquenses por las 

madrugadas.

Demandó al IEEM que se ponga en contacto con la SCT para que informe sobre las 

tecnologías y métodos empleados, pues además de violar la privacidad de las 

personas rompe con la posibilidad legal de conocer el origen de las llamadas, lo que 

es ilegal.

Los representantes del PRI y del Partido Nueva Alianza respondieron que la candidata 

Gómez Álvarez es quien hace las llamadas madrugadoras; es ella quien se promueve,

alegaron.

Moreno Bastida reviró: de cada 10 ciudadanos que reciben la llamada, ocho 

consideran que el PRI es el autor intelectual, por lo que convocó al tricolor a 

acompañar la investigación, pues a él también le convendría que se conociera el 

origen, sobre todo cuando sus representantes dicen que no son ellos los autores de 

las llamadas. Al cierre de edición los consejeros electorales mexiquenses no habían 

respondido a la solicitud.



Los representantes de los partidos de oposición demandaron al IEEM el retiro de los 

espectaculares que el gobierno de Eruviel Ávila colocó la semana antepasada, por 

considerar que vinculaban las gestiones del mandatario con el candidato Del Mazo y 

violaban la veda electoral.

Dos días después, la Secretaría Ejecutiva del instituto ordenó el retiro de los anuncios 

en 48 horas. Sin embargo, la denuncia se resolverá después del 4 de junio.

Moreno Bastida se quejó también porque, dijo, el IEEM incumplió con su obligación de 

difundir la fecha de la jornada electoral, pues su Consejo General endosó esa 

responsabilidad a las organizaciones civiles y las sujetó a un protocolo que las obliga a

pasar por el tamiz de los consejeros, lo que les coarta su libertad.

Y aun cuando el consejero Gabriel Corona admitió que las encuestas revelan que 70%

de los mexiquenses desconoce cuándo se realizará la elección, justificó la necesidad 

del instituto de apoyarse en las organizaciones no gubernamentales para 

promocionarla.

Durante la campaña, los representantes del PAN y Morena, así como la independiente 

Teresa Castell denunciaron hostigamiento de las policías municipales a sus 

brigadistas. La queja fue expuesta ante el Consejo General del IEEM durante la sesión

del 26 de abril. Sin embargo, el viernes 5 el punto fue retirado del orden del día “por 

incompleto”, según adujeron los integrantes del instituto.

Aliados y contrincantes

Uno de los puntales del PRI mexiquense es el Grupo Atlacomulco. Durante el proceso 

electoral, el Movimiento Antorchista se convirtió en “el brazo “armado” de Del Mazo en 

los municipios donde gobierna o tiene presencia abrumadora, como Chimalhuacán, 

Ixtapaluca y Texcoco.

Antorcha significa para el PRI el voto de unos 300 mil agremiados que se han 

comprometido a apoyar a Del Mazo.

La organización comenzó a crecer durante el sexenio de Arturo Montiel, arropada por 

el priismo. Hoy tiene fuerza en el ramo del transporte público y cuenta con gasolineras,

hoteles, tiendas de autoservicio, cooperativas, escuelas y hospitales en el Estado de 

México.

Cuando Peña Nieto llegó a Los Pinos, les otorgó 150 hectáreas en ejidos de Santa 

María Chimalhuacán, dentro de territorio texcocano, a un costado del Circuito Exterior 

Mexiquense.

El lunes 22, el diputado local Fernando González Mejía, del PRI, se comprometió con 

Del Mazo a “retacar” las urnas para hacerlo ganar. A cambio, pidió 200 millones de 

pesos para el municipio de Los Reyes La Paz. Telésforo García Carreón, diputado 

federal priista, hizo lo propio y pidió mil millones para Ixtapaluca.



Desde la oposición, la corriente perredista Alternativa Democrática Nacional (ADN), 

liderada por el exsenador Héctor Bautista, es una activa promotora del priismo. 

Muestra de ello es el acuerdo IEEM/CG/188/2015, relacionado con el cómputo, 

declaración de validez de la elección y asignación de diputados por el principio de 

representación proporcional a la LIX Legislatura del Estado de México para el periodo 

2015-2018. El documento fue avalado el 14 de junio de 2015.

Gracias a ese acercamiento, Juan Zepeda Hernández –el candidato del PRD a la 

gubernatura– y sus compañeros de corriente José Antonio López Lozano, Bertha 

Padilla, Jesús Sánchez Isidoro –hermano del priista David, exalcalde de Coacalco– y 

Yomali Mondragón llegaron al Congreso estatal.

Como coordinador parlamentario, Zepeda Hernández y su bancada avalaron la 

mayoría de las iniciativas del Ejecutivo estatal, entre ellas las cuentas públicas del 

gobernador Eruviel Ávila correspondientes a 2014 y 2015, así como la llamada Ley 

Atenco.

En todo momento, ADN fue el principal opositor a la alianza del PRD con el PAN. Hoy, 

Zepeda es quien más se opone a declinar en favor de Delfina Gómez.

A finales de septiembre de 2016, el IEEM otorgó registro como partido político local a 

la agrupación Virtud Ciudadana. Su coordinador es Irak Vargas, un antiguo regidor del 

PRI en Tultitlán, cercano a René Arce, otro de los aliados perredistas de Ávila y Peña 

Nieto.

El PRD denunció irregularidades en el procedimiento de acreditación, sobre todo la 

duplicidad de militantes. Su impugnación no prosperó; sus señalamientos sólo 

derivaron en la suspensión temporal del director de Partidos Políticos del IEEM, quien 

habría facilitado los trámites sin acatar la normatividad.

Virtud Ciudadana no postuló a su candidato, pese a que tiene un financiamiento 

público de 11.3 millones de pesos para este año. A finales de abril celebró una 

asamblea donde dejó abierta la posibilidad de apoyar a Del Mazo o a Zepeda.

Sin embargo, el lunes 22 reculó e invitó a los mexiquenses a no participar en la 

elección. Su argumento fue que todos los candidatos son iguales y se olvidaron de los 

proyectos ciudadanos. El presidente del IEEM comentó que Virtud Ciudadana no 

incurrió en falta con ese llamado.

Para Bernardo Barranco, analista y consejero de la Junta Local del INE en el Estado 

de México, el voto duro tradicional representa alrededor de 55% del padrón. Y 

advierte: Ante las condiciones de violencia, guerra sucia, falta de legitimidad de la 

autoridad electoral y la fragmentación del sufragio, podría decidir la contienda.



Históricamente, los niveles de participación ciudadana en una elección de gobernador 

han promediado 45%. En 1999, por ejemplo, significó 46.9%; en 2005, con Peña, fue 

de 42.7%, el nivel más bajo, y en 2011 llegó a 46.1%.

Bajo fuego pero sumando...
ROSALÍA VERGARA
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Conforme se acerca la elección del 4 de junio, la candidata de Morena al gobierno del 

Estado de México, Delfina Gómez Álvarez, ha sumado a su campaña el hartazgo y la 

inconformidad de ciudadanos, militantes de partidos políticos, empresarios, 

trabajadores formales e informales, así como a exfuncionarios de gobiernos priistas, 

panistas y perredistas que escucharon el llamado al voto útil, aquél que en 2000 sacó 

al PRI de Los Pinos.

La negativa del candidato del PRD, Juan Zepeda, a declinar por Gómez Álvarez 

aceleró la desbandada de militantes de ese partido, pero también del PAN y del PRI, 

representados por Josefina Vázquez Mota y Alfredo del Mazo Maza, el primo del 

presidente Enrique Peña Nieto.

Los mexiquenses que se han unido a la campaña de Delfina se dicen hartos de vivir 

en la segunda entidad más impune del país, donde nueve de cada 10 habitantes han 

sido víctima de la violencia y 90% de los delitos no se denuncian porque las 

autoridades son corruptas, como se muestra en el Índice Global de Impunidad 2016, 

elaborado por la Universidad de las Américas de Puebla.

Además, el Observatorio Ciudadano contra la Violencia de Género ha calificado al 

Estado de México como “la capital de los feminicidios” y al municipio Ecatepec de 

Morelos, tierra natal del gobernador Eruviel Ávila, como “el zócalo de los feminicidios”.

“No decimos Morena, decimos Delfina”

La semana pasada, José Eleazar Morales anunció que mil 500 petistas en Temoaya 

promoverán el voto por Morena y vigilarán las casillas el día de la elección.

El 24 de mayo, en Cuajimalpa, Morales se reunió en privado con líderes del Consejo 

Ejecutivo de Empresas Globales que preside Frederic García. Estuvieron 

representantes de General Motors, IBM, AT&T, Fedex, Microsoft, Phillips, Telefónica 

Móvil y Nestlé, entre otros.

Ese día por la mañana, el coordinador de la red Chilangos con Delfina, Salvador 

Guerrero Chiprés, dio a conocer una propuesta de gobierno, que pretende plantearle a

la candidata antes de la veda electoral, y que trata sobre inseguridad, corrupción, 

feminicidios y contaminación, “problemas irresueltos por la falta de capacidad y 

voluntad política” de los gobiernos priistas.



En entrevista con Proceso, dice que la agrupación nace de la necesidad de que en el 

Estado de México haya alternancia en el poder, pues en 87 años de gobiernos priistas 

la entidad es una de las más corruptas e inseguras del país. Destacó que existe 

evidencia de que grupos criminales del estado operan en la Ciudad de México.

“Por primera vez en el Estado de México hay un contendiente que puede derrotar al 

PRI y es Delfina Gómez. Hay que apostar a la alternancia y ponerle nombre y apellido.

Ni siquiera decimos Morena, decimos Delfina Gómez. Independientemente de lo que 

digan los otros candidatos, sólo Delfina puede derrotar al Grupo Atlacomulco que está 

encabezando, de manera aparente, Alfredo del Mazo Maza”, indica.

Para Chilangos con Delfina, la importancia de esta elección es que 1 millón 400 mil 

personas se traslada diariamente de municipios mexiquenses a la Ciudad de México, 

la mayoría a trabajar y el resto son estudiantes.

Guerrero Chiprés añade que el mensaje de esa agrupación va dirigido a más de 50% 

del electorado mexiquense, que no sale a votar, y al 20% que no ha manifestado su 

intención de voto. A eso le atribuye en parte que los candidatos se resistan a declinar a

favor de Gómez Álvarez, ya que buena parte del priismo en el estado no está contento

con Del Mazo y potencialmente puede optar por otros partidos.

Puso como ejemplo al diputado local priista Carlos Iriarte Mercado, quien como 

presidente del PRI estatal tuvo la aspiración de ser el candidato del PRI, pero ante la 

imposición del primo de Peña Nieto, Alfredo del Mazo, fue designado secretario de 

Organización del PRI nacional.

“En la opinión pública en general es difícil aceptar que una ‘monarquía familiar’ puede 

estar en el control del poder en el Estado de México. ¿No era el discurso esencial en 

el PRI o de los antecedentes sociales del PRI el derribar a la dictadura? Entonces 

¿qué se puede decir de una ‘monarquía’ constituida literalmente por el abuelo, el papá 

y ahora el hijo Del Mazo? Eso no es simpático al origen del PRI y los liderazgos más 

jóvenes lo saben.”

Destacó que existe un “antipriismo generalizado” que quiere aprovechar el mismo PRI 

para dividir el voto, evitando las alianzas del PRD con el PAN o con Morena y la 

candidata “independiente” Teresa Castell, a quien se ha señalado de tener vínculos 

con el PRI:

“Desde la candidatura de Eruviel Ávila (2011) a la fecha, ¿qué ha descubierto el PRI? 

Que el ‘antipriismo’ puede operar a su favor si asegura que haya varias caras del 

mismo: una es el PAN, otra es el PRD y la otra es la empresaria que está operando en

ese mismo sentido. Entonces, el ‘antipriismo’ se puede volver un aliado del PRI porque

con eso puede confundir a la gente.”

Entre los Chilangos con Delfina que se han pronunciado públicamente están la 

empresaria y abogada Luz María Rodríguez Pérez; el experto en urbanismo Gustavo 



Madrid Vázquez; la especialista en temas de género Itzel García Muñoz, la ingeniera 

Aurora Carbajal, Dulce Mejía Domínguez y el empresario Roberto Vargas.

Apoyos visibles

El 23 de mayo, acompañada de Tatiana Clouthier –quien se unió al equipo de 

asesores de Delfina Gómez desde el 7 de mayo–, la candidata de Morena se reunió 

con 200 líderes empresariales e industriales de la Canaco, Canirac, Canacintra, 

Comparmex, Canadevi, ADI, Unidem, Cocemin, Asesem y Canacar, y con 

representantes hoteleros, inmobiliarios, abogados e impresores, quienes le dieron su 

respaldo.

En una reunión celebrada en Tlalnepantla de Baz, el empresario Alfonso Romo Garza, 

coordinador del proyecto de nación de Andrés Manuel López Obrador, ofreció el 

respaldo total de la iniciativa privada a la texcocana.

“Los ciudadanos no nos podemos equivocar en esta elección. Estamos en una 

situación compleja y la única que puede garantizar un cambio para el Estado de 

México es la maestra Delfina Gómez y su liderazgo”, señaló Romo en ese encuentro.

Ese mismo día Gómez Álvarez se reunió con el Comité Central de la Comunidad Judía

de México.

El martes 22 de mayo, 19 expresidentes municipales, exdiputados locales, exregidores

y líderes priistas, panistas, perredistas y petistas llamaron a emitir un voto útil a favor 

de la candidata de Morena.

“El voto por cualquier otro partido o candidato es un desperdicio”, argumentó el 

presidente del PRD en Naucalpan de Juárez, Alfredo Anaya, tras anunciar que él y mil 

perredistas más apoyarán a la maestra texcocana porque consideran que la 

candidatura de Juan Zepeda “tiene un pacto con Alfredo del Mazo para evitar el triunfo 

de Morena”.

De igual forma la exdiputada local panista Gabriela Gamboa confió en que “la maestra 

impedirá que el PRI continúe mintiendo y traicionando a los mexiquenses, quienes no 

merecen la continuidad de una desastrosa realidad impuesta por casi 90 años”.

El 20 de mayo, la comunidad artística mexiquense y la capitalina se reunieron con 

Delfina Gómez para darle su apoyo durante la presentación de su proyecto cultural 

para la entidad.

En el acto estuvieron el director y productor de cine Felipe Cazals, la actriz y activista 

María Rojo, la escritora Laura Esquivel, el ensayista Héctor Díaz Polanco –los dos 

últimos, militantes de Morena–, el artista plástico Hugo Loaiza, el vocalista de la banda

La Tremenda Korte, Manuel El Loco, y Héctor Vasconcelos, integrante de la Comisión 

de Honor y Justicia de Morena.



Si Zepeda no declina...
ROSALÍA VERGARA
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La negativa de Juan Zepeda Hernández, candidato del PRD a la gubernatura del 

Estado de México, a declinar en favor de su contrincante de Morena, Delfina Gómez, 

confirma la hipótesis del acuerdo de los perredistas con el PRI y el PAN para detener a

Andrés Manuel López Obrador en 2018.

“Eso está muy claro”, comenta a la reportera Valentín González Bautista, uno de los 

fundadores del PRD y primer alcalde perredista en Ciudad  Nezahualcóyotl, de donde 

es originario Juan Zepeda Hernández.

Avalan esa versión las acciones dentro del PRD que van del conflicto entre las 

corrientes Alianza Democrática Nacional (ADN) y Nueva Izquierda (NI) –cuyos 

dirigentes intentarán quedarse con el control de los órganos de dirección en los 

próximos meses– hasta los ataques a Delfina.

El viernes 26, Zepeda rechazó el llamado que le hizo la víspera López Obrador a él y 

al candidato del Partido del Trabajo, Óscar González Yáñez; este último finalmente 

declinó.

El sábado 20, los presidentes del PRD, Alejandra Barrales, y del PAN, Ricardo Anaya, 

anunciaron su decisión de conformar un frente de oposición para 2018, lo que dividió 

más al PRD, en particular con ADN, cuyos integrantes rechazan las alianzas con el 

PAN.

Las últimas semanas Barrales se ha afanado por detener la desbandada de 

legisladores perredistas hacia Morena, comenzando por el senador Miguel Barbosa, 

quien llamó a votar por Morena en 2018. Al final, fue expulsado del PRD.

“Barrales Magdaleno dirige ese partido por recomendación de Miguel Ángel Mancera”, 

sentencia González Bautista, quien en 1988 participó en el Frente Democrático 

Nacional –el precursor del PRD– encabezado por Cuauhtémoc Cárdenas Solórzano.

Si Zepeda no declina por la maestra Gómez, lo que queda del PRD –“que ya es un 

cascarón”– no podrá ser competitivo en las presidenciales de 2018, comenta González

Bautista.

–¿Es el principio del fin del PRD? –se le pregunta.

–Los ciudadanos no creen que se vaya a componer con un buen dirigente o con 

declaraciones. Hay quienes dicen: “Esto ya no tiene remedio”.

De ilegal a candidato



Héctor Bautista López –integrante de la corriente ADN y sucesor de González Bautista

en la alcaldía de Ciudad Nezahualcóyotl– es el “padrino político” de Zepeda, quien 

estuvo al frente del ayuntamiento de 2012 a 2015.

Quienes conocen a Zepeda dicen que le ha ido bien desde que se vinculó como 

auxiliar del Programa de Abasto Comunitario del Movimiento Vida Digna (Movidig), 

creado por Bautista López entre el 2000 y 2003, cuando fue presidente municipal.

Movidig era una asociación civil y estaba integrada al PRD. Recibía financiamiento del 

gobierno municipal y se encargaba de promover la compra y venta de productos 

misceláneos a precios preferenciales. Después se convirtió en la corriente ADN.

El candidato Zepeda nació el 10 de noviembre de 1968 en Ciudad Nezahualcóyotl, 

erigida como municipio el 23 de abril de 1963. Estudió en el CCH Oriente y en 1987 

terminó sus estudios, según la entrevista que difundió Reforma en su página web el 

miércoles 24.

Cuando tenía 19 años, según la entrevista, se fue de indocumentado a Estados 

Unidos. Allá estuvo hasta finales de 1999. Tenía 31 años cuando regresó a México y 

comenzó sus estudios de derecho y administración pública.

Su hermano Martín Zepeda Hernández trabajaba con Onésimo Morales, amigo de 

Bautista López, cuando Juan regresó de Estados Unidos.

En la entrevista con Reforma, el candidato perredista afirma que en 2012 el PRD 

mexiquense no sabía a quién designar como candidato a la alcaldía de Neza y él 

quería ser diputado local por el distrito 41.

Bautista López apoyó a Armando Soto para la legislatura, y a Zepeda, de 44 años y 

dos de militancia en el PRD, como candidato a la presidencia municipal, y la ganó por 

un margen de mil 627 votos.

Cuando Zepeda estaba en Estados Unidos, Ciudad Nezahualcóyotl era presa de 

bandas, tribus urbanas y jóvenes rebeldes herederos de los movimientos estudiantiles 

de 1968 y 1971.

Neza, el feudo de ADN

Cuando Héctor Bautista López ganó la presidencia municipal de Nezahualcóyotl creó 

su propio feudo partidista. Su hermano Víctor llegó a la alcaldía en 2006; Zepeda fue 

su síndico procurador. En 2009 el PRD perdió ante el PRI; tres años después Zepeda 

recuperó la presidencia municipal para el PRD, previa negociación con el gobierno de 

Eruviel Ávila para que no investigara a su antecesor, el priista Édgar Cesáreo, quien 

“desapareció” 9 mil millones de pesos del presupuesto en su trienio.



Durante su paso por la presidencia municipal (2012-2015), Zepeda se dedicó a 

“embellecer” el municipio, comprando palmeras para sembrarlas en los camellones; 

también inauguró “parques acuáticos” con fuentes de agua reciclada.

El exalcalde González Bautista niega que Zepeda haya mejorado la seguridad en el 

municipio, aunque el actual candidato a la gubernatura presume que durante su 

gestión se redujo 63% el índice delictivo.

Lo que sí creó fue la “Red Aurora”, que consistía en cooptar a los ciudadanos casa por

casa y luego marcar su afiliación con una bandera del PRD en sus fachadas.

La hija de Josefina, estratega del fracaso
ÁLVARO DELGADO
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María José Ocampo, hija de Josefina Vázquez Mota, candidata del PAN al gobierno 

mexiquense, es una presencia constante en las reuniones del equipo de campaña de 

su madre. Voluntariosa, se impone en todos los aspectos de la estrategia electoral e 

incluso fue por iniciativa suya que se reclutó al consultor colombiano Mauricio de 

Vengoechea, quien fue despedido después bajo sospecha de que filtraba información. 

A juzgar por la caída de Josefina al tercer o cuarto lugar en las preferencias, su hija no 

se destaca precisamente por ser una estratega eficaz.

Los atónitos miembros del equipo de campaña solían ver a la mujer irrumpir en 

reuniones, convocar a otras, opinar, sugerir, ordenar, imponer. Nada podían hacer ante

María José Ocampo, la hija mayor de Josefina Vázquez Mota, la candidata del PAN a 

gobernadora del Estado de México, quien –como le ocurrió cuando fue aspirante 

presidencial en 2012– se derrumbó del primer lugar hasta el tercero a unos días de la 

elección del 4 de junio.

A Marijose, como se conoce a la hija de la candidata, se le atribuye tomar decisiones 

estratégicas en el equipo de campaña, como el control de los recursos, la contratación 

de los proveedores y el reclutamiento de Mauricio de Vengoechea, el consultor 

colombiano que diseñó la campaña y a quien, en la recta final, Vázquez Mota despidió 

por ineficaz y bajo sospecha de filtrar información sensible.

De Vengoechea llegó al equipo de Vázquez Mota recomendado por su hija y la amiga 

de ésta, Estefanía Durán, pese a la sabida vinculación del colombiano con Emilio 

Gamboa Patrón, coordinador de los senadores del PRI, y su biografía laboral como 

asesor siempre de candidatos priistas.

También por la influencia de Marijose fue nombrado el joyero Carlos Flores como 

tesorero de la campaña y se contrató a los proveedores y hasta a Yago de Marta, un 



consultor español que adiestró a Vázquez Mota para debatir con sus principales 

adversarios, Delfina Gómez Álvarez, de Morena, y Alfredo del Mazo Maza, del PRI.

Ocampo Vázquez, de 30 años, no niega su influencia en el equipo de campaña, 

calificada de nociva por varios de los integrantes de éste, pero tampoco quiere entrar 

en detalles. Consultada el jueves 25, fue evasiva en todos los temas.

–¿Cuál fue tu intervención en la contratación de De Vengoechea y de proveedores 

para la campaña?

–No puedo decir nada. Yo no estoy en esta campaña –responde la joven abogada.

–Formalmente no, pero opinas, ordenas, influyes.

–Je je je –sonríe, nerviosa, y se marcha sin confirmar ni negar que será diputada 

federal en 2018 y Vázquez Mota senadora, según el pacto que hizo el presidente del 

PAN, Ricardo Anaya, para que ésta fuera candidata a gobernadora.

María José Ocampo Vázquez acompañó a su madre la mañana del jueves 25 en la 

presentación del Índice Global de Impunidad que presentó Luis Ernesto Derbez, rector 

de la Universidad de las Américas Puebla. Marijose iba con su prometido, Rodrigo 

Mena Zuzuarregüi, representante del gobierno priista de Sonora en la Ciudad de 

México.

En día y horario laborales, en el hotel Misión de Naucalpan, Estado de México, el 

joven atestiguó la breve conversación del reportero con su prometida, con quien se 

casará el 20 de octubre en el Club de Banqueros, y aseguró que renunció como 

representante del gobierno que encabeza la priista Claudia Pavlovich.

–¿Desde cuándo?

–Desde… desde… hace unos días.

–¿Seguro?

–Sí.

Falso. En la representación de Sonora sigue siendo el titular, al menos hasta ese 

jueves 25, aunque su horario laboral lo define a su arbitrio, según personal de su 

oficina: “No tiene hora de entrada ni de salida. Como puede venir, puede no venir”.

El derrumbe

El coordinador del equipo de campaña de Vázquez Mota, Víctor Hugo Sondón, 

presidente también del PAN en el Estado de México, minimiza el intervencionismo de 

Ocampo Vázquez en la campaña de Vázquez Mota –quien en la parte final ha 

endurecido su discurso–, porque no forma parte de los órganos formales de la misma.



“No forma parte de ningún órgano deliberativo de la campaña, como ‘la torre de 

control’ y el ‘cuarto de guerra’, ni de todos los apartados estructurales dentro del 

organigrama de la campaña. Obviamente es la hija de la candidata. Cuando yo estoy 

en campaña mi esposa me ayuda y me da puntos de vista. El primer apoyo es de la 

familia.”

–¿Ha sido una influencia negativa en la campaña de su madre?

–Para mí su influencia, si la pudo haber tenido, es directamente como hija de Josefina,

pero no en un papel fundamental en la campaña.

–¿Benéfica o negativa?

–No, no, no, a la candidata la veo muy positiva, muy entusiasmada y si ella ha 

colaborado para eso, es positiva. No sé en qué medida ella tenga influencia con su 

mamá. Esos ya son asuntos familiares, en los cuales no me meto. No he recibido 

ningún punto de vista de que alguien se queje de que esté haciendo algo que no 

guste.

Sondón admite el desplome de Vázquez Mota desde que fue ungida candidata por el 

CEN del PAN, en febrero, con base en una encuesta de Varela y Asociados que la 

ubicó como puntera con 27% de las preferencias electorales, por 13% de Alfredo Del 

Mazo, 12% de Delfina Gómez y 10% del perredista Juan Zepeda.

En algunas encuestas se registra una caída al cuarto lugar y se teme que sólo logre el 

porcentaje que obtuvo hace seis años Luis Felipe Bravo Mena: 12.28% (sólo 598 mil 

votos), un fracaso que también golpearía a Anaya, su principal impulsor y aspirante 

presidencial.

Sin embargo, no pierde el optimismo y alega que las encuestas se equivocan y 

muestran que existe 20% de ciudadanos, jóvenes y mujeres, que no han definido su 

voto, pero que sí van a ir a las urnas. Además, dice, se prevé que la participación sea 

de más de 50% de los electores, con lo que el PRI no gana.

“Este porcentaje de indecisos llega hasta a 20%, dentro del 54% de los que dicen que 

van a ir a votar. Rebasando 50% de participación, la moneda está en el aire en el 

resultado electoral. Cuando hay un porcentaje tan alto de indefinidos, que dicen que sí 

van a participar, pero que dicen que no han decidido su voto, ahí se definen los 

primeros lugares.”

Algo análogo ocurrió en estados como Chihuahua, donde recuerda que las encuestas 

colocaban ocho puntos abajo al panista Javier Corral y finalmente ganó con 10 puntos 

de ventaja. “¡Remontamos con casi 19 puntos. Esta es nuestra área de oportunidad!”

–Pero Vázquez Mota está en tercer lugar y aun cuarto lugar.



–Tú sabes cómo se maneja esto. Algunas encuestas, sin denostarlas, sirven para 

crear opinión y para marcar tendencia. Una encuesta pega en el ánimo, primero en el 

ánimo de los equipos de los que están compitiendo, pero cuando se hace el contraste 

con las encuestas de otros estados, ves que hay un área de oportunidad. La moneda 

está en el aire.

Y advierte: “Lo que sí es que las encuestas dicen que el PRI no va a ganar la elección.

Lo más que va a suceder es que se divida entre dos partidos políticos, Morena o el 

PAN, porque el PRD no captura gran parte de estos votos. Esta última semana será, 

sin duda, definitoria y aun el día de la jornada electoral. Va a ser algo muy diferente a 

lo que marcan las encuestas”.

Con esa esperanza, el coordinador de la campaña de Vázquez Mota dice estar 

contento con la campaña, porque se hizo lo que se planeó, incluyendo la estrategia 

que priorizó el ataque a Delfina Gómez, la candidata del partido del confeso aspirante 

presidencial Andrés Manuel López Obrador.

“No hubo una estrategia concreta de atacarla. La verdad es que lo hicimos conforme 

iba saliendo la información. La primera información que nos comenzó a llegar fue la de

Delfina en torno a los descuentos a los trabajadores, los malos manejos que hicieron 

en Texcoco y la cultura de la denuncia del PAN es esa: en cuanto te llegan los temas, 

los tienen que sacar.”

Del priista se ocuparon después: “Empezó a caer información de Alfredo del Mazo, y 

vámonos sobre Del Mazo. Es una cuestión de prelación de información. No es tanto 

que lo hubiéramos tenido ahí y que tuviéramos una buena o mala estrategia en torno 

de quién sacar primero. Fue un estado de prelación de la información obtenida que 

nos llegaba. Y en ese sentido fue como empezamos a darle dinámica a la campaña en

torno a exigir irregularidades de los demás aspirantes”.

–¿Y entonces por qué corrieron a Mauricio de Vengoechea?

–No me lo vas a creer, pero no tengo idea. La verdad es que ellos entraron a la 

campaña, estuvieron ahí manejando cierta información y al final no dieron los 

resultados adecuados y les dieron las gracias. Pero la estrategia nosotros ya la 

teníamos planteada desde el principio en las dos etapas. Y las dos etapas se pudieron

realizar, lo cual nos tiene muy satisfechos.

La primera etapa, explica, fue posicionar las ideas del partido y la oferta para motivar 

el voto y la segunda etapa es la de los debates para ir conjuntarlo todo para ir por el 

voto oculto.

–¿Y cuánto cobró De Vengoechea?

–¡No tengo idea!

–Pero usted es el coordinador de la campaña.



–Sí, pero no tengo idea porque no manejo finanzas públicas, no manejo recursos del 

partido. Sólo tengo un presupuesto para mi trabajo como coordinador, pero no manejo 

yo las finanzas de la campaña. Hay personas que se encargan de ello.

–Sí, el de finanzas, quien es amigo de la hija de Vázquez Mota.

–No sé. No quiero ocultar información, pero lo desconozco. No sé si (De Vengoechea 

y sus ayudantes) cobraron o no cobraron.

Anaya, corresponsable

La campaña de Vázquez Mota pintaba bien en el inicio: no sólo porque estaba arriba 

en las encuestas y con un partido aparentemente cohesionado –hasta Felipe Calderón

se le sumó–, sino porque el repudio al PRI era inmenso tras la imposición que hizo el 

presidente Enrique Peña Nieto de su primo Del Mazo, el rechazo al gasolinazo, la 

candidata de Morena era una desconocida.

La candidata comentó a sus allegados que había aprendido de los errores de la 

campaña de 2012, cuando acusó a Calderón de haberla abandonado por apoyar a 

Peña: “Aprendí de la derrota; seré una cabrona”.

De hecho, el primer minuto del lunes 3 de abril se inició su campaña en el municipio de

Atlacomulco, la sede del grupo político del mismo nombre al que pertenecen Peña y su

“primazo” Del Mazo, asesorado por la expanista Alejandra Sota, vocera de Calderón. 

Con el museo a sus espaldas, exclamó:

“Aquí en Atlacomulco vive la camarilla que ha vivido de intereses, de corrupción y que 

piensa que el país entero les pertenece. Aquí en Atlacomulco les decimos a las 

mismas familias de siempre que a partir de ahora aquí los vamos a dejar. Este es el 

único espacio que tendrán en este museo de Atlacomulco. Aquí en este museo, al lado

de la fósiles, se queda esta familia completa de primos, de tíos, de hermanos. Son los 

mismos y son lo mismo.”

Ese mismo día comenzaron las señales cruzadas: Vázquez Mota convocó a una 

conferencia en la sede nacional del PAN –en la Ciudad de México– para presentar un 

detallado diagnóstico y pormenorizadas propuestas en materia de seguridad, la 

principal preocupación de los mexiquenses, pero Anaya le cambió la jugada.

Ignorando el “eje temático” de seguridad, el presidente del PAN omitió toda referencia 

a Del Mazo y acusó a la candidata de Morena de no ser apta para gobernar, porque 

cuando fue alcaldesa de Texcoco dependió de su sucesor, Higinio Martínez, y ahora 

también de López Obrador. “Es un títere”, acusó tras hacer un recuento de los 

parientes de Martínez en la alcaldía.

Y haciendo referencia a la investigación de la Procuraduría General de la República 

sobre lavado de dinero de su padre y hermanos, que publicó El Universal, Vázquez 



Mota identificó involuntariamente al rival principal: “Siempre se ataca a quien va a la 

cabeza y no quien va de manera secundaria o terciaria en una preferencia electoral”.

A partir de entonces, y durante más de cinco semanas –incluyendo el primer debate–, 

Vázquez Mota enfocó sus ataques contra Delfina Gómez. Pero en vez de crecer, las 

encuestas mostraban que iba hacia abajo. En el segundo debate, el martes 9 –cuando

se concentró en Del Mazo–, ya disputaba el cuarto lugar con Zepeda.

Otro hecho cimbró la campaña de Vázquez Mota: el sábado 20, a dos semanas de la 

elección, Anaya y la presidenta del PRD, Alejandra Barrales, anunciaron un “frente 

opositor”, pero no en el Estado de México sino para las elecciones federales del 

próximo año… un reconocimiento del fracaso en la entidad mexiquense.

En el ocaso de la campaña, y debatiéndose entre el tercero y el cuarto lugar, Vázquez 

Mota endureció su discurso contra el PRI y el gobierno de Peña, del que obtuvo más 

de mil millones de pesos para hacer campaña en Estados Unidos a través de la 

Fundación Juntos Podemos, que presidió de manera honoraria.

A tal punto acometió contra el gobierno de Peña y Eruviel Ávila, que el viernes 26, 

prácticamente a una semana de la elección, pidió al Instituto Nacional Electoral (INE) 

atraer la elección del Estado de México ante el cúmulo de evidencias de que se trata 

de una “elección de Estado” y “no reconocerlo así implica ser cómplices de las 

trampas que el PRI-gobierno está llevando a cabo”.

Y es que, en efecto, antes y durante el proceso electoral mexiquense los gobiernos 

federal y estatal irrumpieron en la entidad repartiendo dinero. Más de cien veces 

fueron secretarios de Estado y funcionarios federales.

“Es una elección de Estado”, ratifica Sondón, quien advierte que habrá más vicios en 

la jornada electoral: “Van por la compra del voto, la movilización irregular de electores, 

así como intimidación a los que no son proclives al PRI. Es una elección manchada y 

propensa de ser impugnada”.

Josefina, en campaña, y su familia, creando negocios
ÁLVARO DELGADO
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De manera paralela a la candidatura de Josefina Vázquez Mota al gobierno del Estado

de México y al inicio de su campaña, el esposo y las tres hijas de ésta constituyeron 

una diversificada empresa que va desde la compra, venta y comercialización de 

productos de limpieza e higiene hasta consultoría en materia fiscal, contable, artística 

y cultural, así como la operación de hoteles, restaurantes y cafeterías.

Se trata de Comercializadora Ocavaz, una sociedad anónima de capital variable cuyos

accionistas –a partes iguales– son Sergio Ocampo Muñoz, esposo de la candidata del 



Partido Acción Nacional (PAN) a gobernadora, y sus hijas María José, Celia María y 

Montserrat Ocampo Vázquez.

La empresa obtuvo la autorización de la Secretaría de Relaciones Exteriores el pasado

28 de febrero, cinco días después de que el CEN del PAN ungió a Vázquez Mota 

como su candidata a gobernadora, y quedó formalizada el 9 de marzo, cinco días 

después de que rindió formal protesta como tal ante los panistas.

Cuando Vázquez Mota tenía dos semanas en campaña, el 19 de abril –y ya su 

desplome era evidente–, Comercializadora Ocavaz, S.A. de C.V. se inscribió en el 

Registro Público de Comercio de Naucalpan, Estado de México, en cuya acta consta 

que el comisario de la sociedad es Héctor Luna Díaz.

El objeto social de la empresa de la familia de Vázquez Mota es la creación, 

desarrollo, producción, procesamiento, distribución, importación, exportación, compra, 

venta y comercialización en general de alimentos en todas sus modalidades, bebidas, 

productos de limpieza, productos de cuidado e higiene personal, suplementos 

alimenticios, así como las materias primas y materiales de empaque necesarios para 

su elaboración, comercialización y distribución.

También se propone la operación y administración de restaurantes, hoteles, cafeterías,

librerías y todo tipo de centros de comercio y entretenimiento, así como la 

organización de todo tipo de eventos, banquetes y convenciones. Además, ofrece la 

prestación de toda clase de servicios corporativos, administrativos, técnicos de 

asistencia, consulta, asesoría, capacitación, apoyo, propaganda, promoción y difusión 

en materia comercial, mercantil, civil, económica, financiera, administrativa, fiscal, 

contable, cultural y artística.

El objeto social de la empresa de la familia de Vázquez Mota es tan vasto que incluye 

arrendamiento, compra y administración de inmuebles en México y el extranjero.

La familia Ocampo Vázquez, de donde se toma el nombre la empresa que 

constituyeron su esposo y sus hijas, no tiene apuraciones económicas, según la 

declaración patrimonial que, por primera vez en su vida y sólo por presión social, hizo 

pública la candidata.

Sólo ella es propietaria de una casa, en el municipio de Huixquilucan; un terreno, en 

Ocoyoacac, ambos municipios del Estado de México, así como de dos departamentos 

en Polanco, en la Ciudad de México, y con valor total de 20 millones de pesos.

Uno de los departamentos se lo donó su padre, Arnulfo Vázquez Cano, quien hace 

cuatro años se lo compró, en 8.5 millones de pesos, a Daniel Antonio Hajj Aboumrad, 

el director de América Móvil y socio de Carlos Slim del desarrollo “Ventana Polanco”, 

donde se ubica la propiedad de 140 metros cuadrados.



El departamento no está en Polanco, sino en la populosa colonia Granada, sobre la 

que Slim y socios construyeron multifamiliares de lujo que han generado un caos 

habitacional, vial y de agua, con la complicidad de las autoridades capitalinas y de la 

delegación Miguel Hidalgo.

En una de las torres, entrando por la calle de Zurich, en el número 168, está el 

condominio Lago y en el piso 18 el departamento que Arnulfo Cano le donó “en forma 

gratuita, pura, total y absoluta” a su hija Josefina, “con el consentimiento de su esposa,

Josefina Mota Flandes”.

El Canal Centenario, un megadesastre
MATHIEU TOURLIERE
2017-05-27 21:27:24 · COMENTARIOS DESACTIVADOS
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Una de las mayores promesas del gobierno de Roberto Sandoval a los campesinos 

nayaritas fue la construcción del Canal Centenario con respaldo federal, a fin de que 

sus parcelas rindieran el doble y ellos se convirtieran en “empresarios agrícolas”. Sin 

embargo, el grandioso plan se fue apagando en cada una de sus etapas, y a la hora 

de construir el presupuesto sólo alcanzó para que el Grupo Tradeco avanzara 11% a 

cambio de más de 48 millones de pesos.

El Canal Centenario iba a ser la gran obra del siglo en materia de infraestructura en 

Nayarit: 58 kilómetros del canal central y 319 kilómetros de los secundarios, que 

regarían 43 mil hectáreas de tierra agrícola en beneficio de cuatro municipios.

La propaganda del gobierno de Roberto Sandoval Castañeda señaló que esa obra 

“cambiará la pobreza por la riqueza”, pues convertirá a los campesinos nayaritas en 

“verdaderos empresarios agrícolas” y de la tierra saldrían “hasta dos cosechas por 

año”.

Debía entrar en operación a finales de 2017. Pero a escasos siete meses de que se 

cumpla ese plazo, la construcción se encuentra abandonada con un avance de sólo 

10.97%.

Una investigación realizada por la Alianza Méxicoleaks –de la cual Proceso forma 

parte– revela que la administración de Enrique Peña Nieto escamoteó los recursos 

para esta obra: de los 7 mil 574 millones de pesos prometidos para su construcción, 

apenas entregó la sexta parte.

Luego, la Comisión Nacional del Agua (Conagua) pagó con retraso a las empresas 

contratistas, llevó a cabo los procesos de licitación pública de manera discrecional y 

otorgó un contrato a una filial del polémico Grupo Tradeco –que enfrenta juicios y 

sanciones por incumplimientos y fraudes–, la cual abandonó las obras en mayo de 

2016.



El gobierno de Nayarit, por su parte, tuvo que rehacer tres veces la Manifestación de 

Impacto Ambiental (MIA) y se demoró en tramitar los cambios de uso de suelo.

A sólo 10 días de que se lleven a cabo las elecciones estatales en Nayarit, 

programadas para el 4 de junio, el gobierno de la entidad ya no presume la obra como 

un gran logro e incluso se deslinda del proyecto: el pasado jueves 25, Lule Ricardo 

Guzmán, director de Comunicación Social de Sandoval Castañeda, no atendió una 

solicitud de entrevista e insistió en que el Canal Centenario es “obra 100% federal, de 

Conagua”.

Al cierre de esta edición (viernes 26), la Conagua aún revisaba un cuestionario sobre 

las irregularidades en la realización de las obras.

Hugo Villagrán Bernal, quien elaboró el documento técnico de la construcción del 

Canal Centenario y administró durante tres años el proyecto como delegado de la 

Conagua en Nayarit –cargo que ejerció entre marzo de 2013 y junio de 2016–, aseveró

por su parte que “le perdió la pista” al canal y sostuvo que no le “tocó” ejecutar la obra.

Villagrán, quien aspira a una diputación por el PRI en el XVI distrito de Nayarit, dijo al 

reportero en entrevista telefónica: “Yo no sé si va a usar esta información para 

perjudicarme”.

Peña, Videgaray, Korenfeld

De gira en Nayarit el 4 de noviembre de 2013, el presidente Peña Nieto realizó un 

mitin. Ataviado con una camisa rayada y un sombrero texano, el mandatario anunció la

construcción del Canal Centenario, que aportaría bonanza económica a miles de 

agricultores de la región. Alentada por el gobernador Sandoval, la audiencia recibió la 

noticia con un trueno de aplausos.

El canal principal de 58.63 kilómetros y los secundarios de 319 atravesarían los 

municipios de Rosamorada, Ruiz, Tuxpan y Santiago Ixcuintla, regando 43 mil 105 

hectáreas con agua desviada del río Santiago y retenida en la presa Amado Nervo El 

Jileño.

Para ello, el gobierno federal planeó un ambicioso programa presupuestario de 7 mil 

574 millones de pesos, repartidos entre 2014 y 2017: mil 825 millones de pesos se 

destinarían a la ampliación del canal principal, 3 mil millones de pesos servirían para 

excavar los canales secundarios, otros mil 324 millones de pesos se emplearían para 

el sistema de drenaje y el resto se invertiría en caminos.

El 7 de julio de 2014 Sandoval firmó un convenio de coordinación con la Conagua, 

entonces a cargo de David Korenfeld Federman, y el 22 de ese mes el gobernador 

priista dio el banderazo de inicio de la obra.

En el plan inicial, la primera etapa, consistente en la sobreelevación de la presa 

derivadora Amado Nervo y la construcción del canal principal, debía concluirse en 



diciembre de 2015, mientras los canales secundarios y de riego, así como el sistema 

de drenaje, entrarían en operación a mediados de 2017.

En realidad, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) asignó, a 

cuentagotas, mil 243 millones de pesos para el proyecto –la sexta parte de lo previsto–

y la Conagua pospuso dos veces la fecha de conclusión de las obras de la primera 

etapa, hasta fijarla para mayo de 2016.

En octubre de 2015, durante una comparecencia ante la Cámara de Diputados, Luis 

Videgaray, entonces secretario de Hacienda, mencionó el Canal Centenario entre los 

grandes proyectos de infraestructura que lanzó la administración de Peña Nieto e 

insistió en que “las obras están ahí y se están construyendo, pero son obras que están

en proceso, como es natural, cuando se trata precisamente de obras de gran calado”.

El abandono de la obra

Mientras Videgaray alababa los logros de la administración peñanietista, los problemas

se multiplicaban en Nayarit.

En lugar de adjudicar la obra a una sola empresa, la Conagua segmentó el canal 

principal en cinco tramos y elaboró un contrato por cada uno, que sometió a procesos 

de licitación pública.

En noviembre de 2014 la dependencia otorgó el contrato del tercer tramo del canal, 

que abarca los kilómetros 20 a 28 y atraviesa los municipios de Santiago Ixcuincla y 

Ruiz, a la empresa Innovaciones Técnicas en Cimentación (Itecsa), en asociación con 

la empresa Urba Infraestructura. El monto del contrato fue de 173 millones de pesos.

Itecsa es una filial del polémico Grupo Tradeco, una de las constructoras más 

beneficiadas con contratos de obra pública por la Secretaría de Comunicaciones y 

Transportes (SCT) y Pemex durante las administraciones panistas de Vicente Fox y 

Felipe Calderón.

Según la bitácora de obras del Canal Centenario, elaborada por la Conagua, Itecsa se 

retrasó en múltiples ocasiones y parte el dinero que obtuvo de la dependencia no lo 

utilizó en la obra. El 22 de febrero abandonó los trabajos, lo que detonó una serie de 

quejas de la Conagua.

El 15 de abril, por ejemplo, ésta deploró que la obra se encontrara “en total abandono 

sin actividad (sic), sin manifestar avance físico alguno” pese a que ya se le habían 

pagado más de 48 millones de pesos. La empresa dejó en el lugar dos excavadoras, 

un tractor y dos retroexcavadoras.

La dependencia no puede alegar que ignoraba los antecedentes de esta compañía: en

la última década Tradeco ha enfrentado decenas de juicios y demandas laborales en 

México, Estados Unidos y Nicaragua por incumplimientos de contratos, retrasos en 

obras y falta de pago a proveedores.



El 5 de septiembre de 2016 la Secretaría de la Función Pública (SFP) inhabilitó a 

Tradeco Infraestructura –su filial principal– para participar en licitaciones públicas 

hasta marzo de 2019, lo que frustró sus pretensiones de ganar licitaciones del Nuevo 

Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México (NAICM).

Su vicepresidente y cofundador, Sergio Toscano del Olmo, incluso pasó dos días en la 

cárcel en diciembre pasado acusado de un fraude por 2.2 millones de pesos en 

agravio de Teccisma, otra empresa del sector de la construcción.

Consultado para este reportaje, Grupo Tradeco se deslindó de cualquier irregularidad 

en la construcción del canal. Por teléfono una vocera de la firma aseveró: “Nosotros no

abandonamos obras”. Y aconsejó que se buscaran las explicaciones con “el dueño de 

la obra, que es Conagua”.

En un correo posterior, la misma vocera dijo que “se otorgó una terminación anticipada

del contrato, (pero) no por incumplimiento”. Y añadió: “No había las condiciones 

adecuadas para la continuación del proyecto por parte nuestra”.

El contrato para la construcción de los kilómetros 13 a 20 del canal fue otorgado a la 

trasnacional de origen español Acciona, junto a Tomsa Construcciones y Constructora 

Virgo. La primera tiene una fuerte presencia en México. Uno de los miembros del 

consejo de administración de Acciona es el financiero Jerónimo Marcos Gerard Rivero,

cuñado del expresidente Carlos Salinas de Gortari.

En la última nota que la Conagua integró a la bitácora de la obra (la número 754, 

fechada el 31 de julio de 2016), indicó que la construcción del consorcio integrado por 

Acciona seguía en curso, pese a que el trabajo debía concluir dos meses antes.

La empresa no quiso hacer comentarios sobre el retraso. Alegó que se encontraba 

imposibilitada para dar información debido a una cláusula de confidencialidad en el 

contrato.

Otros dos contratos, para la elevación de la presa y los primeros 13 kilómetros, fueron 

otorgados a la jalisciense Supercate y a Operadora de Contratos Internacionales, que 

ya realizaron las obras correspondientes.

Licitaciones opacas

El año pasado, al revisar los contratos del Canal Centenario en la cuenta pública 2015,

la Auditoría Superior de la Federación (ASF) se percató de que la Conagua aplicó 

criterios discrecionales en los procesos de licitación, en particular el que ganó Itecsa.

Observó que la dependencia aceptó la propuesta económica de la filial de Grupo 

Tradeco a pesar de que era claramente “insolvente”, pues el monto ofertado era 

inferior en 46% al presupuesto que la propia dependencia había evaluado en su 

proyecto ejecutivo.



El órgano fiscalizador también descubrió que la propuesta de Itecsa incluía precios 

hasta 388% inferiores a los que propuso Acciona en la licitación que ganó; es decir, la 

Conagua otorgó a cada empresa contratos con una abismal diferencia de costos para 

realizar trabajos idénticos. La ASF pidió a la Conagua una explicación al respecto.

Y no sólo esto: los fallos de las licitaciones muestran que en otra licitación del Canal 

Centenario la Conagua descartó una propuesta de Itecsa porque consideró que la 

empresa no contaba con la experiencia suficiente en materia de “revestimiento de 

concreto en canales para un área hidráulica igual o superior a 15 metros cuadrados”.

Esto no tiene sentido: en la licitación que ganó Itecsa, la Conagua aplicó 

supuestamente los mismos criterios y exigencias en materia de experiencia. El detalle 

no escapó a los expertos de la ASF, la cual pidió de nuevo un esclarecimiento a la 

dependencia.

La Conagua trató de justificar las observaciones mediante memorandos redactados en

jerga técnica, pero éstos no convencieron a la ASF: el órgano fiscalizador confirmó sus

observaciones y los pasados 26 y 27 de septiembre la Conagua se vio obligada a 

iniciar investigaciones internas “a fin de determinar la existencia o no de 

responsabilidad administrativa”.

Candidatos de anécdota
PEDRO ZAMORA BRISEÑO
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TEPIC, NAY.- El proceso electoral para renovar la gubernatura, el Congreso local y los 

ayuntamientos se ha visto enturbiado por acusaciones cruzadas entre los actores 

políticos por presunta colusión con el narcotráfico, prácticas fraudulentas y corrupción.

“No tenemos una clase política madura, capaz de trazar un nuevo rumbo al sistema 

político estatal, y eso ocasiona un deterioro no solamente de la política sino de los 

procesos electorales, por lo que no hay posibilidad de cambio”, sostiene la doctora 

Lourdes Pacheco Ladrón de Guevara, investigadora de la Universidad Autónoma de 

Nayarit. “Son personajes con una cierta característica donde lo más importante es la 

anécdota” y se han enfrascado en “un debate entre lo mismo y lo mismo”, subraya.

La académica abunda en entrevista: “Puede ser que haya un cambio en cuanto a que 

no gane el PRI; pero no hay un planteamiento de base que permita realmente 

modificar el rumbo de los acontecimientos en Nayarit. No hay una meta. Las 

propuestas que tienen prácticamente todos los candidatos son lo mismo: todos dicen 

que son los mejores, que van a combatir la corrupción y a sacar adelante al estado; sin

embargo no hay un compromiso real acerca de ver en qué va a consistir eso”.



Aunque en las elecciones del próximo 4 de junio participan ocho candidatos al 

gobierno, Pacheco espera una contienda cerrada entre Antonio Echevarría García, de 

la alianza Juntos por Ti (PAN-PRD-PT-PRS), y Manuel Humberto Cota Jiménez, de la 

alianza Nayarit de Todos (PRI-PVEM-Panal), seguidos a la distancia por Miguel Ángel 

Navarro Quintero, de Morena, y Raúl Mejía González, de Movimiento Ciudadano, y 

más lejos todavía por Javier Zapata Pérez, de Encuentro Social, así como los 

independientes Víctor Manuel Chávez Vázquez, Antonio Ayón Bañuelos e Hilario 

Ramírez Villanueva.

El factor Veytia

A finales de marzo, antes del arranque de las campañas, el proceso se vio marcado 

por la detención del fiscal nayarita Édgar Veytia en Estados Unidos, acusado de 

vínculos con el narcotráfico, y luego por la difusión en redes sociales de audios que 

revelaron la probable intervención del saliente gobernador, Roberto Sandoval 

Castañeda, en favor de Cota Jiménez mediante la manipulación del Programa de 

Seguro Alimentario (Prosa).

Y a mediados de abril un grupo de ciudadanos, encabezado por el exmagistrado 

Emiliano Zapata Sandoval Blasco y el exdiputado federal perredista Rodrigo González 

Barrios, denunció ante la Procuraduría General de la República (PGR) a Sandoval 

Castañeda por enriquecimiento inexplicable, con base en evidencias del vertiginoso 

crecimiento del patrimonio del mandatario en los años recientes (Proceso 2113).

Esto delineó el tono de los discursos y acciones de campaña, con denuncias formales 

y públicas, así como deslindes, entre partidos y candidatos. El caso del fiscal detenido,

otrora poderoso actor político que en su momento incluso había sido sugerido por 

Sandoval para convertirse en su sucesor, se colocó como factor de incomodidad para 

la clase política.

Días después de la aprehensión, el 11 de abril, los dirigentes nacionales del PRI, 

Enrique Ochoa Reza, y del PAN, Ricardo Anaya García, intercambiaron acusaciones 

de nexos de sus candidatos con Veytia.

“Se deben investigar posibles vínculos del que fue fiscal general del estado, hoy 

detenido por narcotráfico en Estados Unidos, con las campañas del PRI. Es de todos 

conocida la relación del exfiscal con numerosos candidatos en la entidad”, manifestó 

Anaya, quien después abundaría que “Cota era precisamente el protegido de Veytia”.

En respuesta, Ochoa Reza replicó que quien debería ser investigado es el candidato 

Echevarría, quien antes había declarado públicamente que la entidad tenía más 

certidumbre, seguridad y confianza con Veytia en la fiscalía.

De acuerdo con Emiliano Zapata Sandoval, Veytia era el poder real en Nayarit: 

“Impuso magistrados, diputados, tenía contacto con casi todos los actores políticos… 

él controlaba todo mientras que el gobernador se dedicaba más a las cuestiones 



lúdicas, como ir a ver las peleas de box de El Canelo o atender sus caballos de raza 

fina en su rancho”.

Refiere que así como durante la campaña han aparecido videos en los que Echevarría

elogia al exfiscal, también es un hecho que Manuel Cota Vélez, hijo del candidato 

priista, fue jefe del Departamento de Atención a Víctimas u Ofendidos del Delito en la 

fiscalía, cuando Veytia se encontraba al frente de ésta, mientras que el aspirante 

independiente Hilario Ramírez Villanueva, el exalcalde de San Blas que “robó poquito”,

“no salía de las oficinas del fiscal”.

Sandoval Blasco recuerda que 2010 y 2011 fueron “años de violencia brutal” para 

Nayarit, por lo que fue notorio que tras la llegada de Veytia a la fiscalía general se 

acabó con la inseguridad, pero “ahora sabemos que era una pax narca”.

Aunque está convencida de que la detención del exfiscal “le pega más al PRI”, 

Lourdes Pacheco dice que prácticamente todos los candidatos estaban de alguna 

manera involucrados con él y ello les ha impedido expresar una postura contundente 

respecto del caso.

El amparo

Tras la difusión de los audios sobre el presunto manejo electoral del programa Prosa 

por parte del gobernador a favor de Cota Jiménez, el PAN y el PRD lo denunciaron 

ante la Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos Electorales (FEPADE).

Sin embargo, la administración de Sandoval Castañeda promovió un juicio de amparo 

para evitar que el organismo federal investigue el manejo del programa social, con el 

argumento de que en su implementación no se utilizan recursos federales.

Según información difundida por el periodista Óscar Verdín Camacho en su sitio de 

internet Relatos Nayarit, el amparo 1378/2017 fue promovido el viernes 19 por el 

secretario general de Gobierno, Jorge Armando Gómez Arias, quien argumentó que la 

FEPADE no tiene competencia para requerir información sobre el programa, además 

de que “el acto de autoridad reclamado viola en perjuicio del suscrito quejoso el 

derecho humano a la seguridad jurídica, toda vez que lo apercibe de imponerle una 

medida de apremio a pesar de que carece de competencia”.

El Juzgado Tercero de Distrito de Amparo Penal con sede en Tepic otorgó al 

funcionario la suspensión provisional y fijó como fecha de la audiencia el próximo 6 de 

junio, dos días después de la jornada electoral.

Tocado directamente por algunos de los escándalos del proceso electoral, el jueves 11

Cota se deslindó de Veytia y de Sandoval Castañeda y declaró que si ambos son 

responsables de los delitos que se les atribuyen, deben ser castigados.

Ese mismo día el PRI presentó ante la PGR y la FEPADE una denuncia por el 

presunto financiamiento del narcotráfico a la campaña de Echevarría.



Mediante un comunicado, el PRI reportó haber encontrado en una página de internet 

un video con una conversación del exgobernador Antonio Echevarría Domínguez, 

padre del actual candidato, con una mujer de nombre Verónica, en la que señala “que 

tiene un financiamiento proveniente del narcotráfico para la campaña del hijo”.

Echevarría Domínguez respondió un día después con una denuncia ante la PGR en 

contra del presidente estatal y la secretaria general del PRI, Juan Ramón Cervantes y 

Angélica Sánchez, por violación de correspondencia en su modalidad de intervención 

a comunicaciones privadas, difamación y calumnias.

Aseguró que sus acusadores editaron la grabación “confundiendo a la gente” y 

presentó como prueba “el audio original de 42 minutos, de donde estos delincuentes 

han sacado unas palabras”.

Estado en crisis

Zapata Sandoval comenta que el próximo gobernador recibirá una administración 

sumida en la quiebra debido a “la deuda pública de más de 20 mil millones de pesos, 

una nómina sindicalizada abultadísima y un fondo de pensiones desfondado” que 

heredará del gobierno de Sandoval. No obstante, dice, ninguno de los candidatos ha 

dicho cómo va a enfrentar ese problema, pues “han demostrado una pobreza 

propositiva impresionante”.

Según Sandoval Blasco, el próximo jefe del Ejecutivo “va a ser un gobernador de 

parapeto, llegará muy endeble y no tendrá condiciones para ejercer el poder, ni 

siquiera para administrar, por lo que yo sostengo que Nayarit va a entrar en una 

convulsión social”.

A su juicio, el candidato con mayores posibilidades de ganar la gubernatura es 

Echevarría, pero estima que no tendrá el Congreso a su favor, que podría quedar 

dividido con el PRI y sus partidos aliados.

Y en este panorama, el exmagistrado considera que el verdadero triunfador podría ser 

el actual gobernador, Roberto Sandoval, porque a cambio de aceptar la postulación de

Cota logró colocar a su gente en la mayoría de las candidaturas del PRI a diputados 

locales.

De acuerdo con Lourdes Pacheco, una característica común de los candidatos a la 

gubernatura es que ninguno ha logrado conectarse emocionalmente con la gente, 

pues “han tratado de venderse ellos mismos, pero no venden proyectos”.

Explica: “Cota es un candidato cansado, que no se le ve con entusiasmo; Navarro, de 

Morena, anda un tanto desesperado; Mejía, de Movimiento Ciudadano, carece de ese 

carisma que se necesita para hacer que la gente salga a votar; mientras que 

Echevarría es candidato únicamente por el apellido”.



Como Sandoval Blasco, Pacheco estima que Echevarría podría ganar la elección pese

a ser un candidato con muy pocas propuestas, pero con el mérito de no haber estado 

nunca en el poder y, en consecuencia, “no tiene cola que le pisen”.

CORRUPCI  Ó  N
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Tres militares, miembros del Estado Mayor Presidencial y que tuvieron a su cargo la 

seguridad de Enrique Peña Nieto y de su esposa cuando el priista era candidato a la 

Presidencia, recibieron ascensos y cargos estratégicos en el gobierno una vez que el 

mexiquense llegó al poder. Los tres tienen a su cargo ahora las áreas de seguridad de 

Pemex –entidad azotada por los huachicoleros–, la CFE –que ha sufrido algunos 

atentados– y el IMSS, una tarea para la cual no recibieron preparación.

Los militares que apostaron a la candidatura presidencial de Enrique Peña Nieto hoy 

son hombres poderosos. Elevados de grado dentro del Ejército en cuanto ganó el 

candidato del PRI, pasaron a ocupar cargos civiles en instituciones estratégicas y 

desde ahí controlan recursos millonarios.

Responsables en su momento de la seguridad de Peña Nieto y de su esposa, Angélica

Rivera, participan ahora en los procesos de licitación y en las decisiones de seguridad 

en Petróleos Mexicanos (Pemex), la Comisión Federal de Electricidad (CFE) y el 

Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS).

Los tres jefes militares que estuvieron en el Estado Mayor Presidencial (EMP) 

encabezan ahora a un grupo de miembros del Ejército que deciden sobre los negocios

en torno a esas áreas que tienen que ver con la seguridad nacional.

El grupo encargado de la integridad física de Peña Nieto estuvo encabezado por el 

entonces coronel de Infantería y ahora general Eduardo León Trauwitz, quien hoy es 

subdirector de Salvaguarda Estratégica de Pemex, responsable entre otras tareas de 

combatir el robo de gasolina en la red de ductos de la empresa.

Segundo al mando era el entonces teniente coronel Juan Martín Cano Aguado, 

subcoordinador de Ayudantías en el equipo de Peña Nieto. Ahora coronel, es el 

coordinador técnico de Seguridad y Resguardo de Inmuebles del IMSS, y está 

embarcado en una millonaria licitación transexenal hasta el año 2020.

El responsable directo de la seguridad de Peña como candidato era el capitán primero 

de Caballería Gustavo Cuevas Gutiérrez. Ahora es el subdirector de Seguridad Física 

de la CFE.



Los tres ocuparon, con militares y allegados, las principales posiciones de esas 

dependencias, sin importar si tenían experiencia en el cuidado y seguridad de las 

instalaciones estratégicas a su cargo.

“Limpieza” en Pemex

El enfrentamiento entre efectivos de la Policía Militar y presuntos integrantes de la 

delincuencia organizada dedicados al robo de combustible en Palmarito, Puebla, a 

principios de mayo, puso los reflectores en León Trauwitz (Proceso 2115). Con carrera

más de vigilancia en el EMP que de operaciones militares, el general tiene un ingreso 

que supera los 2 millones pesos al año, entre sueldos, compensaciones y 

prestaciones, como bonos para el consumo de gas, gasolina y lubricantes, de acuerdo 

con la página de transparencia de Pemex.

Su llegada a la entonces gerencia de Seguridad Física de Pemex estuvo marcada por 

el descontento de los empleados de la ahora llamada empresa productiva del Estado. 

El general hizo una limpia y despidió a personal con experiencia de hasta 20 años en 

la seguridad de las instalaciones de Pemex.

Ese personal operativo con información de primera mano sobre la seguridad física de 

Petróleos Mexicanos ha sido reemplazado por militares que se quedaron con los 

principales cargos de la Subdirección de Salvaguarda Estratégica.

A enero de 2015 por lo menos se habían registrado 55 renuncias del personal tras la 

llegada del general, de acuerdo con documentación interna conocida por Proceso. 

Eso, sin contar los despidos.

Y en medio de esos cambios ocurrió la explosión en las oficinas centrales de Pemex 

en la Ciudad de México, en enero de 2013, que dejó en evidencia al nuevo personal.

Quienes rodean a Trauwitz en Pemex son en su mayoría militares. Al menos una 

treintena de efectivos del Ejército llegó con licencia de la Secretaría de la Defensa 

Nacional, autorizada por su titular, el general secretario Salvador Cienfuegos Zepeda.

Van desde sargentos auxiliares hasta tenientes coroneles, la mayoría del Arma de 

Infantería, a la que pertenece Trauwitz. A diciembre de 2015 sólo uno era auxiliar 

administrativo. En total, 25 de ellos buscaron ampliar un año más su licencia de la 

Secretaría de la Defensa (Sedena) para seguir en Pemex. Sin contar, tampoco a los 

llamados “aviadores”.

Quienes ocupan los cargos superiores han estado exentos de la prueba de control de 

confianza, tanto para su ingreso como para su permanencia, a pesar de las 

observaciones del Órgano Interno de Control de Confianza (OIC) de Pemex.

Uno de ellos fue el coronel Roberto Aguilar Rubí, quien hasta 2015 fue gerente de 

Gestión Técnica. Su salida ocurrió después de una auditoría que le hizo el OIC.



La Subdirección de Salvaguarda Estratégica, que depende del director corporativo de 

Administración y Servicios de Pemex, Carlos Alberto Treviño Medina, dispuso, entre 

2013 y 2015, de 2 mil 521 millones de pesos para proteger las instalaciones 

estratégicas de Pemex; se destinaron principalmente a la compra de aeronaves, una 

de las cuales es para uso de la Presidencia de la República (Proceso 2115).

Testimonios obtenidos por este medio indican que parte de esos recursos destinados a

combatir el robo de hidrocarburos se han utilizado para negocios personales de jefes 

militares que llegaron con Trauwitz, como la realización de vuelos privados para los 

mandos de la Subdirección de Salvaguardia Estratégica.

Aseguran que el general también dispone en las instalaciones de Pemex de un 

entrenador personal, así como de personal de la empresa para su servicio en casa.

Sus subordinados en el cuidado de Peña Nieto y su familia han sido igualmente 

beneficiados al colocarse también en áreas clave. El segundo de Trauwitz en esas 

tareas fue el coronel de Infantería Juan Martín Cano Aguado. Ascendido en 2013, 

estuvo entre 2010 y 2012 a cargo de la seguridad de Peña Nieto, adscrito a la 

Procuraduría General de Justicia del Edomex, durante la gestión de Alfredo Castillo, 

actual titular de la Conade y excomisionado de Peña Nieto en Michoacán.

Entre 2012 y 2015 Cano fue coordinador de Seguridad y Logística de Angélica Rivera. 

Aunque su carrera militar se ha concentrado en la protección de funcionarios en el 

EMP, a partir de febrero de 2015 fue designado coordinador técnico de Seguridad y 

Resguardo de Inmuebles del IMSS.

La CFE y Cuevas

Desde su llegada a la subdirección de la Gerencia Física de Seguridad de la CFE, el 

26 de marzo de 2013, el capitán Gustavo Cuevas Gutiérrez enfrentó problemas de 

seguridad.

La madrugada del 27 de octubre de 2013, subestaciones de Michoacán fueron 

atacadas. Jesús Reyna, entonces gobernador de la entidad, informó que hubo 

“intentos de sabotaje a las subestaciones de la CFE en nueve municipios” y aunque 

sólo se presentaron daños materiales, por lo menos una decena de ciudades sufrieron 

apagones.

Con el levantamiento del EZLN en 1994, la Presidencia creó el Departamento de 

Seguridad Física de la CFE y Pemex, a fin de proteger las instalaciones más 

importantes del país.

Diversos generales estuvieron al mando: Espiridión Mora Pérez, Sergio Adolfo Pérez 

Ramírez y Rodolfo Reta Trigo. Así, termoeléctricas, hidroeléctricas, subestaciones, 

líneas de transmisión, áreas de distribución y demás instalaciones quedaron bajo el 

mando de militares.



A partir de 2009, cuando el entonces presidente, Felipe Calderón, decretó la extinción 

de la Compañía de Luz y Fuerza del Centro, la zona que comprende Puebla, el Valle 

de México y Morelos quedó bajo la vigilancia de exmilitares agrupados en el Cusaem.

Pero entre abril y mayo de 2016, Cuevas Gutiérrez empezó a desplazar al personal del

Cusaem, ubicado no sólo en la zona centro sino en diversas áreas del país, 

sustituyéndolos por compañías privadas.

Así, hombres que no cuentan con la experiencia necesaria para tener bajo su 

resguardo áreas “que requieren de vigilancia armada”, como la CFE, empezaron a 

cuidar instalaciones estratégicas del país, relató el 15 de mayo de 2016 el comandante

de la Región XIX del Cusaem, el capitán Benjamín Salvador Jiménez, al entonces 

director de la CFE y hoy presidente del PRI, Enrique Ochoa Reza.

La región centro del país fue la primera donde el subdirector de la Gerencia de 

Seguridad Física de la CFE empezó utilizar empresas de vigilancia privada.

Al ser desplazado el Cusaem por Cuevas Gutiérrez, el comandante Salvador Jiménez 

envió correos a su comisionado estatal en los que se deslindaba de cualquier 

responsabilidad o de hechos irregulares que ocurrieran en las instalaciones de la CFE 

de Hidalgo, Morelos, Puebla, la Ciudad de México o el Estado de México.

Un par de días antes de las explosiones en las subestaciones de Michoacán, Cuevas 

estaba más ocupado en sustituir personal que no era de su agrado que en estar atento

a uno de los estados en donde las autodefensas habían empezado a salir a la luz 

pública.

Por ejemplo, el 25 de octubre de 2013, según consta en el oficio SSF-553713, Cuevas 

pidió que la región XIX del Cusaem fuera sustituida por la región XXV, a cargo de 

Mauricio Romano Torres, pero no lo logró. Así el 16 de junio de 2015 el titular de 

seguridad de la CFE empezó a licitar los servicios de algunas instalaciones, por 

ejemplo las que están en el aeropuerto de Toluca.

El 6 de mayo de 2016 licitó otras zonas del Valle de México y la zona conurbada de la 

Ciudad de México. Las ganadoras fueron Protección Canina Internacional, Servicios 

Especializados de Investigación y Custodia, Sistemas y Servicios de Seguridad 

Privada Inteligente y Consorcios y Servicios México.

Otro ejemplo fue la licitación de la zona noroeste, donde según el fallo del 18 de 

febrero de 2016 los encargados de la seguridad fueron Excelencia en Seguridad 

Privada Fasa y Servicios Múltiples de Sinaloa.

De acuerdo con el comunicado del comandante Salvador Jiménez, la sustitución del 

Cusaem por empresas privadas es más cara para el erario federal, debido a que ellos, 

por depender de un gobierno (del Estado de México), no pueden sumar el IVA a sus 

facturas.



“Así entonces, contrataron más caro, inseguro y además pagarán IVA, lo cual en 

época recesiva es incongruente”, se indica en el documento.

Las nuevas empresas de vigilancia cobran a la CFE 30% más, declara a Proceso 

Alejandro Yagüe Nieto, abogado de los miembros de la Región XIX del Cusaem, 

quienes desde abril de 2016 pelearon por que 800 elementos, en su mayoría 

exmilitares, no fueran despedidos de la zona centro de la CFE. Y se les pagarán 45 

millones de pesos que el capitán Cuevas les adeudaba. A la fecha, dice el licenciado, 

aún adeudan 20 millones.

En diversos oficios enviados al gobernador Eruviel Ávila, así como en las cartas que 

enviaron al entonces director de la CFE, Ochoa Reza, señalan que las licitaciones de 

vigilancia para sustituirlos por empresas privadas han estado amañadas por Cuevas 

Gutiérrez.

El juego perverso de la SCT y Tecnoradio
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El fiasco en que terminó la adquisición de 37 frecuencias radiofónicas por la hasta 

entonces misteriosa empresa Tecnoradio puso en evidencia las grandes lagunas en la 

regulación de las telecomunicaciones por el Estado. De igual manera, mermó la 

recaudación calculada por el gobierno federal por las señales licitadas y atizó la 

preocupación de los concesionarios por la transparencia de los procedimientos 

oficiales y la igualdad de las reglas para todos los participantes.

Considerada como la licitación de frecuencias de radio más grande en los últimos 20 

años por estar en juego un total de 257 estaciones en FM y en AM, la subasta del 

Instituto Federal de Telecomunicaciones (IFT) abrió la caja de Pandora sobre las 

trampas entre los grandes grupos radiofónicos privados en México y ventiló la 

sospecha de la participación de funcionarios del actual gobierno federal como posibles

“prestanombres” de consorcios radiofónicos.

Además, el procedimiento de adjudicación exhibió un papel débil de los órganos 

reguladores, como el propio IFT y la Secretaría de Comunicaciones y Transportes 

(SCT), que acabó lavándose las manos en medio de una agria polémica.

Todo este conflicto se ha generado en el contexto del realineamiento de los 

concesionarios de radio y televisión en vísperas de la sucesión presidencial de 2018 y 

el descontento de la Cámara Nacional de la Industria de la Radio y Televisión (CIRT), 

el organismo cúpula de los concesionarios, porque esta nueva licitación “encareció” el 

valor de las concesiones y deberán pagar más por la contraprestación de sus 

refrendos. Una buena parte de las concesiones vence antes de 2020.



Desde el 15 de junio de 2016, la CIRT se opuso a la licitación del IFT porque supone 

riesgos económicos y el organismo regulador “decidió simplemente no analizar la 

viabilidad económica plaza por plaza, con lo que se crea un entorno desfavorable para

la viabilidad financiera de nuestras estaciones existentes”, según su comunicado 

oficial.

Por lo pronto, las presiones y fracturas al interior de la CIRT se ventilaron en la 

reciente reunión de su Consejo Consultivo, realizada el 24 y 26 de mayo en Tampico. 

Versiones de participantes en este encuentro señalaron que hubo reclamos contra su 

actual presidente, Édgar Pereda Gómez, por no haber defendido al sector.

Por si fuera poco, Pereda Gómez es hijo de Adrián Pereda, fundador del grupo 

Radiorama, el consorcio radiofónico más grande del país vinculado al escándalo de 

Tecnoradio, el consorcio que incumplió el 22 de mayo con el pago de 288 millones de 

pesos por la contraprestación de las 37 frecuencias en AM y FM que ganó. El retiro de 

Tecnoradio representó que el IFT obtuviera sólo 783.6 millones de pesos por las 

señales licitadas y no los más de mil 200 millones que pronosticaron.

En su discurso del pasado miércoles 24, Édgar Pereda afirmó en Tampico que “la 

industria le da la bienvenida a la competencia, pero, como lo hemos afirmado 

enfáticamente, con certeza jurídica, transparencia y reglas claras e iguales para 

todos”.

Tecnoradio y Radiorama

La atención se concentró desde el principio de la licitación en el presunto “nuevo 

jugador”, una empresa denominada Tecnoradio, que habría ganado 37 frecuencias en 

AM y FM, lo cual la convertiría en un nuevo y poderoso actor en este mundo de 

oligopolios familiares dominado por empresas como Radiorama, Grupo Radio Centro, 

Grupo ACIR, Núcleo Radio Mil, Radio Fórmula y Grupo MVS, que detentan la mayoría 

de las mil 308 concesiones comerciales de radio que existen en el país.

Resultó que Tecnoradio no era un “nuevo jugador” y que detrás de él estaban los 

vínculos con Radiorama, el grupo radiofónico fundado en 1970 por Javier Pérez de 

Anda y Adrián Pereda. Durante los últimos años, tanto Pérez de Anda como Pereda 

han ido transfiriendo el poder y la propiedad de las concesiones a sus hijos y 

parientes. El tercer socio minoritario es la familia Sanabria.

Radiorama detenta ahora más de 400 concesiones de radio en todo el país, según el 

especialista Gabriel Sosa Plata, autor del libro Días de radio, aunque información 

interna del IFT señala que son 155 concesiones en FM y 30 en AM, la mayoría de las 

cuales está en manos de la familia de Javier Pérez de Anda, seguida por Adrián 

Pereda.

Actualmente el IFT tiene una investigación en curso sobre Radiorama por una 

concentración no notificada con Grupo ACIR, de Francisco Ibarra. Radiorama 



pretendió hacer lo mismo que Grupo Televisa al adquirir Cablecom: sólo dar el aviso, 

pero la concentración rebasó los índices y límites de concentración.

El vínculo entre Radiorama y Tecnoradio no fue revelado por las autoridades 

encargadas de investigar a los licitantes (IFT y SCT) sino por el responsable jurídico 

de Grupo Televisa, Javier Tejado Dondé, colaborador del periódico El Universal.

El 16 de mayo pasado, una semana antes de que concluyera el plazo para el pago de 

contraprestaciones, Tejado Dondé publicó que el representante legal de Tecnoradio, Alí

Eduardo Bañuelos, “está casado con Viviana Toscano, sobrina de Javier Pérez de 

Anda… Asimismo La Vivis es prima hermana de las tres hijas de Pérez de Anda, 

accionistas de Radiorama, de tal modo que existe parentesco por afinidad y 

consanguinidad en tercer grado entre el presidente de Tecnoradio y varios accionistas 

de Radiorama”.

La revelación de Tejado Dondé cayó como bomba en los órganos reguladores, que 

habían dado por buena la condición de “nuevo jugador” de Tecnoradio, lo que le 

permitiría tener un descuento de 15% en la adquisición de las nuevas señales.

Tecnoradio no sólo tenía vínculos con Radiorama sino también con Núcleo Radio Mil 

(NRM), otro de los grandes consorcios radiofónicos en México, ya que Lorena Pérez 

Toscano, hija de Javier Pérez de Anda y pariente de la esposa de Alí Eduardo 

Bañuelos, está casada con Mauricio Huesca, hijo de Edilberto Huesca Perrotín, 

fundador de NRM. Según Darío Celis, columnista de Excélsior, “los Pérez de Anda 

tienen una tercera parte de las acciones de este grupo” con fuerte presencia en la 

Ciudad de México (columna “Dinero”, Excélsior, 24 de mayo de 2017).

Entre las estaciones nuevas de mayor valor que ganó Tecnoradio se encontraban una 

en Playa del Carmen, Quintana Roo, con valor de 55.7 millones de pesos; dos 

estaciones en el puerto Lázaro Cárdenas, Michoacán, con valor de 23.5 y 21.6 

millones de pesos; una de Huauchinango, Puebla, de 20 millones, y varias más en 

Querétaro, Jalisco, Veracruz y Zacatecas.

Curiosamente, el interés de los especialistas no se concentró en los otros grupos que 

también adquirieron un buen número de concesiones nuevas, como son Escápate al 

Paraíso, que ganó en 14 frecuencias en AM (pagó 18 millones de pesos por una en 

León, Guanajuato); Media FM, que ganó cinco en AM y siete en FM; Centrado 

Corporativo SA, que ganó ocho estaciones en FM; o por el mismo Edilberto Huesca 

Perrotín, que adquirió seis nuevas estaciones en FM en Campeche y Oaxaca, pagó 

25.2 y 25 millones de pesos por cada estación de FM que ganó en San Francisco de 

Campeche.

La SCT se lava las manos



Después de conocerse públicamente que Tecnoradio burló a las autoridades, la 

primera entidad en lavarse las manos fue la SCT, encabezada por Gerardo Ruiz 

Esparza.

El 18 de mayo, dos días después de la revelación de Tejado Dondé, un comunicado de

la SCT indicó que a esta dependencia “no le corresponde revisar el cumplimiento de 

los requisitos que se establecen en las bases de licitación del IFT, entre ellos la 

declaración de un participante sobre sus vínculos comerciales, familiares o potenciales

conflictos de interés”.

La SCT sólo “emite una opinión técnica no vinculante al IFT” sobre temas como el 

otorgamiento, la prórroga, la revocación de concesiones en materia de 

telecomunicaciones y radiodifusión, “con base en la información que el IFT le remita 

para tal efecto, lo cual se realizó, en tiempo y forma, con respecto a la empresa 

Tecnoradio”.

La dependencia afirmó que “no puede solicitar más información que la que el IFT 

requirió a los participantes de la licitación conducida por dicho organismo autónomo”.

También responsabilizó al IFT de “los desarrollos licitatorios” y recordó que le 

corresponde al instituto determinar “qué participantes cumplen con los requisitos 

establecidos en la normatividad aplicable”.

Irene Levy, directora de Observatel y abogada especialista en el sector, recordó en un 

artículo especializado publicado el 22 de mayo que la SCT es responsable de 

aportarle al IFT “información que únicamente puede proporcionar el Ejecutivo federal 

sobre cuestiones de seguridad o a efecto de verificar la idoneidad de los inversionistas

y/o su capacidad económica o cualquier otro aspecto de índole legal”.

Levy le recordó al secretario Ruiz Esparza que algo debía saber de los ejecutivos de 

Tecnoradio, ya que Alí Eduardo Bañuelos aparece también como director general de 

Polaroid en la empresa Diamonds Electronics, una de las grandes beneficiarias de la 

multimillonaria compra de televisiones digitales, con sobreprecios escandalosos, que 

operó ni más ni menos que la SCT de Ruiz Esparza.

Diamonds Electronics, asociada a Comercializadora Milenio, ganó contratos por 14 mil

millones de pesos en la adquisición de 5.5 millones de televisores digitales que la SCT

compró para regalarlos durante el proceso del “apagón analógico” en todo el país.

Los vínculos con Eduardo Sánchez

Los datos originales de la creación de Tecnoradio en 2011 involucraban a dos 

exfuncionarios federales: Carlos Lara Sumano y Alfonso Amilpa, cercanos al actual 

vocero de Los Pinos, Eduardo Sánchez, quien antes ya había trabajado con 

concesionarios de radio como asesor jurídico. Los tres tienen fuertes vínculos también 

con Radiorama y otros grupos radiofónicos.



Según el Registro Público de la Propiedad, Carlos Lara Sumano, actual director del 

Instituto Mexicano de la Radio (Imer) tenía 249 del total de 600 acciones de 

Tecnoradio, Amilpa tenía 306 y el resto estaban en manos de Héctor Zires Cataño.

Tres días antes de que se conociera que Tecnoradio había ganado 37 licitaciones de 

radio, el 23 de febrero de este año Lara Sumano y Amilpa formalizaron su salida de la 

empresa y, en su lugar, quedaron como nuevos accionistas Francisco Márquez 

Lozano, Enrique Escalante Oropeza, Alí Eduardo Bañuelos, René Padilla Pérez y 

Miguel Sánchez Maldonado.

El columnista Raymundo Rivapalacio recordó en su columna de El Financiero, el 5 de 

abril pasado, que Lara Sumano, Amilpa y Eduardo Sánchez son viejos conocidos. 

Trabajaron juntos en la SCT en los tiempos en que su titular era Emilio Gamboa 

Patrón, actual coordinador de los senadores del PRI.

Entre 1991-1993 Sánchez fue director de Radio en la SCT y Amilpa lo sustituyó. Lara 

Sumano fue director de Telecomunicaciones en la misma dependencia. Ya en el 

gobierno actual, Sánchez invitó a Lara Sumano a ser el director del Instituto Mexicano 

de la Radio (Imer).

En ese puesto, Lara Sumano no renunció a su participación en Tecnoradio, hasta que 

estaba a punto de ser declarada ganadora de las nuevas concesiones de 

radiodifusión.

De esta maniobra no se dieron cuenta ni la SCT ni el IFT. Lo han documentado los 

otros integrantes de la industria radiofónica, que representa 9% del mercado 

publicitario del país, con poco más de 7 mil millones de pesos, y que será 

indispensable en el próximo proceso de sucesión presidencial por la cobertura que 

tienen las estaciones en comunidades remotas y municipios de crecimiento económico

constante.

NARCOTRÁFICO

El CJNG, el más poderoso en Chihuahua
J. JESÚS ESQUIVEL
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Trabados en las luchas por el control del Cártel de Sinaloa, los grupos que se disputan

la hegemonía dentro de esta organización delictiva están perdiendo la plaza del estado

de Chihuahua, donde ahora el Cártel de Jalisco Nueva Generación es el más 

poderoso, según indican informes de inteligencia de los gobiernos mexicano y 

estadunidense consultados por Proceso.

CIUDAD JUÁREZ, CHIH/ EL PASO, TEXAS.- Informes de inteligencia proporcionados 

a Proceso por autoridades de Estados Unidos y México revelan que el Cártel de 

Jalisco Nueva Generación, que dirige Nemesio Oseguera Cervantes, El Mencho, se 



alió con integrantes del grupo La Línea –los antiguos aliados del Cártel de Sinaloa que

operan en Chihuahua– y ahora es la organización más poderosa en Chihuahua.

“Las disputas por el control de zonas de tráfico y producción de drogas entre las 

facciones de mando del Cártel de Sinaloa luego de la captura de Joaquín (El Chapo) 

Guzmán Loera le han permitido al CJNG adueñarse de algunas plazas como 

Chihuahua”, indica un documento confidencial elaborado por tres agencias federales 

estadunidenses apostadas en esta zona fronteriza.

Enviado hace un mes al Departamento de Justicia de Estados Unidos, el reporte 

agrega: “Para controlar las rutas de trasiego y transporte de drogas en Chihuahua el 

CJNG realizó un pacto con el grupo delictivo La Línea y eso le ha permitido un 

ascenso rápido al control de la plaza, especialmente de Juárez y la ciudad de 

Chihuahua”.

Según el material consultado por el corresponsal, el resurgimiento de la violencia en 

Juárez, la ciudad de Chihuahua, Cuauhtémoc y la región de la sierra del estado 

norteño no es resultado directo de la presencia de los grupos del tráfico de drogas, 

sino de un alto nivel de corrupción entre las autoridades estatales y policías 

municipales.

“Los mandos policiales en los estados están fuertemente coludidos con los grupos 

criminales que controlan la zona. Algunas autoridades están muy acotadas… por el 

temor a ser, junto con sus familiares, víctimas de ataques por parte de los grupos 

criminales y hasta de los mismos policías”, sintetiza el reporte de inteligencia del 

gobierno federal mexicano.

La reconfiguración

El ascenso del CJNG en Chihuahua se ha dado de manera tradicional. En el sexenio 

de Felipe Calderón, por ejemplo, el Cártel de Juárez era el amo y señor de la plaza de 

Chihuahua, en especial de Ciudad Juárez, que sigue siendo la puerta principal para 

meter drogas a Estados Unidos.

Con la lucha militarizada que lanzó Calderón contra el narcotráfico, grupos como el 

Cártel de Tijuana, el de Sinaloa y Los Zetas voltearon a Chihuahua como una 

alternativa para no perder dinero en la venta de los narcóticos.

La disputa por las rutas de transporte y pase de drogas a Estados Unidos convirtió a 

ese estado, en especial Ciudad Juárez, en una zona de muerte. Ahí, los sicarios de La 

Línea defendieron la plaza para el Cártel de Juárez ante el acecho de la Gente Nueva,

ligada al Cártel de Sinaloa, así como de pandillas, como Barrio Azteca, que en un 

principio se unieron a Los Zetas.



El Cártel de Juárez, comandado en ese entonces por Vicente Carrillo Fuentes, El 

Viceroy –quien hoy se encuentra preso en el penal de Puente Grande, Jalisco–, se vio 

doblegado ante el poderío del Cártel de Sinaloa y optó por hacer un pacto con éste.

La asociación delictiva resultó un éxito y se eliminó la amenaza de Los Zetas y del 

Cártel de Tijuana con la unión de grupos de sicarios; esa tregua permitió a las 

ciudades de Chihuahua y Juárez vivir en paz durante un tiempo.

El desmantelamiento del Cártel de Juárez y la recaptura del Chapo Guzmán el 8 de 

enero de 2016, así como las pugnas entre los hijos del capo sinaloense con otras 

facciones de la organización criminal que controlaban la plaza de Chihuahua, fue 

aprovechado por el CJNG para posicionarse en la zona.

En Chihuahua, la organización del Mencho mantiene un perfil muy bajo. Sus 

integrantes se dedican al tráfico de anfetaminas, metanfetaminas y cristal, así como de

heroína negra y blanca a Estados Unidos.

Recientemente, las autoridades de Chihuahua detectaron que esa organización 

desplazó de manera paulatina al Cártel de Sinaloa y hoy es el más poderoso. “El pacto

con La Línea (el antiguo brazo ejecutor del Cártel de Juárez) le permite (al CJNG) 

actuar con mucha cautela y gran efectividad”, se lee en el reporte confidencial, enviado

a Washington hace unas semanas.

Según el documento, “el CJNG no deja huellas en las ejecuciones de sus enemigos 

porque (las autoridades) se las atribuyen al Cártel de Sinaloa y cada vez se apodera 

de un mayor territorio en la región para el tráfico de estupefacientes”.

Las subdivisiones

Los expedientes del gobierno mexicano y el estadunidense consultados por el 

corresponsal indican que en Chihuahua sí ha habido “enfrentamientos indirectos” entre

sicarios del Cártel de Sinaloa y del CJNG.

Según el material elaborado por las autoridades mexicanas, “la violencia entre estas 

dos agrupaciones criminales es por medio de sus grupos de sicarios y de los policías 

municipales que están totalmente bajo su control”.

Asimismo, en la información enviada a Washington resalta una conclusión: el CJNG 

pretende “limpiar la plaza” de Chihuahua de la presencia del Cártel de Sinaloa.

“Consideramos que el CJNG busca monopolizar el transporte y tráfico de drogas 

desde Chihuahua a Estados Unidos. El objetivo es definir acuerdos con los distintos 

grupos criminales de menor escala a quienes (el CJNG) ofrece una parte de las 

ganancias del trasiego de drogas, pero a nivel local le permitirá apoderarse de la 

región”, destacan las agencias de inteligencia del gobierno de Donald Trump.



La radiografía sobre el tráfico de drogas y la violencia en Chihuahua elaborada por el 

gobierno de México y el de Estados Unidos apunta que el transporte y venta de 

metanfetaminas en sus diferentes expresiones llegan a ese estado desde Guadalajara,

Sinaloa y la Ciudad de México.

El Nuevo Cártel de Juárez, surgido de las cenizas del Cártel de Juárez, no produce 

metanfetaminas ni las vende en el ámbito estatal. Eso provocó una guerra contra los 

vendedores y proveedores independientes del enervante.

La cocaína, heroína y mariguana eran las drogas tradicionales que traficaba el Nuevo 

Cártel de Juárez, en colaboración con La Línea y la pandilla Barrio Azteca.

Cuando el Nuevo Cártel de Juárez descubrió que en Chihuahua había metanfetaminas

provenientes del sur, se lanzó contra los grupos independientes que las distribuían y 

traficaban: el Cártel de Sinaloa, Los Mexicles, Sureños y el CJNG.

La batalla generó desestabilización en el estado de Chihuahua, algo que el entonces 

gobernador César Duarte siempre desestimó. La falta de control fue aprovechada por 

los narcomenudistas para posicionarse. Las organizaciones criminales comenzaron a 

cobrar piso, al tiempo que las ejecuciones y el robo de autos, entre otros delitos, se 

incrementaron.

Hoy, pese a que el priista Duarte ya no está, su sucesor, el panista Javier Corral, 

tampoco ha podido controlar la situación. Si bien el CJNG es el grupo criminal con 

mayor poder en Chihuahua, hay por lo menos otros cinco grupos independientes 

dedicados al tráfico de narcóticos.

Una de esas bandas es La Línea, cuyo dirigente, Miguel Ángel Amaya Loya, El Chito, 

fue capturado a principios de abril pasado en Ciudad Juárez y recluido en el Cereso de

Aquiles Serdán, en la ciudad de Chihuahua.

Otra es Aztecas, pandilla subcontratada por La Línea cuyos integrantes son 

responsables de eliminar a grupos rivales; tiene bajo su responsabilidad el 

narcomenudeo, la extorsión y los secuestros. Los cálculos de las autoridades de 

México y de Estados Unidos estipulan que los Aztecas tienen presencia en 80% del 

territorio de Chihuahua.

La facción del Cártel de Sinaloa liderada por los hijos del Chapo tiene presencia en la 

zona occidente, sur y centro de Chihuahua. La pelea por la venta de metanfetaminas y

las pugnas internas mermaron a la organización, que ahora se enfrenta a sus antiguos

aliados de La Línea.

Mexicles, otra pandilla con presencia en las penitenciarías, está dedicada a la venta de

drogas, robo con violencia y el sicariato. Por el momento sigue asociada al Cártel de 

Sinaloa, aunque recientemente ha sido diezmada en los enfrentamientos contra los 

sicarios de La Línea.



A su vez, la banda Asesinos o Doblado se dedica al narcomenudeo, robo con violencia

y asesinatos por encargo, y, según los reportes consultados, está a punto de unirse al 

CJNG.

Las zonas de influencia

Los expedientes confidenciales aluden a los ámbitos de influencia del CJNG y los 

otros grupos delictivos.

La zona norte –concentra sobre todo a Ciudad Juárez– es un gran mercado de cristal, 

heroína, cocaína y mariguana. Considerado el epicentro de secuestros y extorsiones 

por parte del grupo Aztecas, en ese entorno se concentran los laboratorios 

clandestinos para la producción de cristal. Se producen de uno a dos kilogramos por 

día, según los cálculos de las agencias de inteligencia mexicanas.

En esa parte del estado los delincuentes infiltraron ya a los cuerpos policiacos de los 

tres niveles de gobierno, así como a los ministerios públicos. Los funcionarios y 

uniformados cooptados se encargan de pasar información a los criminales sobre los 

operativos policiacos.

En el Valle de Juárez, de acuerdo con los reportes de inteligencia, se concentran las 

ejecuciones y la desaparición de personas. Esos delitos se les atribuyen a los sicarios 

de los Aztecas y de La Línea, pero ahí también los grupos independientes cometen 

asesinatos y prolifera el narcomenudeo.

La zona centro de Chihuahua es donde se concentran las muertes violentas, sobre 

todo de narcomenudistas o vendedores de cristal independientes. Sin embargo, 

también han sido ejecutados algunos ganaderos presuntamente vinculados con los 

grupos delictivos. Según los lugareños, los ganaderos “lavan dinero” para los 

narcotraficantes.

La zona sur es dominada por La Línea. Sus sicarios se dedican a ultimar a los rivales, 

al robo de hidrocarburos y a combatir el narcomenudeo. La zona occidente –que 

abarca la sierra del estado– es disputada por los grupos que operan en Cuauhtémoc.

En esa región La Línea, en colusión con el CJNG, está arrebatándole al Cártel de 

Sinaloa rutas importantes para el transporte y tráfico de drogas dirigidas a Estados 

Unidos.

“El posicionamiento del CJNG como grupo criminal preponderante en Chihuahua es 

una fuerte amenaza a la estabilidad del estado y para Estados Unidos, en términos del

tráfico de drogas procedente de México.

“Este grupo criminal está dispuesto a asociarse con cualquier organización delictiva 

con tal de minimizar a sus contrincantes; en este caso, al Cártel de Sinaloa”, sintetiza 

el informe confidencial entregado al Departamento de Justicia del gobierno de Donald 

Trump.



ESTADOS

“La Vicegobernadora” de Veracruz también saqueó cuanto 
quiso
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Por su inmenso poder y por ser la protectora de la imagen de Javier Duarte cuando él 

se desempeñaba como mandatario estatal, los miembros del gabinete veracruzano la 

apodaron La Vicegobernadora. Se trata de Gina Domínguez, quien al ser vocera del 

priista amasó una fortuna muy difícil de justificar. La mujer, encarcelada al igual que su

exjefe, manejaba un presupuesto multimillonario sin rendirle cuentas a nadie. Tal vez 

por eso acumuló residencias de lujo, un hotel exclusivo y hasta medios impresos.

XALAPA, VER.- María Georgina Domínguez Colio –bautizada como La 

Vicegobernadora en el gabinete de Javier Duarte– entrará en la historia por ser la 

primera jefa de prensa mexicana encarcelada.

Dos de sus anteriores jefes también están presos: Mario Villanueva Madrid, 

exgobernador de Quintana Roo, sentenciado por ser operador financiero del Cártel de 

Juárez y de Amado Carrillo Fuentes, El Señor de los Cielos; y el propio Duarte, 

recluido en una prisión militar en Guatemala en espera de ser extraditado a México y a

quien se acusa de delincuencia organizada, peculado, desvío de recursos y abuso de 

autoridad.

A Domínguez Colio, empresaria periodística, restaurantera y hotelera, el domingo 21 le

fue dictada prisión preventiva de un año por los delitos de abuso de autoridad, 

incumplimiento de un deber legal y coalición para cometer un ilícito. Además la 

Fiscalía General del Estado (FGE) aún la investiga por presunto peculado, tráfico de 

influencias y desvío de recursos.

De acuerdo con un vocero de la FGE, el gobierno de Miguel Ángel Yunes tiene 

abiertas 777 carpetas de investigación contra 300 servidores públicos del gobierno 

anterior.

Así han encarcelado ya a cinco exfuncionarios de Duarte. Y ha habido dos fracasos: la

libertad condicional que obtuvo el exgobernador interino Flavino Ríos, y el amparo 

para el exdirector del Seguro Popular, Leonel Bustos, y su posterior fuga.

Información “restringida”

Domínguez empezó a trabajar con Duarte cuando fue candidato a la diputación federal

por Córdoba, en 2009; antes ella dirigió el periódico Milenio-El Portal –propiedad del 

exdiputado federal priista Alejandro Montano– y fue jefa de información del Sistema 



Quintanarroense de Comunicación Social en el gobierno de Villanueva Madrid. 

También fue jefa de información del periódico AZ, del excandidato priista a la alcaldía 

de Veracruz, Óscar Rodríguez, y asesora de medios de quien fuera presidenta del DIF 

estatal, Rosa Borunda, esposa del exmandatario Fidel Herrera.

El 1 de diciembre de 2010, cuando Duarte rindió protesta como gobernador de 

Veracruz, Domínguez vivía en una modesta casa en el barrio de San Bruno, en la 

colonia Ferrer Guardia, en Xalapa, y construía una casa en el residencial Monte 

Magno, según cuentan sus amigos y exempleados.

Pero en los 39 meses durante los cuales fue coordinadora general de Comunicación 

Social de Duarte se hizo dueña de la Hacienda San Bartolo, en Xico –que convirtió en 

hotel–; de un penthouse en la Torre Pelícano, en Boca del Río –donde también tenía 

dos departamentos el propio Duarte–; tres casas campestres en Zoncuantla, y una 

vivienda más en Xalapa.

Además es dueña de la cadena de restaurantes La Flor de la Vida, en Xalapa, y hasta 

el pasado marzo fue concesionaria de la agencia de noticias Quadratín y propietaria 

de Conexión Veracruz, medios que traspasó a su directora, Laura Valencia, quien fue 

su secretaria particular en Milenio-El Portal.

Aunque Domínguez solía decir que “Javier Duarte se vendía solo” en los medios –se 

refería a que el priista gobernaba el tercer estado más importante del país y, según 

ella, era un “líder natural”–, el anexo VII de la Clasificación Programática del Proyecto 

de Presupuesto de la Secretaría de Finanzas y Planeación del gobierno de Duarte –

copia del cual tiene Proceso– detalla que anualmente se destinaban entre 200 y 230 

millones de pesos para publicitar su gobierno en radio, prensa y televisión, además de 

los gastos corrientes y “servicios personales” para la Coordinación de Comunicación 

Social, la Comisión Estatal de Atención y Protección de Periodistas de Veracruz 

(CEAPP) y Radio Televisión de Veracruz (RTV). Y aunque ese dinero se etiquetaba, no

siempre se pagaba.

Por ejemplo, el proyecto de presupuesto 2014 etiquetó 128 millones 203 mil 716 pesos

para difusión de obras en medios informativos (convenios publicitarios en televisión, 

prensa y radio), 2 millones 153 mil 365 pesos en asuntos jurídicos; para administración

financiera, recursos humanos y operación se destinaron 76 millones 62 mil 919 pesos.

A ello se sumó el presupuesto de 70 millones de pesos para RTV y 20 millones para la

CEAPP. El desglose y acomodo de los gastos siempre fue discrecional.

Con base en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

Gubernamental, Proceso solicitó los convenios publicitarios del gobierno estatal con 

radio, prensa escrita y televisión, así como los documentos relativos a la contratación 

de spots en salas de cine, renta y compra de espectaculares y demás. La respuesta 

del gobierno de Duarte siempre fue la misma: “El gasto de publicidad social es 

información reservada, con base en el acuerdo que tiene por objeto clasificar como de 



Acceso Restringido, en la modalidad de ‘reserva’, la información relativa a la partida 

513636100005”.

Dicha partida se destinaba a la “difusión de mensajes sobre programas 

gubernamentales”. En junio de 2013 Duarte publicitó este acuerdo en la Gaceta Oficial

del Estado, donde se anexaba el “candado financiero” a los “programas y actividades 

gubernamentales”; el documento estaba rubricado por la presidenta del Comité de 

Información de Acceso Restringido de la Coordinación General de Comunicación 

Social, la propia Domínguez.

No fue sino hasta que Duarte pidió licencia al cargo, el pasado 12 de octubre, cuando 

el entonces diputado local panista Julen Rementería –hoy secretario de Obras 

Públicas– obtuvo en el Órgano de Fiscalización (Orfis) el Anexo Único de Cuentas por 

pagar del gobierno saliente.

Ahí aparecía un pasivo de más de 378 millones de pesos en adeudos a medios 

nacionales y locales; también facturas por pagar a columnistas, directores de medios, 

reporteros y algunos particulares que serían identificados, los últimos, por el actual 

gobernador, Miguel Ángel Yunes Linares, como artífices de las empresas fantasma, 

evidenciándose que amigos y familiares de Duarte cobraban como empresas 

periodísticas.

Yunes anticipó que no pagaría “ni un solo peso ni centavo” a dichos medios.

Sin embargo, la oscuridad de los convenios que hizo Duarte con la prensa ha contado 

con la protección del nuevo gobierno. Desde el pasado febrero, el coordinador de 

Comunicación Social, Elías Assad, ha ocultado el desglose de gastos en medios del 

anterior gobierno a la periodista Naldy Rodríguez, de El Heraldo de México, quien ya 

ganó un recurso de revisión (IVAI-REV/938/2016/III) y pagó mil 471 pesos para 

obtener la información en copias simples. La respuesta aún no llega.

Los amigos, los excesos…

Arturo Bermúdez, extitular de la SSP; Namiko Matzumuto, exsecretaria ejecutiva de la 

CEAPP; Eduardo Coronel Gamboa, hoy fiscal especializado en Búsqueda de 

Personas no Localizadas, y Benita González, exdirectora de Conexión Veracruz, así 

como selectos periodistas, eran los únicos convidados a las fiestas que organizaba 

Domínguez en sus residencias campestres en Zoncuantla.

Una edificación que abarca en su interior una glorieta para distribuir el flujo vehicular 

entre las tres residencias que ahí se encuentran, una alberca construida con piedra de 

cantera y una terraza vertical con iluminación inteligente es donde se realizaban las 

fiestas, atendidas por un chef argentino, un sommelier y cocineros de los restaurantes 

La Flor de la Vida.



En noviembre de 2013 el periódico Crónica de Xalapa encargó un reportaje sobre esa 

propiedad en Zoncuantla, que ya despertaba la envidia de varios políticos cercanos a 

Duarte.

Cuando reportero y fotógrafa iban en camino, la gerencia del periódico telefoneó: 

“Llamó una persona de parte de Gina Domínguez, que abstuvieran al reportero y 

fotógrafo de Crónica de continuar con ese trabajo periodístico sobre las residencias de

la coordinadora, que dejen de molestarla. ¿Cómo supieron? Lo más seguro es que 

tengan intervenido tu teléfono”.

En el sexenio de Duarte, con Domínguez como vocera, la empresa Meganoticias 

despidió a los conductores de su noticiero, Hugo Figueroa y Maryjose Gamboa –hoy 

diputada local del PAN– a petición expresa de aquella. En otros medios –Política, 

Diario de Xalapa, Ultravisión, Imagen–, varios reporteros fueron cambiados de fuente o

suspendidos a petición de Domínguez por hacerle “preguntas incómodas” al 

gobernador.

En septiembre de 2014 la Hacienda San Bartolo, en Xico, cerró sus puertas por 

volverse insostenible. Un año después el inmueble fue adquirido por Domínguez y 

convertido en un hotel boutique, con un camino privilegiado hacía la cascada de 

Texolo. Apenas en marzo pasado el abogado Tomás Mundo dijo que, previniendo la 

investigación en su contra, Domínguez puso en venta el hotel. Incluso su página web 

de promoción ya dejó de funcionar.

Las deudas

El gobierno de Duarte dejó una deuda global en el área de prensa de 400 millones 146

mil pesos. El desglose, incluido en el anexo único que elaboró el Orfis, da cuenta de 

esos pagos pendientes: 14 millones 790 mil pesos a la empresa AVAN Noticias, 8 

millones 331 mil pesos al Centro Radiofónico de Xalapa, 7 millones 815 mil pesos a la 

compañía periodística de El Sol de Veracruz, 6 millones 844 mil pesos a Consulver 

Veracruz, 27 millones al Diario AZ, 25 millones a La Voz del Istmo y 20 millones 592 

mil pesos a Eureka Estrategia y Comunicación, empresa desconocida en el gremio 

periodístico.

La Coordinación General de Comunicación Social (CGCS) también debe a 

particulares, como a los columnistas Martín Mendiola Yépez y Froylán Flores, a 

quienes se les acumulan pasivos por 9 millones de pesos, mientras que al medio 

nacional Reporte Índigo le adeuda 7 millones 795 mil pesos; a El Universal, 3 millones 

800 mil pesos; 4 millones a Excélsior. Además, 600 mil pesos al semanario El Mercurio

y 400 mil pesos al columnista Manuel Rosete Chávez.

Al empresario José Luis Oliva Meza, dueño de Radiocentro de Córdoba y Radiocentro 

de Xalapa, del grupo Oliva, le adeudan 11 millones 108 mil pesos. A Mario Antonio 

Chama Díaz, director de El Grillo Jarocho y de Seis en Punto, el anterior gobierno le 



adeuda 1 millón 38 mil pesos, mientras que a El Buen Tono, del empresario cordobés 

José Abella, le dejaron pendientes de facturar 696 mil pesos.

Al director de Proyectos Políticos, revista mensual de Xalapa, no le pagaron 1 millón 

de pesos, mientras que a Cablemás le dejaron pasivos por 2 millones 320 mil pesos. 

Al periódico Política, que tuvo que cerrar, se le quedaron a deber 3 millones 323 mil 

pesos.

A Olmeca TV se le deben 2 millones 668 mil pesos, mientras que a Notisur le 

quedaron a deber 4 millones 800 mil pesos.

El sucesor de Domínguez, Alberto Silva, vocero de Duarte y hoy diputado federal, le 

hizo llegar a este semanario diversas facturas y una lista resumida de las cuentas que 

pagó la CGCS a empresas de dudoso origen por un monto de 383 millones de pesos 

en 2012 y 2013.

Por ejemplo, en las facturas emitidas y pagadas por el área de prensa destacan seis a 

Publicidad Akira, por más de 59 millones de pesos; las funciones en comunicación de 

esa empresa se desconocen. Resaltan también tres pagos emitidos a Grupo Balcano 

por más de 17 millones de pesos. De Alberto Silva, la FGE también tiene denuncias en

su contra por irregularidades en la CGCS y como titular de Sedesol.

Yunes Linares confirmó en sus primeros días como gobernador que está en 

investigación la Editorial Sánchez –propiedad de la familia del exdiputado priista 

Eduardo Sánchez Macías y del suegro de Javier Duarte, Antonio Macías Yazegey– por

haber recibido cerca de 230 millones de pesos, sin que los periódicos El Heraldo de 

Xalapa, El Martinense y El Heraldo de Coatzacoalcos, del mismo consorcio, acrediten 

cuál fue la publicidad otorgada.

En comparecencia con diputados locales en enero pasado, Yunes aseguró que el 

gobierno de Duarte gastó ocho mil 548 millones de pesos en el rubro de prensa, 

publicidad y “compra” de medios de comunicación e imagen.

Según Yunes, mientras Duarte gastó en prensa más de ocho mil millones de pesos, en

compra de medicinas apenas erogó seis mil millones de pesos, y en obra pública tres 

mil millones.

“En 70 meses, el gobierno de Javier Duarte pagó dos mil 582 millones de pesos a 

periódicos, 152 millones a revistas, 15 millones a caricaturistas, dos mil 700 millones a 

televisoras, 515 millones a particulares y 280 millones de pesos en espectaculares, 

entre otros gastos relacionados con medios de comunicación.”

ANÁLISIS

Retos para la alternancia en el Estado de México
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El hartazgo y el descontento social con el PRI en el Estado de México (y en grandes 

porciones del país) es notorio. No me cabe duda que la candidata de Morena, Delfina 

Gómez, tiene el mayor número de simpatías por encima del candidato del PRI, Alfredo 

del Mazo. De ese presupuesto se pensaría que, por lo anterior, la profesora Gómez 

está a punto de ganar las elecciones el próximo 4 de junio. Sí y no. Si estuviéramos en

Colombia, en Uruguay o Argentina probablemente así sería, pero estamos en México, 

donde a pesar de que el PRI tiene los mayores negativos entre los partidos, puede 

ganar la elección. Suena absurdo. Pero existen elementos que me permiten sostener 

esa tesis. Veamos. Para que haya alternancia se requiere de varios elementos que 

deben concatenarse.

1. Es probable que la mayoría relativa de las simpatías electorales la tenga la 

candidata de Morena, pero ese hecho en México no es garantía de nada. Las 

instituciones electorales –tanto las locales como las federales– en sus vertientes 

administrativa y jurisdiccional (el Instituto Nacional Electoral y el Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación) son inversamente proporcionales a lo que dice la 

Constitución, la ley y la publicidad; es decir, son parciales, partidistas y actúan en 

función de los intereses a los que responden. Ni usted ni yo nombramos a sus 

representantes; por tanto, no nos deben nada. Fueron los partidos políticos, y 

particularmente el PRI, el PAN y, en menor medida, el PRD, los que los pusieron en 

esos cargos. No hay mayoría, ni siquiera representatividad mínima de Morena en la 

toma de decisiones de esos organismos que deciden la verdad legal –en otras 

palabras, quién gana y quién pierde las elecciones– armados, en el mejor de los 

casos, con un bagaje argumental lleno de sofismas para disfrazar la mentira como 

verdad. Por ello, la candidata de Morena no se puede dar el lujo de ganar con pocos 

puntos porcentuales sobre su contrincante del PRI. Requiere que haya una gran 

participación ciudadana y el 52% de abstencionismo se reduzca a su mínima 

expresión para encarecer el costo a esas instituciones y a los operadores políticos del 

régimen. Si eso se logra podrá avanzarse, si no, el señor Alfredo del Mazo será el 

gobernador del Estado de México a pesar del descontento.

2. La pobreza del sistema educativo que instruye, pero no educa, ha sido una de las 

razones que explican por qué somos como somos los mexicanos: agachones, 

resignados, tolerantes a la corrupción y alérgicos a la defensa de sus derechos. Ni 

siquiera opera la reflexión de Nicolás Maquiavelo en Los discursos de la primera 

década de Tito Livio: el agradecimiento pesa, la venganza satisface. Esa conducta se 

entrevera, además de la escuela, en los antivalores familiares y en las convicciones 

religiosas que, por increíble que parezca, juegan como mecanismos de asimilación del

sufrimiento y de las carencias como destinos cuasi fatales. No en balde los principales 

estudios internacionales sobre la felicidad ubican a los mexicanos en los primeros 

lugares, muy por arriba de Estados Unidos, Japón o Corea, que forman parte de los 

países más ricos del mundo. Y eso pasa porque mientras en México el ciudadano 

promedio necesita muy poco para sentirse feliz (tener trabajo y alimento, no ser objeto 



de violencia y tener un lugar para dormir y comer), en los países desarrollados esos 

requerimientos del mexicano los dan por hecho. En Japón, para alcanzar ese 

sentimiento de sentirse a gusto consigo mismos en momentos más o menos 

recurrentes el ciudadano necesita reconocimiento social, vivir en forma holgada y 

contar con una amplia gama de satisfactores que los mexicanos ni siquiera saben que 

existen. De ahí, paradójicamente, las altas tasas de suicidios en ese país asiático. El 

reto entonces es inocular, al menos, una dosis mínima de conciencia social sobre la 

importancia del voto y cómo sortear los medios de control del gobierno y el PRI el día 

de las elecciones para que el sufragio efectivo no sea sólo una frase de consigna.

3. La Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos Electorales de la Procuraduría 

General de la República (FEPADE) puede ayudar en parte porque su titular es una 

persona que se presume razonablemente imparcial. Bien decía Aristóteles que es 

mejor tener buenas personas con instituciones débiles que malas personas con 

instituciones fuertes. El problema en México es que, salvo las honrosas excepciones 

de siempre, no se cuenta ni con unas ni con otras. Se vive un grave escenario. El 

titular de la FEPADE no vive en una cápsula; está inmerso en la sociedad y la política, 

con las que interactúa; por ende, las presiones políticas de las que es objeto por las 

diversas expresiones del gobierno federal y de la partidocracia no son fáciles de 

vencer ni de evadir. Es necesario que el titular de la FEPADE cuente con un 

acompañamiento social, que hoy no existe porque sufre del déficit de confianza de 

todo aquello que huela a gobierno. Hay que reconstruirla para bien de la propia 

sociedad y garantizar que su representante no se aparte de su deber.

4. Y si todo lo anterior no fuera poco, si el señor Alfredo del Mazo obtiene una victoria 

legal en el Estado de México, si el hartazgo social no adquiere la forma de enojo y 

protesta, en sus grandes números, que inhiba la acción indebida de las instituciones 

electorales, es poco menos que imposible ver, por lo menos a 100 mil personas, 

dejando trabajo, escuela y todo para irse por tiempo indefinido a una protesta que día 

con día dejaría de tener espíritu de cuerpo y sería atacada con técnicas de 

comunicación política de pánico moral (aquellas que son orquestadas por quienes 

influyen en los medios para crear enemigos públicos dignos de aislamiento) y 

operaciones psicológicas para minar el estado de ánimo de los inconformes. El reto es

cómo evitar que eso pase cuando no se tiene una sociedad educada. (Hay un 

excelente documental de cómo una sociedad educada, con conciencia, puede ganar 

una batalla en la defensa de sus derechos, cuyo título en inglés es Winter on Fire: 

Ukraine’s Fight for Freedom, producida por Netflix y que se puede ver, sin embargo, en

varios sitios web traducida o subtitulada al español.). Tengo la convicción de que la 

infinita mayoría no quiere al candidato del PRI, Alfredo del Mazo, pero el dilema es 

cómo pasar de la percepción a la acción, del dicho retórico a la expresión pública de 

ese estado de ánimo de ira contra el PRI y su gobierno.  

@evillanuevamx

ernestovillanueva@hushmail.com



Una alianza anti-PRI que favorece al tricolor
JESÚS CANTÚ
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El llamado a conformar un Frente Amplio Opositor rumbo al 2018, que lanzaron el 

sábado 20 los dirigentes nacionales del PAN y el PRD, llega en el momento más 

oportuno para intentar salvar al PRI de una derrota en las elecciones de gobernador 

del Estado de México el próximo domingo 4 de junio.

La forma y el momento en el que lanzaron la convocatoria Ricardo Anaya y Alejandra 

Barrales condenó al fracaso la idea, pues el éxito de esos proyectos depende en gran 

medida de la capacidad de construirlos tras bambalinas, de tal manera que su anuncio

público se hace cuando se ha logrado conformar un grupo convocante amplio y 

diverso que logra presentarse como un núcleo atractivo, incluyente y con potencial de 

crecimiento.

Pero los dirigentes hicieron la conferencia de prensa y lanzaron la convocatoria con la 

certeza de que la misma es inviable, pero intentando impactar en la elección de 

gobernador del Estado de México y, eventualmente, dar un primer paso para ir en 

coalición a la elección presidencial de 2018, no en un frente amplio pero sí en un 

acuerdo entre lo que quede del PRD y el PAN.

Ambos saben que la contienda por la gubernatura del Estado de México es entre 

Alfredo del Mazo, abanderado del PRI, y Delfina Gómez, de Morena; que los 

candidatos de los partidos que ellos dirigen no tienen ninguna posibilidad real de 

ganar. Los dos también saben que en una contienda con esas características es muy 

factible que se dé el voto útil a favor de la principal fuerza de oposición, en este caso 

Morena, y eso sería a costa de los porcentajes de votación de sus dos fuerzas 

políticas.

Josefina Vázquez Mota, candidata del PAN, ya está a punto de llegar a porcentajes de 

intención de voto de un solo dígito, y Juan Zepeda, el abanderado perredista, hasta el 

momento muestra una tendencia ascendente pero sin llegar a colocarse entre los 

candidatos con probabilidades reales de ganar.

En este escenario y en este momento, la única declinación posible sería la de la 

abanderada blanquiazul. Sin embargo, la decisión favorecería más a Delfina que al 

mismo Zepeda, es decir, las encuestas que han preguntado sobre la segunda opción 

de voto (Reforma) o colocado una boleta sin Josefina (El Financiero) muestran que la 

candidata de Morena es la que cosecharía el mayor número de votos que dejaría 

libres la salida de la candidata blanquiazul. La declinación no le permitiría a Zepeda 

insertarse en la contienda, pero sí desplomaría el voto del PAN.



En esa lógica, lo que pretende el anuncio del llamado Frente Amplio es construir la 

imagen de que el PAN encabezará una coalición competitiva de cara a la elección de 

2018 y, por ende, intenta frenar la caída del voto panista.

Si bien el anuncio eventualmente detiene el crecimiento de las preferencias electorales

de Zepeda, si impide el triunfo de Delfina le daría más margen de maniobra a los 

grupos del PRD que se resisten a apoyar la candidatura de Andrés Manuel López 

Obrador. Estos dos posibles efectos para el PRD fueron muy evidentes en lo 

contradictorio de las declaraciones de los líderes de las diversas corrientes de los 

amarillos, particularmente los de Alternativa Democrática Nacional (ADN) e Izquierda 

Democrática Nacional (IDN), que se manifestaron en contra del anuncio, y los de 

Nueva Izquierda (NI) y los gobernadores perredistas, que lo apoyaron.

Alejandro Sánchez, a nombre de ADN y secretario de Acción Política Estratégica del 

partido, alertó a nombre de su corriente sobre el riesgo de que la inoportuna 

declaración de Barrales detuviera el avance de la candidatura de Zepeda; y René 

Bejarano, líder de IDN, señaló que la convocatoria es “tan sólo un disfraz de la alianza 

con el PAN”. Mientras tanto, Jesús Zambrano, uno de los líderes de NI, incluso 

propuso invitar a integrantes del PRI para formar un gobierno de coalición rumbo a 

2018.

Es evidente que el anuncio de Barrales se enmarca en la guerra interna que libran las 

corrientes perredistas y que se evidenció ante la opinión pública cuando Miguel 

Barbosa, en el papel que tenía como coordinador del grupo parlamentario del partido 

del sol azteca, invitó a los perredistas a apoyar a López Obrador en la próxima 

elección presidencial. Los opositores a la creación de un frente de izquierda en el 2018

(entre los que se encuentran Barrales, los gobernadores y NI) saben que un triunfo de 

Morena en las elecciones del próximo domingo los dejaría sin argumentos para 

oponerse al mismo.

Los dos líderes tienen razones de peso para hacer el anuncio en estos momentos e 

intentar incidir en la contienda electoral del Estado de México: Anaya, para tratar de 

frenar la caída en las preferencias electorales de su candidata Vázquez Mota; 

Barrales, para detener el crecimiento de Zepeda que eventualmente podría modificar 

la correlación de las corrientes al interior del PRD y buscar evitar el triunfo de Morena.

Aun cuando un triunfo del PRI en el Estado de México implicaría mantener al tricolor 

con la esperanza de retener la Presidencia de la República en 2018, ambos prefieren 

eso que un triunfo de Morena, el cual catapultaría las posibilidades de López Obrador, 

y así lo reflejan las declaraciones de Graco Ramírez, gobernador perredista de 

Morelos, al ser cuestionado por un reportero de Reforma en relación a si el frente era 

para sacar al PRI o para frenar a López Obrador: “Para ambas cosas: para que el PRI 

no continúe, por supuesto, y para que no regrese el viejo PRI, es decir, López 

Obrador”.



Pero lo que no asimilan ninguno de los dos es que, cualquiera que sea el resultado de 

la elección del Estado de México, las luchas intestinas continuarán desmoronando al 

PRD, y que el liderazgo de Anaya dentro del PAN ya se desgastó por haberse 

empeñado en que la candidata al gobierno de esa entidad fuese Vázquez Mota. 

Mientras tanto, sus maniobras al que más ayudan es al tricolor.

Más allá de la indignación
JOHN M. ACKERMAN
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La absoluta descomposición del país es evidente para cualquiera dispuesto a abrir los 

ojos.

Las ejecuciones de los corresponsales de La Jornada en Sinaloa y Chihuahua, Javier 

Valdez y Miroslava Breach, así como de los activistas Miriam Rodríguez, en 

Tamaulipas, y Miguel Vásquez, en Jalisco, constituyen un macabro mensaje dirigido 

hacia todos los mexicanos que buscamos un mejor país. Y el secuestro del periodista 

Salvador Adame, en Michoacán, las amenazas en contra de Juan Manuel Partida, 

presidente de la Asociación de Periodistas de Sinaloa, y el asesinato del hijo de la 

periodista Sonia Córdova, en Jalisco, confirman que absolutamente nadie está a salvo 

frente a la ola de violencia criminal fomentada y protegida desde las más altas esferas 

del poder político y económico del país.

Pero en lugar de atender la grave crisis humanitaria y democrática, las autoridades 

mexicanas prefieren indignarse y mandar sus “sentidos pésames” a Inglaterra por los 

ataques en Manchester, así como “exigir enérgicamente” el respeto a los derechos 

humanos en Venezuela.

Estas hipócritas cortinas de humo ya engañan a muy pocos. El pueblo mexicano paga 

altos salarios a sus autoridades públicas para que se preocupen en primer lugar por 

los grandes problemas nacionales y los resuelvan. Los asuntos internacionales son 

importantes, pero no deben fungir como distractores de las tareas principales de 

nuestros gobernantes.

La situación nacional se agrava cada día no por una falta de capacidad institucional o 

de presupuestos públicos, sino por una total ausencia de voluntad política.

En México, el “terrorismo” no lo ejercen fundamentalistas religiosos al servicio de un 

Estado extranjero, sino las redes criminales que controlan simultáneamente los 

aparatos gubernamentales, las obras privatizadas y el narcotráfico. Ya no hay una 

separación clara entre las esferas públicas y privadas o entre el crimen organizado 

dentro y fuera del gobierno.



En este contexto, ¿tiene sentido seguir gritando “¡Justicia ya!” a las puertas de las 

oficinas gubernamentales supuestamente a cargo de llevar a cabo las investigaciones 

correspondientes? ¿Es útil presionar a las autoridades a fin de que tomen medidas 

para prevenir futuros ataques a periodistas y defensores de los derechos humanos?

Cada día este tipo de acciones lucen más ingenuas. La destrucción de la 

institucionalidad democrática bajo el mando de los narcogobiernos actuales es tan 

completa que la única esperanza para salir del presente infierno se encuentra en 

nosotros mismos.

La autogestión, las redes de solidaridad, la lucha social y la organización comunitaria 

son nuestras rutas hacia el rescate nacional.  Solamente así podremos superar el 

miedo y rebasar la enorme vulnerabilidad en que los poderes económicos y políticos 

nos han colocado a todos.

Pero, para ser realmente efectiva, la autogestión social también debe tener una salida 

política. La “resistencia” a secas debe transformarse en la conquista de la justicia y el 

poder gubernamental. El aguante debe traducirse en acción, y el estoicismo en 

indignación.

El pueblo mexicano necesita urgentemente un poco de oxígeno para respirar. El jefe 

de Gobierno del Distrito Federal, Miguel Ángel Mancera, ya ha recetado a todos los 

capitalinos una muerte lenta a partir de los históricos niveles de contaminación 

registrados en las últimas semanas. Si seguimos por el mismo camino de destrucción 

institucional, las esperanzas y los anhelos democráticos de todo el pueblo mexicano 

tarde o temprano también morirán por asfixia.

Es tiempo de sacudir el miedo, romper las reglas, tomar las calles, conversar con los 

vecinos, atiborrar las urnas, convencer a los colegas y gritar juntos “¡Ya basta!”. El 

gran pueblo mexicano merece más, mucho más, que este infierno.

Todos tenemos la responsabilidad histórica para poner nuestro granito de arena.

www.johnackerman.blogspot.

@JohnMAckerman

Un giro a la acción externa en Venezuela
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La situación de Venezuela tiene consternados a quienes dan seguimiento a lo que 

ocurre en América Latina. Semanas de enfrentamientos entre opositores y fuerzas del 

gobierno han resultado ya en cerca de 40 muertos; la economía ha colapsado al punto

que la sobrevivencia se convierte en el primer reto para millones de venezolanos, en 

particular los sectores más desfavorecidos que dependen de apoyos sociales que el 



gobierno ya no puede proporcionar; las condiciones de salud son deprimentes en 

hospitales carentes de medicamentos y frecuentemente de electricidad. Las 

instituciones políticas han perdido sentido. Maduro llama a la elaboración de una 

nueva Constitución que, evidentemente, sólo ahondará la polarización existente.

En el panorama anterior no parece haber puerta de salida. ¿Cuánto tiempo pueden 

durar los enfrentamientos callejeros? ¿Cuáles son los escenarios posibles hacia el 

futuro? Las respuestas no son tranquilizadoras. Puede evolucionar hacia mayor 

represión y la instauración de un régimen abiertamente represivo y violento; puede 

evolucionar hacia el desgaste de ambos contendientes, la oposición y el gobierno, que

conduzca a la búsqueda inevitable de una negociación para llegar a un pacto político 

que intente avanzar hacia la normalización de la vida del país; semejante opción lleva, 

necesariamente, mucho tiempo.

El llamado para que los países americanos contribuyan a encontrar una solución a la 

tragedia venezolana es frecuente. Lo cierto es que ya han tenido lugar diversas 

acciones externas, de carácter multilateral, a través de las cuales se ha buscado 

presionar para encontrar soluciones; desafortunadamente, los resultados han sido 

pobres o inexistentes.

Los primeros intentos se dieron en 2016 y 2017, cuando los expresidentes de 

República Dominicana, Panamá y España, con el respaldo de Estados Unidos y el 

Vaticano, intentaron ser mediadores entre el gobierno y la oposición. Personajes de 

ambas partes participaron en pláticas auspiciadas por la Unión de Repúblicas de 

América del Sur (Unasur). Al final, sólo quedaron acusaciones en el sentido de que 

Maduro utilizaba esas pláticas para desprestigiar a la oposición y ganar tiempo para 

seguir adelante con el desmantelamiento de las instituciones democráticas.

El segundo esfuerzo, muy publicitado, tuvo lugar en el seno de la OEA. En trabajos 

anteriores en este semanario he comentado sobre las debilidades de lo que puede 

alcanzarse allí. El recurso de mayor fuerza contenido en la famosa Carta Democrática 

Interamericana es la suspensión de un Estado de su participación en las actividades 

de la Organización. Los efectos de semejante suspensión son bastante ilusorios. Así 

se hizo evidente cuando Maduro decidió, motu proprio, abandonar la OEA. No por ello 

se encontró aislado; aún hay partidarios suyos dentro de esa Organización que 

impidieron, al pronunciarse en contra, la celebración de una reunión del Consejo de 

Ministros para seguir ocupándose del tema. Con esos antecedentes, el secretario 

general de la OEA, Luis Almagro, supeditado como es normal a la voluntad de los 

Estados miembros ha quedado paralizado.

Las esperanzas se colocan ahora en las acciones de un grupo de países 

latinoamericanos –Argentina, Brasil, Chile, Colombia, México y Perú– que, a más de 

condenar las acciones antidemocráticas de Maduro, fueron quienes pidieron la reunión

del Consejo de Ministros. Hay motivos para el escepticismo respecto a la eficiencia de 

sus acciones posteriores. Algunos de ellos, como Brasil y México, se encuentran en 



medio de problemas internos complejos que apenas dejan tiempo para otorgar 

atención a los problemas de Venezuela.

El éxito limitado de la acción externa lleva a reflexionar sobre nuevos caminos a 

explorar. En primer lugar, se advierte la ausencia de los países que pueden ejercer 

verdadera presión. En primer lugar, Estados Unidos. Sin embargo, existe allí justificada

preocupación por el efecto que acciones unilaterales de este país tendrían al 

exacerbar, aún más, el sentimiento anti imperialista de los partidarios de Maduro. Por 

lo tanto sus acciones, si la desordenada situación del gobierno de Trump lo permite, 

tendrían que venir acompañando las de países latinoamericanos.

Ahora bien, el país latinoamericano con mayor peso en Venezuela es, sin lugar a 

dudas, Cuba, a quien no se le ha tomado en cuenta en los esfuerzos de mediación, en

parte, aunque no únicamente, por no ser miembro de la OEA. El papel cubano en la 

realidad venezolana es considerable. Su presencia se hace sentir en los sistemas de 

seguridad, tanto en el ejército como en las milicias surgidas de los colectivos. Se 

advierte, incluso, en la represión de las manifestaciones que, toda proporción 

guardada, ha sido moderada. Difícil imaginar el cambio en la vida política de 

Venezuela sin tomar en cuenta el papel del ejército y, a su vez, la influencia allí de 

Cuba.

El segundo aspecto que merece repensarse son las metas fijadas por la acción 

externa. La prioridad otorgada, hasta ahora, a la celebración de elecciones lleva a un 

callejón sin salida: Maduro no las va a convocar ante el temor de perderlas. Tampoco 

son suficientes para enfrentar la situación actual. En el nivel de deterioro que atraviesa

el país, lo urgente es contener la crisis humanitaria, diseñar un proyecto para hacer 

funcionar, aunque sea de manera muy elemental, la economía, comenzar a enmendar 

el tejido social destrozado y asegurar la cooperación económica internacional. Tumbar 

a Maduro por vía de la acción en las calles es muy cuesta arriba y no parece suficiente

para darle viabilidad al país.

Las acciones externas podrían contribuir, identificando a fuerzas moderadas de uno y 

otro lado, alentando pláticas para la firma de un pacto social lo más incluyente posible.

No podrían quedar fuera totalmente las voces del ejército, ni de los antiguos chavistas 

que estén listos a negociar. Se requiere un gobierno de transición que pueda evitar la 

solución extrema, la cual bien puede pasar por un baño de sangre y haría más difícil la

convivencia en el futuro.

Se trata de una tarea que llevará tiempo y puede tener altibajos frustrantes. El camino 

para la normalización de la vida política en Venezuela no se ve cercano. Por lo pronto, 

estarán presentes de manera sobresaliente la ira y la impaciencia.

TIEMPO FUERA

Izquierderecha
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En 1994 apareció un libro del filósofo del derecho Norberto Bobbio, dedicado a las 

diferencias entre izquierda y derecha. Siempre limitado por esquematizar la 

democracia sólo como un sistema de reglas y no también de prácticas, me acordé del 

libro del jurista de Turín por el anuncio de una parte de la izquierda partidista de aliarse

con su contraparte de la derecha. El libro de Bobbio hace una diferencia entre 

izquierda y derecha basada en la búsqueda o no de la igualdad como fin, y establece 

otra distinción entre moderados y extremistas en cuanto a los medios. De acuerdo con 

su diagrama, la izquierda y la derecha sería una disposición a enfatizar lo que nos 

hace iguales o a explotar lo que nos convierte en desiguales. Las razones de nuestra 

desigualdad –género, raza, clase– dividen los polos entre la derecha que no considera

que esa desigualdad debiera abordarse con distinciones y la izquierda que sí lo cree. 

Al final, Bobbio enumera las culturas políticas de la derecha: tradicionalismo, 

conservadurismos y fascismo; y de la izquierda: socialismos y anarco-libertarismos. 

Extrañamente, deja fuera de su descripción –justo en el ascenso del neoliberalismo– al

liberalismo clásico porque “es de derechas o izquierdas, según el contexto”. En una 

nota al pie escrita un año después de frente a los críticos, Bobbio escribió algo que me

resuena con la actual “coalición” entre el PRD y el PAN: “Abandonado su mensaje 

mesiánico, la izquierda cayó en un pragmatismo político sin principios. La izquierda no 

está muerta en tanto sepa reconocer los motivos ideales, siempre actuales, de los que 

ha nacido”. De la derecha no podríamos decir lo mismo porque el caso es que es la 

izquierda la que se ha avenido a ella confundiendo los fines y los medios. Cuando la 

izquierda pactista habla de “modernidad” no habla de fines, sino sólo de medios: ser 

moderado.

Como se sabe, la distinción nos viene de la Revolución francesa: los girondinos se 

sentaban a la derecha de los jacobinos. Desde el inicio, ambos bandos se excluyen 

pero no pueden existir sin contrastarse respecto del otro. Ello los hace, no una 

esencia, sino una topología: dependen de la posición del otro para definirse. Pero otra 

postura es apelar a su origen, es decir, a esa genio invisible que llamamos 

“soberanía”. La derecha mexicana es una combinación de conservadurismo 

aristocratizante, lucha contra el cardenismo, y reivindicación de la ideología de la libre 

empresa familiar. La izquierda actual –no revisemos los altibajos del comunismo 

mexicano en sus debates entre planificación centralizada, obediencia a la retórica 

ortodoxa, y la democracia “burguesa”– proviene del cardenismo y la insurrección cívica

de los años ochenta. “Algo sobre lo que nadie debe contar”, dice el lema de los condes

de Périgord, una casa real a la que nunca se le reconoció como auténtica. La realeza 

de Périgord tenía un origen mundano, los cuatro ejércitos –petrocorii– que se aliaron a 

las fuerzas galas contra Julio César. Aludían a su origen con otra sentencia arcana: 

“Nadie sino Dios”, es decir, el de las explicaciones es Él y, en todo caso, es el único 

rey legítimo. Es justo lo que muchos políticos dicen al ser cuestionados: “No voy a 

comentar sobre eso” o “nunca explico”.



Izquierda y derecha dejan de tener sustancia en los últimos trabajos del historiador 

Richard Cobb sobre la Revolución francesa. Después de mirar cientos de oficios de 

sentencias a la guillotina, del bando revolucionario y del de la restauración 

monárquica, Cobb escribe, hastiado de la política como burocracia: “Los 

perseguidores, salvo escasas excepciones, como la del desbordante, incómodo y 

feroz Javogues, revelaban a continuación que eran los primeros empleados, 

engallados entre sus papeles, irreprochables especialmente en la mediocridad que les 

rodeaba como la banda tricolor. Su símbolo es un funcionario administrativo, Cochon, 

dispuesto a ofrecer sus servicios como prefecto durante la Restauración, aunque 

había votado por la condena de Luis XVI. En él se perfila el burócrata que actúa en la 

sombra de todos los regímenes con límpida imparcialidad al asestar la muerte a los 

débiles al momento, y en hacer favores a quien podrá ser el fuerte del siguiente 

momento”. La revolución y su contraparte aristócrata se terminan así en la burocracia 

que administra las condenas a muerte. El Terror jacobino fue superado en número de 

guillotinados por los varios terrores “blancos”, el Contrarrevolucionario de 1790 y el 

último, hasta 1815. Fue posible porque sus personajes dieron paso a la repetición de 

un acto al que llamamos burocracia política y a la sustitución para siempre de las 

personas que lo sufren.

La derecha y la izquierda partidistas pueden anunciar el fin de sus topologías, de sus 

distancias geométricas en la Asamblea imaginaria, porque se han consumido en su 

intercambiabilidad: si es posible que firmaran juntos algo que, en lo central, era que el 

mal iba, con el tiempo, a dar lugar al bien –“las reformas todavía no rinden sus frutos”, 

repite el presidente–, la relatividad axial que los separaba se convierte en circular. 

Todo puede intercambiarse por la interesada confusión entre fines y medios. Cuento 

una sola anécdota. En el Constituyente del Defe –de ese del que me salí–, el 

perredismo propuso que algunos derechos podrían permutarse por otros. Así, la 

coordinadora del partido iba y venía con un cuaderno francés de doble raya, en el que,

por ejemplo, el derecho universal a la educación superior estaba escrito a lápiz. Lo 

mostraba como prueba de flexibilidad: ahí está incluido pero todavía no en bolígrafo. Al

final, el tema educativo fue intercambiado por sabrá usted qué otro derecho 

enarbolado por el PRI o el PAN, como la comida chatarra en las escuelas públicas. 

Como mercado, los principios partidistas son, como recordábamos en esta misma 

columna, los del chiste de Groucho Marx: “Aquí están mis principios. Si no le gustan, 

tengo otros”. En esos tristes días de derechos negociables, algunos “Cochons” decían 

aquello de que podía verse el vaso medio vacío o medio lleno. Nunca estuve de 

acuerdo: un juicio arbitrario jamás será una ponderación crítica. Me quedaba con esa 

continuación al llenado del vaso, del empirista radical, William James: “en el fondo de 

la copa siempre queda algo extremo y amargo para siempre”. Ese fondo era, en 

nuestro mediocre caso, el Pacto por México que permitió que la izquierda aprobara, 

“moderadamente”, lo que jamás estuvo en la intención de quienes votaron por ella.

El tema del perredismo y del panismo es, sin duda, la pérdida de la esperanza. 

Proponer un futuro parecido al presente no es proponer verdaderamente un futuro. 

Ambos, derecha e izquierda, han confundido, como medios y fines, el optimismo con la



esperanza. El primero no es políticamente activo porque basta esperar a que se 

desenrolle. Por el contrario, la esperanza es siempre trágica: lo que es tangible, es 

imperfecto; lo que está ausente, es sugestivo. Es, como decía Spinoza, “una alegría 

incierta”, pero no sólo como un estado de ánimo, sino como disposición a actuar, un 

“compromiso activo con la viabilidad de un fin deseado”, como quería Kant. Esa 

“seguridad de una cierta confianza” (San Buenaventura) que se opone a la simple fe 

por convicción. Lo que es incierto no es necesariamente imposible. Ahí es donde fallan

las derechas e izquierdas que hoy se unen en un “frente”. Una de las quimeras más 

paralizantes que comparten todos los “engallados entre papeles” es suponer que el 

mundo continuará siempre tal y como lo conocemos. En cambio, lo que está fuera de 

ese proceso de unidad en la inutilidad, es la consigna de uno de los jacobinos de la 

Asamblea: “Lo razonable es no desaparecer de esta tierra sin haber luchado, incluso 

cuando, al final, no hayamos prevalecido”.-

INTERNACIONAL

El instrumento perfecto para el terrorismo más letal
LEONARDO BOIX
2017-05-27 21:26:56 · COMENTARIOS DESACTIVADOS
INTERNACIONAL

“Muy simpático”, pero capaz de “enfurecerse por cualquier cosa”. “Podías decirle lo 

que fuera y él lo creía”. “Nada sugería que fuera una persona violenta”. “Reaccionó 

muy mal cuando di un sermón contra el terrorismo”. Quienes lo conocieron describen 

así, con esas disparidades, a Salman Abedi, el veinteañero que el lunes 22 detonó una

bomba casera a la salida de un concierto en Manchester y mató a 22 personas. El 

joven de origen libio, que abandonó los estudios universitarios y entró en contacto con 

gente cercana al Estado Islámico, ya estaba en el “radar” de la seguridad británica, 

que no lo creyó capaz de cometer tal atentado.

Manchester, Inglaterra.- A las 21:15 horas del lunes 22, Salman Abedi abandonó su 

pequeña casa de Elsmore Road, en un suburbio de clase trabajadora del sur de esta 

ciudad, y viajó en autobús hasta la Manchester Arena, donde aún cantaba la estrella 

pop Ariana Grande ante unos 21 mil espectadores.

Abedi hizo un recorrido de unos 35 minutos por la Princess Road. Atravesó el centro 

de la ciudad y el barrio chino, pasó a un lado de la histórica biblioteca Rylands y llegó 

a la populosa estación de trenes Victoria, donde descendió del autobús, cargando una 

mochila deportiva.

El joven de 22 años caminó a paso rápido por el pasillo que comunica la estación 

Victoria con la entrada principal del estadio. Aprovechó que los guardias abrieron las 

puertas para que la gente pudiera salir del concierto, que estaba por finalizar. Se coló 

al recibidor y esperó. Pudo escuchar la última interpretación de Ariana Grande, “One 



last time”. Miles de personas, entre ellas familias con niños y adolescentes, cantaban, 

saltaban y le aplaudían a la estrella estadunidense.

Como estaba previsto, el concierto terminó poco antes de las 22:30 horas. Las luces 

del estadio se encendieron. Los espectadores se dirigieron a la salida. Algunos 

llevaban globos rosas que los organizadores habían lanzado luego de que Grande 

terminó su espectáculo. Cuando el gentío descendía por las escaleras centrales, Abedi

se ubicó en el centro del recibidor y apretó el detonador de la bomba que llevaba en la 

mochila.

La explosión provocó una enorme bola de fuego y un ruido ensordecedor que se 

escuchó en todo el estadio y en las calles circundantes. Murieron de inmediato 22 

personas, entre ellos varios niños en brazos de sus padres, y más de 700 resultaron 

heridas.

El caos que reinó a partir de ese momento provocó que miles de personas corrieran 

aterradas hacia las salidas del estadio. El recibidor estaba bañado en sangre. Cuerpos

destrozados yacían en el piso, entre ellos el de Abedi. Dispersas quedaron las tuercas,

clavos y otros objetos lacerantes que el joven puso dentro de la bomba casera para 

que ésta fuera aún más letal.

“Una familia normal”

Abedi nació el 31 de diciembre de 1994 en Manchester, en una familia de inmigrantes 

libios. Sus padres, Ramadan Abedi y Samia Tabbal abandonaron Trípoli en 1992 

escapando del régimen de Muamar Kadafi. Buscaron refugio en el Reino Unido. 

Primero se asentaron en Londres y tres años más tarde en Manchester. Ramadan era 

el sostén de la familia. Trabajó como guardia de seguridad en distintas empresas. Los 

Abedi tuvieron cuatro hijos. Salman era el segundo.

Tras vivir en Gran Bretaña casi 20 años, los padres de Salman regresaron a Libia en 

2011, luego del derrocamiento de Kadafi. Los acompañaron su hijo menor, Hashem, y 

su única hija, Jomana. Salman y su hermano mayor, Ismail, decidieron quedarse en 

Manchester.

Un amigo cercano de la familia, que prefirió mantener el anonimato, dijo que los Abedi 

eran muy conocidos dentro de la comunidad libia de Manchester.

“Eran una familia normal, como cualquier otra. Eso sí, eran musulmanes muy devotos”,

contó. “Salman fue siempre un joven amigable, nada sugería que fuera una persona 

violenta”, agregó.

Durante su adolescencia, el joven concurría semanalmente al Centro Islámico de 

Manchester, conocido como la Mezquita Didsbury, donde su padre solía recitar 

algunos cantos del Corán debido a su voz y a su buena dicción.



A Salman le gustaba además jugar futbol y desde pequeño era seguidor del 

Manchester United. El clérigo y jeque Mohamed Saeed, director de la mezquita de 

Didsbury, contó horas después del atentado en Manchester que en los últimos meses 

Salman había cambiado: “Tenía una expresión como de odio en su rostro y reaccionó 

muy mal cuando hace algunas semanas di un sermón en el que denunciaba al 

terrorismo”.

De 2009 a 2011 Salman asistió al colegio para niños Burnage, no muy lejos de su 

casa en Elsmore Road. Sus excompañeros lo recuerdan como un muchacho 

silencioso, reservado y muy religioso.

En 2012 presentó los exámenes de secundaria en el Manchester College y dos años 

después ingresó a la Universidad de Salford –no muy lejos de la Manchester Arena–, 

donde comenzó la carrera de administración de empresas. En esos años optó por no 

vivir junto con sus compañeros en el campus. Ninguno de ellos lo recuerda como un 

joven problemático. Tampoco recuerdan que participara en actividades extraescolares 

o que asistiera a las fiestas estudiantiles que solían organizarse los fines de semana.

Asistió a clases sólo dos años. Luego abandonó por completo los estudios y se volvió 

aún más religioso. Para obtener ingresos trabajó en una pequeña panadería, cuyos 

clientes pertenecen a la comunidad musulmana.

Sus vecinos en Elsmore recuerdan que en los últimos meses Salman solía vestir la 

típica túnica y el gorro islámicos. Además se había vuelto colérico y violento. En ese 

tiempo cambió de domicilio varias veces, incluida una vivienda en Wilbraham Road, en

el sur de Manchester, la cual fue requisada por la policía antiterrorista el martes 23, 

horas después del atentado. En esa propiedad de ladrillos rojos, Salman habría 

recibido la mochila con el explosivo casero, de parte de un contacto británico vinculado

con Siria y el Estado Islámico (EI).

Lina Ahmed, una joven de 21 años que conocía a los Abedi desde hacía varios años, 

contó que en las últimas semanas, Salman, su hermano mayor y el padre de ambos 

“estaban comportándose de forma extraña”.

“Hace algunos meses vi a Salman cantar a viva voz en la calle la primera kalma 

(oración islámica). Cantaba en árabe como un loco, repitiendo una y otra vez la 

oración: ‘Hay sólo un Dios y el profeta Mahoma es su mensajero’”, agregó.

Alan Kinsey, un conductor de 52 años que vive justo enfrente de la vivienda de los 

Abedi, comentó que “distintas personas entraban y salían de la casa (de Elsmore 

Road)”, pues una parte de la familia había regresado a Libia.

Kinsey dijo también que desde hacía algunos meses, de una de las ventanas de la 

casa de los Abedi colgaba una bandera iraquí o libia. “Pensamos que se debía a algún

partido de futbol o a una protesta en su país, nada sospechoso”, señaló.



El pasado abril Salman realizó un viaje de tres semanas a Libia y Siria, donde, según 

la policía británica, se radicalizó al entrar en contacto con seguidores del EI. Regresó a

Gran Bretaña el jueves 18.

“Venganza”

Horas después del atentado, un asistente social de Manchester –quien prefirió 

mantener el anonimato–, contó a la cadena de televisión BBC que hace cinco años 

varias personas que conocían a Salman llamaron a una línea telefónica antiterrorista 

de la policía luego de escuchar al joven decir públicamente que “el terrorismo estaba 

bien” y que ser un atacante suicida “era OK”.

Hamid El-Sayed, que trabajaba para la ONU en programas para combatir la 

radicalización, y que ahora enseña en la Universidad de Manchester, reveló que en los

últimos meses Abedi “había perdido el rumbo”.

“Tenía una mala relación con su familia y sus padres habían tratado sin éxito de 

mantenerlo en la buena senda”, afirmó El-Sayed a la BBC. “Le empezó a ir mal en la 

universidad, en su educación, y no terminó sus estudios. Sus padres trataron varias 

veces de que volviera a Libia. Tenía dificultades a la hora de acostumbrarse al estilo 

de vida europeo”, subrayó.

Pese a que muchos sospechan que el joven se radicalizó en Libia o en Siria, Salman 

habría entrado en contacto con extremistas en Manchester: la policía británica 

descubrió que varios disidentes del régimen de Kadafi –pertenecientes al proscrito 

Grupo Combatiente Islámico Libio–, vivían en la calle Whaley Range, muy cerca de los

Abedi, y aparentemente tuvieron contacto son Salman.

Entre ellos se encontraba Abd al-Baset Azzouz, quien abandonó Gran Bretaña para 

coordinar una red terrorista en Libia encabezada por Ayman al-Zawahiri, el sucesor de 

Osama bin Laden como líder de Al-Qaeda.

Azzouz, de 48 años y experto en construir bombas y todo tipo de explosivos caseros, 

fue acusado de encabezar una red vinculada con Al-Qaeda en el este de Libia. El 

periódico inglés The Telegraph reportó en octubre de 2014 que Azzouz estaba al 

mando de entre 200 y 300 militantes.

Tras la muerte de su hermano, Jomana Abedi dijo a la prensa en Trípoli que Salman 

había llevado a cabo el ataque “en venganza por los bombardeos estadunidenses en 

Siria”.

“Creo que él vio por televisión a niños (musulmanes) que morían en Siria, y quiso 

tomar revancha”, dijo Jomana al Wall Street Journal. “Vio las bombas que Estados 

Unidos lanzaba sobre los niños en Siria y quiso vengarse. Lo que ocurrió está ahora 

entre él y Dios”, agregó la joven.



El hermano menor de Salman, Hashem, de 20 años, aparentemente sabía del complot

terrorista. “Su hermano sabía que algo estaba pasando en Manchester y pensó que 

Salman haría algo así como realizar un atentado. Al ver por internet desde Trípoli lo 

que había pasado en Manchester nos dijo que pensaba que el responsable había sido 

su hermano”, contó un portavoz de las fuerzas de seguridad libias al programa de 

noticias Newsnight de la BBC.

Tanto el padre de Salman como su hermano Hashem fueron arrestados en Trípoli por 

la policía libia, y podrían ser extraditados al Reino Unido acusados del delito de 

terrorismo. En total ocho personas fueron detenidas en conexión con el atentado de 

Manchester, incluido el hermano mayor del atacante, Ismail.

Tanto para el jefe de la Policía del Gran Manchester, Ian Hopkins, como para la 

ministra del Interior británica, Amber Rudd, el joven “estaba en el radar de los servicios

de seguridad”, pero nunca imaginaron que fuera capaz de lanzar semejante ataque.

Un antiguo compañero de clase de Abedi dijo a la BBC, a condición del anonimato, 

que Salman era “un muchacho muy simpático”, pero también podía ser “muy 

temperamental”, alguien “que se enfurecía por cualquier cosa”.

“Podías decirle lo que fuera y él lo creía”, explicó su excompañero, quien agregó que 

su obsesión por la religión y su fascinación por el extremismo islámico hicieron que el 

joven fuera “el instrumento perfecto para el terrorismo más letal”.

La guerra que alimentan los cárteles mexicanos
RAFAEL CRODA
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Tumaco es el municipio de Colombia con mayor cantidad de cultivos de hoja de coca: 

28 mil hectáreas que pueden producir 190 toneladas de cocaína al año. Su puerto es 

actualmente el principal punto colombiano de salida de droga hacia Estados Unidos, 

Europa y Asia, y es, al mismo tiempo, el mayor centro de abastecimiento de 

estupefacientes para los cárteles mexicanos. Tras el retiro de las FARC de este 

territorio, distintas bandas criminales libran una guerra por su control, una lucha que 

las organizaciones mexicanas del narcotráfico alimentan con dinero y armas.

Tumaco, Colombia.- La información que un delincuente de la zona dio a la policía era 

precisa: en una ribera del río Mira, sólo 12 kilómetros al suroccidente del casco urbano

del puerto de Tumaco, cinco mexicanos habían almacenado una gran cantidad de 

cocaína para enviarla a costas del estado de Colima.

“Son del Sinaloa (presuntamente del Cártel de Sinaloa) y juntaron dos toneladas, pero 

la movieron a una caleta (escondite bajo la tierra) cerca de ahí”, dijo el informante, que



había asistido a una reunión en la cual los mexicanos, quienes se desplazaban en la 

región de Tumaco con discreción, cerraron el trato con sus socios colombianos.

Según un reporte de inteligencia de la Policía Nacional de Colombia (PNC), al cual 

este semanario tuvo acceso, los mexicanos negociaron la droga a mil 800 dólares el 

kilo, lo que significa que la transacción fue por 3.4 millones de dólares que ellos darían

en efectivo a sus proveedores, la mitad al recibir el primer cargamento en una casa 

cercana a la ribera del río Mira y el resto al completar las dos toneladas.

El dinero les llegó en una lancha que lo había recogido de dos costales lanzados por 

un barco pesquero en el océano Pacífico, no muy lejos de la costa de Tumaco, y que 

lo transportó por el río Mira para entregarlos a los mexicanos en un manglar.

Los cinco enviados “del Sinaloa” eran liderados por un hombre alto, blanco, con bigote 

espeso y cabello largo al que llamaban Puma. Los otros cuatro eran de tez apiñonada 

o morena. A dos de ellos los llamaban Polo y Flaco.

Por muy bajo perfil que quisieran manejar se notaba que eran extranjeros. Su aspecto 

llamaba la atención en una zona donde 90% de la población es afrodescendiente. Y 

los delataba su acento mexicano, que cualquier colombiano puede reconocer.

El informante dijo a un agente de inteligencia de la PNC que los mexicanos se 

movilizaron por Tumaco –un puerto pesquero y petrolero a orillas del Pacífico– entre 

diciembre y enero pasados. Además de acopiar la cocaína, contrataron cuatro lanchas 

para transportar la droga a México siguiendo la ruta del río Mira y el océano Pacífico.

Cada embarcación tenía cuatro motores de 200 caballos de fuerza. Son las go-fast o 

lanchas rápidas. La tarifa del servicio de transporte fue fijada en 100 mil dólares por 

lancha.

Una fuente de la PNC estima que los mexicanos invirtieron unos 4 millones de dólares 

en ese cargamento y que, al llegar a México, su valor llegaría a 20 millones de dólares 

y a 50 millones de dólares al cruzar la frontera con Estados Unidos.

“Los mexicanos se quedan con la mayor parte de esas ganancias, pero lo que se 

queda aquí (en Tumaco) es muchísimo dinero y ese dinero se está usando en armas 

para la guerra entre bandas”, asegura la fuente consultada.

Los socios colombianos de los enviados “del Sinaloa” fueron identificados por el 

informante como “gente de Los Urabeños”, uno de los nombres con los que se conoce 

a la más poderosa banda criminal colombiana, cuyo origen es paramilitar. Los otros 

nombres son Clan Úsuga, Clan del Golfo o Autodefensas Gaitanistas de Colombia 

(AGC).

El Clan Úsuga ha resistido un operativo en el que participan desde hace dos años y 

tres meses mil 200 policías. Está diezmada, pero su líder, Dairo Antonio Úsuga David, 

alias Otoniel, no ha sido capturado. Y no sólo mantiene presencia en casi toda 



Colombia, sino que es la banda criminal que con mayor poder de fuego está peleando 

por los territorios que abandonó la guerrilla de las FARC tras firmar, en noviembre 

pasado, un acuerdo de paz con el gobierno.

Uno de los escenarios de esa guerra territorial es precisamente Tumaco, un corredor 

estratégico para el narcotráfico por su acceso al océano Pacífico mediante decenas de

ríos rodeados de abundante vegetación.

Tumaco es el municipio colombiano con mayor cantidad de cultivos de hoja de coca, 

con unas 28 mil hectáreas, 15% del total del país, según estimaciones de la PNC. Esto

es el triple de las que había en 2013.

Con esa extensión de plantíos, que tienen el potencial de producir unas 190 toneladas 

de cocaína al año, y con las condiciones estratégicas que ofrece ese puerto a los 

narcotraficantes, Tumaco se ha convertido en el principal punto colombiano de salida 

de esa droga hacia Estados Unidos, Europa y Asia.

Y, desde luego, es el mayor centro de abastecimiento de los cárteles mexicanos.

A los cinco mexicanos “del Sinaloa” no los pudieron capturar. Cuando el informante dio

la ubicación de la caleta ya era demasiado tarde. No sólo se habían ido de Tumaco, 

sino que, todo indicaba, habían logrado enviar el cargamento.

En cambio, semanas después, un dato surgido en esa investigación condujo a la 

policía a la captura de una banda que surtía, desde Tumaco, hasta ocho toneladas de 

cocaína cada mes a los cárteles mexicanos de Sinaloa y de Jalisco Nueva Generación

(CJNG).

En esa operación fue detenido el mexicano Luis Andrés Jilón Romo, alias Carlos o El 

Compadre, a quien el director de la PNC, general Jorge Hernando Nieto, identificó 

como el principal enlace de las bandas colombianas con Ismael El Mayo Zambada 

García, jefe operativo del Cártel de Sinaloa; y Nemesio Oseguera Cervantes, El 

Mencho, líder del CJNG.

Patrones de la guerra

En una ciudad donde matan y amenazan a los activistas de derechos humanos, la 

Pastoral Social de la Diócesis de Tumaco es una de las pocas instituciones que alzan 

la voz para denunciar cómo el narcotráfico ha terminado por romper el tejido social en 

barrios enteros y cómo la guerra territorial que libran varios grupos está causando un 

baño de sangre en el que la población está en medio del fuego cruzado.

En abril pasado la pastoral divulgó un documento en el que afirma que debido al alto 

desempleo, que rebasa 70% entre los jóvenes, “los cultivos de hoja de coca se han 

convertido en la mayor opción de trabajo”.

Además de los cultivos de hoja de coca está el sicariato.



“En muy difícil que un joven sin empleo diga ‘no’ a los criminales que le ofrecen un 

arma y un sueldo mensual de 700 mil pesos (colombianos, unos 250 dólares) para 

dedicarse a matar y traficar droga”, dice un activista comunitario que pidió la reserva 

de su nombre por temor a que lo maten.

Para la Pastoral Social de la Diócesis de Tumaco no hay ninguna duda de que los 

cárteles mexicanos de la droga son uno de los factores de la violencia que vive la 

ciudad y una fuente muy importante del financiamiento que reciben las bandas 

criminales para hacer la guerra.

Incluso en el documento que esa organización humanitaria hizo público el mes pasado

menciona al Cártel de Sinaloa como uno de los “grupos armados en el territorio”.

El informe señala que entre 2005 y 2013 “se escuchó hablar” de Nueva Generación, 

Águilas Negras, Los Rastrojos, Los Gaitanistas, Los Urabeños, Cártel de Sinaloa, y 

entre enero y marzo de 2017 “circula información sobre Clan Úsuga, Clan del Golfo, La

Empresa, Clan Pacífico, Gaitanistas, Gente de Orden, Cártel de Sinaloa”.

Todos ellos libran una feroz disputa territorial que tiene como objetivo el control del 

millonario negocio de la cocaína y cuyo origen, paradójicamente, es el acuerdo de paz 

que firmó el gobierno colombiano con las FARC en noviembre pasado.

Como resultado de ese pacto, 6 mil 884 combatientes de esa guerrilla abandonaron 

las zonas donde operaban para concentrarse en 26 puntos del país donde están 

haciendo su desarme. Los espacios que dejaron son los que intentan copar a sangre y

fuego otros actores armados.

La policía no cree que el Cártel de Sinaloa y otros cárteles mexicanos que se 

abastecen en esta región de Colombia –Los Zetas y el CJNG– apoyen a un grupo en 

particular, sino que trabajan con el que le ofrezca mejores condiciones de negocios.

“Aquí no vienen los pistoleros de los cárteles mexicanos. Vienen los gerentes, los que 

hacen los tratos comerciales, y muchos de ellos no llegan hasta aquí, arman los 

negocios en hoteles elegantes de Cali o de Pasto (la capital de Nariño, el 

departamento al que pertenece Tumaco)”, dice un agente de inteligencia de la PNC.

Pero activistas comunitarios consideran que al menos el Cártel de Sinaloa ha estado 

involucrado en asesinatos y ajustes de cuentas.

“Hay una conexión directa entre algunos homicidios y el Cártel de Sinaloa. Es lo que 

dice la gente que vive en las zonas donde se ha visto a gente de ellos, a mexicanos. 

Definitivamente es un grupo que ha apoyado la violencia no sólo en Tumaco, sino en 

otras regiones del Pacífico nariñense. Por ejemplo, en Satinga”, dice un dirigente 

social.

El director antidrogas de la PNC, José Ángel Mendoza, señala que la salida de las 

FARC de los corredores de la droga generó un vacío de poder que están tratando de 



llenar bandas criminales y la guerrilla del Ejército de Liberación Nacional (ELN), pese a

que este grupo mantiene un diálogo de paz con el gobierno en la ciudad de Quito.

“Como el narcotráfico es un delito trasnacional, las organizaciones colombianas 

buscan alianzas con organizaciones internacionales, entre ellas los cárteles 

mexicanos, que son una fuente de financiamiento; pero nosotros no hemos detectado 

que estén directamente generando violencia acá”, asegura.

Mendoza, quien permaneció en Tumaco gran parte de abril para encabezar la ofensiva

contra las bandas criminales, reconoce que la presencia de los cárteles mexicanos en 

esta región de Colombia que hace frontera con Ecuador es creciente “y cada vez 

estamos capturando más mexicanos aquí”.

Zona de peligro

La lucha que libran las organizaciones de origen paramilitar Renacer y AGC; el Clan 

Pacífico; las Guerrillas Unidas del Pacífico y la Gente del Orden –estas dos últimas, 

integradas por disidentes de la FARC–, y el Frente de Guerra Suroccidental del ELN, 

tiene a la población civil en un estado permanente de zozobra.

Unas 300 familias han sido desplazadas este año por la violencia. Y entre enero y el 

pasado jueves 25 se produjeron 71 asesinatos, uno cada dos días en promedio. Se 

trata de un índice demasiado alto para una ciudad de 202 mil habitantes. Es 3.5 veces 

más alto que el promedio en Colombia y superior al de los tres países más violentos 

de América Latina: El Salvador, Venezuela y Honduras.

El vicario de la diócesis de Tumaco, Arnulfo Mina, dice que este año se han disparado 

los asesinatos. “Aquí, en esta iglesia, tuve tres féretros de ejecutados en un solo día, y

así ha pasado en otras parroquias. Llegó a haber 11 muertos en la morgue en un día. 

Eso es impresionante. Si el gobierno no hace algo va a haber un derramamiento de 

sangre mayor”, señala.

Para el sacerdote católico no hay duda de que los cárteles mexicanos están 

“alimentando, con sus enormes recursos, este conflicto, cuando menos esa es la 

información que nosotros tenemos, es lo que dice la gente”.

Cada vez, señala, “hay más reportes de que se ven algunos mexicanos por aquí, y yo 

no creo que estén haciendo mucho turismo”.

Pero lo que más preocupa al padre Mina es “la llegada, en los últimos meses, de 

mucha gente desconocida que dice ser del Clan del Golfo (o AGC), de La Empresa 

(grupo criminal del puerto de Buenaventura, 300 kilómetros al noreste de Tumaco), y 

se están ubicando en muchos barrios periféricos”.

Dice que son grupos armados de 50, 70 y hasta 100 hombres, que reclutan a jóvenes 

y milicianos disidentes de las FARC que no se acogieron al proceso de paz. “Han 

desalojado a familias de sus casas y ahora las ocupan ellos”, señala el sacerdote.



El problema de fondo, considera, es el abandono del Estado, porque no hay vías para 

sacar los productos agrícolas tradicionales –cacao, plátano, nuez de marfil– y 

comercializarlos.

“En cambio, la hoja de coca se la van a comprar al campesino donde la siembra, y se 

la pagan mucho mejor; pero como es plata malhabida, la gente se enloquece, 

comienza a tomar, a propiciar la prostitución, y eso causa mucha descomposición 

social y una cultura del dinero fácil.”

En Tumaco se suda el calor del mediodía. Muchos hombres caminan por las calles en 

sandalias y sin camisa y las mujeres usan ropa ligera. Las altas temperaturas y la 

humedad no dan tregua. Los niños nadan y se bañan en los ríos, en el Rosario, en el 

Mira, en el Patía. El viejo acueducto sólo abastece de agua a la ciudad cada 10 días.

Con tanta vía fluvial y actividad pesquera, gran parte de la población crece bregando 

en los ríos y en el mar. Las lanchas son un medio de transporte habitual y en muchos 

casos es el único que tienen comunidades enteras perdidas entre los manglares.

Miles de tumaqueños conocen bien las intrincadas rutas fluviales que conducen a las 

áreas de costas planas y cubiertas de mangle y los deltas de los ríos Mira y Patía, que 

a su vez están compuestos por numerosos esteros. Es muy usual que pescadores o 

lancheros que conocen desde niños esa exuberante zona costera acaben trabajando 

para los narcotraficantes.

Según estimaciones de la PNC, cada mes salen en lanchas por Tumaco al menos 10 

toneladas de cocaína pura con destino a Centroamérica, México y Estados Unidos. En

este último mercado, esa cantidad de droga alcanza un valor de 250 millones de 

dólares.

“Esto es lo que está atrás de la tragedia de Tumaco: el negocio de la droga. Y lo que 

necesitamos para contrarrestar ese efecto es inversión social”, dice Mina.

La brisa del Pacífico refresca por las tardes la ciudad. Antes del anochecer la bahía se 

ve magnífica, con un brillo rojizo que la cubre. En la isla El Morro están las bases de la

policía, el ejército y la armada, así como la zona turística de esta ciudad llamada la 

Perla del Pacífico. Más allá, en el territorio continental, está la extensa zona del 

peligro.
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Su sonrisa ingenua y su trato afable le abren casi todas las puertas y él lo ha sabido 

aprovechar para hacerse amigo, o socio, de las principales figuras políticas de su país.

Se trata de José Adán Salazar Umaña, Chepe Diablo, un empresario hotelero, 

mecenas del futbol profesional y ganadero, pero también lavador de dólares y 

traficante de la cocaína colombiana que le vende a los principales cárteles mexicanos. 

Y uno de sus socios es el actual vicepresidente salvadoreño, Óscar Ortiz.

El Salvador.- Se conocieron en los noventa. Kirio Waldo Salgado había iniciado su 

ascenso en la política primero como columnista de un periódico de circulación 

nacional, después con una organización no gubernamental y en 1994 fundó el Partido 

Liberal Democrático (PLD).

Entonces emprendió una batalla encarnizada por ganar espacio en la Asamblea 

Legislativa de El Salvador que dominaban los partidos Alianza Republicana 

Nacionalista (Arena) y el Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional (FMLN).

Un día llegó a la sede de su nueva organización política José Adán Salazar Umaña 

con su sonrisa ingenua, ojos oscuros y cara redonda. Quería convertirse en su 

compañero de batallas y hasta en su mecenas. Rápidamente se dieron cuenta de que 

tenían cosas en común. Ambos, por ejemplo, eran cristianos protestantes.

Transcurrieron los meses y Salgado se dio cuenta de que Salazar Umaña, apodado 

Chepe Diablo desde que era un niño que trabajaba en la frontera con Guatemala, 

actuaba de manera sospechosa, como si fuera un espía. Descubrió su secreto: 

informaba de las interioridades del PLD a su archirrival Arena. El conspirador fue 

marginado y el hombre que le había abierto las puertas lo despreció profundamente.

Más de 20 años después Salgado, cuyo cabello ha encanecido, participa todos los 

viernes como analista en la televisión salvadoreña. Y el conspirador, que desde 

aquellos años mostró una gran habilidad para amistarse con políticos y funcionarios, 

está detenido desde el pasado 4 de abril, acusado de lavado de dinero.

En la mira de las autoridades están también sus hijos José Adán y Mayra Lisseth; su 

esposa, Sara Paz; y sus socios Juan Umaña Samayoa, alcalde de Metapán –localidad

fronteriza– y Wilfredo Guerra Umaña. La Fiscalía General les imputa haber montado 

un imperio empresarial de hoteles, importación y distribución de granos básicos, 

gasolineras y otros negocios con dinero sucio.

El Cártel de Texis

El 16 de mayo de 2011 Chepe Diablo se convirtió en la comidilla de la opinión pública. 

La publicación electrónica El Faro difundió un extenso reportaje, basado en informes 

de inteligencia policial y del Estado, en el que le endilgó rimbombantes motes, como 

“el señor de la droga de Occidente”, “jefe de uno de los cárteles más grandes del 

país”, “uno de los más acaudalados narcos en el norte del departamento de Santa 

Ana”.



Lo señaló por llevar una cuádruple vida: empresario hotelero, mecenas del futbol 

profesional, ganadero y traficante de drogas; por ser el amo y dueño de El Caminito, la

ruta que se inicia en el norte y termina en el occidente del país, donde la cocaína que 

viene de Colombia es vendida al mejor postor: el Cártel del Golfo, el de Sinaloa o Los 

Zetas; y por ser uno de los más codiciados objetivos de las fuerzas de seguridad 

pública desde el año 2000, cuando fue identificado como el cabecilla número uno del 

Cártel de Texis.

Tres días después –el 19 de mayo de 2011– aceptó una entrevista. El veterano 

periodista tico-salvadoreño Lafitte Fernández fue a su oficina en el Hotel Capital, en 

Antiguo Cuscatlán, a preguntarle: “¿Es usted el señor de la droga de Occidente?”, 

“¿Es cierto que trabaja con tres cárteles de México?”

Las respuestas fueron: “Cuando uno sale del salario mínimo empieza a ser objeto de 

crítica”, “no he visto un árbol con buenos mangos que no lo agarren a pedradas”, “es 

una ingratitud lo que están haciendo” y concluyó con una declaración de principios: “fui

criado en un hogar humilde y no pienso dejar una fortuna mal habida a mis hijos”.

Fernández lo describió: “Simpático, hablador, dicharachero, sin grandes giros o lujos 

lingüísticos”.

En 1996 y a sus 46 años fundó Hoteles de El Salvador, sociedad propietaria en la 

actualidad de siete hoteles. Al año siguiente, con sus socios Umaña y Guerra, 

inauguró la importadora de granos básicos y harinas Gumarsal. En menos de 11 años 

había amasado una fortuna superior a los 15 millones de dólares. Su ascenso era 

vertiginoso.

Desde el 2000 y en los siguientes 13 años llevó adelante una operación inusual: fundó 

empresas con las que compró propiedades y vehículos que sólo le produjeron 

pérdidas. Ese año se asoció con Óscar Ortiz, entonces alcalde de Santa Tecla, y con 

el empresario hotelero Rogelio Cervantes Aguirre, para abrir Desarrollos Montecristo, 

una sociedad que en su acta de constitución dice que se dedica al desarrollo 

urbanístico.

En 2014 Ortiz ganó la vicepresidencia de la República como compañero de fórmula del

actual presidente, Salvador Sánchez Cerén; los dos militan en el gobernante FMLN.

A mediados del año pasado la físcalía descubrió transacciones irregulares. Por 

ejemplo: Ortiz vendió en 40 mil dólares un terreno a Desarrollos Montecristo; después 

esa empresa le vendió el mismo terreno al mismo precio a Ortiz; al año siguiente él le 

vendió el mismo terreno por igual precio a su socio Cervantes Aguirre y en 2012 

Cervantes Aguirre le vendió el mismo terreno por 10 mil dólares a su socio Ortiz.

O por ejemplo: Desarrollos Montecristo pagó 22 mil 857 dólares por un terreno y 

después se lo vendió al vicepresidente por 5 mil; en la operación hubo una pérdida de 

17 mil dólares.



Otro ejemplo: Desarrollos Montecristo compró en 40 mil dólares un terreno y después 

se lo vendió al vicepresidente –y socio– en 10 mil dólares.

La empresa compra inmuebles en el cantón Montecristo, Tecoluca, en la zona 

Paracentral del país, que es de alto potencial turístico. Las propiedades, cada día que 

pasa, ganan más plusvalía.

Desde que Desarrollos Montecristo fue fundado nunca operó. Al fisco siempre le 

presentó sus declaraciones de impuestos en cero. El fiscal del caso explica, en el 

documento de acusación contra Salazar Umaña, que ésta es una sociedad de papel; 

es decir, que únicamente fue ocupada para blanqueo de capitales.

“Uno de los métodos utilizados para la legitimación de capitales es la constitución de 

sociedades de papel y la compra y renta de bienes inmuebles sobrevalorados para 

venderlos subvalorados, lo que se hace para introducir al tráfico lícito de bienes dinero 

en efectivo que se desconoce su origen (…) estas operaciones son altamente 

indicadoras de lavado de dinero”, dice el documento.

El vicepresidente se negó a explicar su relación con el empresario al que el 30 de 

mayo de 2014 Estados Unidos designó capo internacional de la droga. Dijo: “No tengo 

sociedades ni negocios con nadie”.

A principios de 2017 Ortiz se perfiló como el candidato a la Presidencia para 2019. 

Pero su aspiración ha tropezado. Extraoficialmente se sabe, además, que se le 

investiga por sospecha de enriquecimiento ilícito.

“Créditos prepago”

Por su parte Chepe Diablo fundó otras tres empresas que operaron de manera similar 

a Desarrollos Montecristo: Inversiones Salazar, Servicios Logísticos y Servicios 

Turísticos.

Servicios Logísticos, por ejemplo, compró seis vehículos en 100 mil 640 dólares, pero 

un año después los vendió por menos de la mitad. Servicios Turísticos pagó 33 mil 805

dólares por tres pick ups y en los siguientes 12 meses los vendió por 18 mil dólares. 

Ambas empresas fueron cerradas poco tiempo después.

Con sus propiedades hacía procedimientos similares: compraba casas o terrenos y los

donaba a sus hijos. Casi siempre pagaba en efectivo.

De 1996 a 2010 obtuvo nueve préstamos que ascendieron a 3 millones 58 mil dólares.

Cinco, según los registros del sistema bancario que rastreó la Físcalía, los pagó, como

mínimo, siete años antes de la fecha de vencimiento del crédito. Y pagaba en efectivo. 

Los investigadores los llaman “créditos prepago”.

Entre 2003 y 2015 administró 71 cuentas bancarias a su nombre. Todas fueron 

auditadas. La conclusión: al menos 21 millones 463 mil dólares son de origen oscuro.



Gumarsal es otra de las empresas más fuertes que fundó. Pero pasado un tiempo se 

desligó de ella y la dejó en manos de sus socios Umaña y Guerra. La inversión inicial 

fue de 11 mil dólares y 10 años después ya registraban transacciones por hasta 30 

millones.

Umaña y Guerra también entendieron que era necesario colarse en los partidos, 

asociarse, negociar con los políticos, tenerlos de su lado. Y, con los bolsillos llenos de 

dinero, encontraron con los brazos abiertos al Partido de Concertación Nacional 

(PCN).

Al PCN lo fundó en 1961 un grupo de militares que se enraizaron en el poder más de 

18 años y empujaron al país a la guerra civil. En los siguientes años perdió poder y 

como método de sobrevivencia se dedicó a transar con el partido de turno en el 

gobierno.

En el PCN también encontraron refugio los políticos defenestrados de otros partidos. 

Uno de ellos es Francisco Merino López, vicepresidente de la República en los 

ochenta y quien desde 2013 se ha declarado amigo del alcalde de Metapán. La 

amistad tenía un propósito: Umaña Samayoa, que también milita en el PCN, financió 

las campañas electorales de Merino para diputado.

Umaña Samayoa tiene como aliado al exvicepresidente Merino; el actual 

vicepresidente es socio de Chepe Diablo.

De las 12 empresas que fundó Umaña Samayoa cinco nunca operaron. A su nombre 

abrió seis cuentas bancarias en las que movió más de 5 millones de dólares. Una 

parte de ese dinero tenía procedencia lícita, pero el resto fue de origen oscuro. La 

físcalía le preguntó quién le había depositado. Respondió: “No recuerdo quién”.

Las irregularidades que los investigadores encontraron en la fortuna de Guerra Umaña

se repiten: fundación de empresas que nunca realizaron operaciones, millones de 

dólares de origen oscuro depositados en cuentas bancarias, propiedades compradas 

por encima o vendidas por debajo del precio de mercado. En 12 años manejó casi 10 

millones de dólares.

Guerra es hijo del alcalde de Metapán y hacían negocios juntos. Por ejemplo: 

prestaron 1.2 millones de dólares a la constructora Salazar Romero y en garantía de 

pago recibieron una finca valorada en 28 mil dólares. El préstamo fue en efectivo.

En 2012 Salazar Umaña y sus socios asumieron como directivos del Club Isidro 

Metapán, uno de los equipos más ricos de la Primera División del futbol salvadoreño. 

De sus empresas salieron miles de dólares para financiar la contratación de jugadores 

extranjeros.

Chepe Diablo nunca dejó de lado la política. Tanto, que impulsó a su hermano Marcos 

Francisco Salazar Umaña como diputado por el PCN. Pero fracasó. En 2012 su 



hermano volvió a intentarlo y ganó la diputación suplente por Arena. También fue uno 

de los principales donantes de la campaña del ahora expresidente Mauricio Funes 

Cartagena.

La investigación de la físcalía se inició hace tres años, cuando Chepe Diablo y sus 

socios fueron condenados por evasión de impuestos. La Dirección de Investigación 

Penal Tributaria del Ministerio de Hacienda concluyó, entre 2011 y 2012, que se 

habían enriquecido de manera ilegal. Luis Martínez, entonces fiscal general, los 

procesó por evasión y ordenó cerrar cualquier otra arista de la investigación.

En 2014 pagaron una multa después de ser condenados por evasión. Nada más. Al 

año siguiente Martínez terminó su periodo en la institución. La Asamblea se negó a 

reelegirlo.

Douglas Meléndez, unos tres meses después de asumir como nuevo fiscal general, 

dijo que la investigación contra Chepe Diablo había sido “cortada de tajo”. Ordenó 

reabrirla.

En agosto de 2016 el exfiscal fue detenido acusado de ser parte de una red que 

manipulaba procesos judiciales con su cómplice el empresario Enrique Aquiles Rais. El

Tribunal de Ética Gubernamental dijo que Martínez había “vendido justicia”

CULTURA

Un siglo de Luis Pérez Meza, autor de “El barzón”
ROBERTO PONCE
2017-05-27 21:26:48 · COMENTARIOS DESACTIVADOS
EDICION MEXICO

Esta pieza de “El trovador del campo”, de absoluta raigambre popular que sirvió de 

himno para la lucha social, es además “la precursora de la canción de protesta 

latinoamericana, de los versos rap y de la sátira social del hip-hop”, cuenta la también 

cantora Elisa Pérez Meza, quien realiza por sí sola la conmemoración de los 100 años 

del natalicio de su padre, ante el “ingrato menosprecio” de las autoridades culturales.

La Rastra, yermo pueblo minero sinaloense socavado por la Revolución Mexicana en 

el municipio de Cosalá (donde las pocas decenas de personas que lo habitan carecen 

de computadora e internet), fue la cuna del autor de “El sauce y la palma”, “La india 

bonita” y “El barzón”, Luis Pérez Meza, El trovador del campo, quien este 22 de mayo 

cumplió un siglo de nacimiento.

Desde las costas de Mazatlán, su hija, la también cantora Elisa Pérez Meza, 

manifiesta telefónicamente hastío hacia el “ingrato menosprecio de las autoridades 

culturales” para apoyarla y celebrarle el onomástico al actor y cantautor llamado 

asimismo El artista del pueblo y La voz de oro.



“Es una verdadera vergüenza que no sea recordado como merece, tengo yo que 

andar día a día mendigando celebrar a Luis Pérez Meza, una estrella perfeccionista y 

fulgurante que caló los corazones de las personas humildes por su corazón abierto y 

fomentar nuestros ritmos y tradiciones arraigados. En su trayectoria de medio siglo, mi 

papá dio a conocer la música de tambora al resto de México, los Estados Unidos, las 

Filipinas y Europa.”

Afortunadamente, desde el domingo 7 ella comenzó los homenajes en Sinaloa.

“La generosidad de la Lotería Nacional para la Asistencia Pública ha impreso su 

apuesta imagen charra en los billetes del sorteo que tendrá lugar el próximo 28 de 

mayo en su honor, al cual asistiremos mi esposo y yo, Hernando Hernández (autor de 

la biografía Luis Pérez Meza… Y sigue la yunta andando. Universidad Pedagógica 

Nacional, 1992).”

De la mina a la cima

Dice Elisa Pérez Meza que su padre no se llamaba Luis, sino Ignacio.

“Al ver desconsolada a su mamá tras la muerte de uno de los 15 hijos que tuvo 

(llamado precisamente Luis) en la mina, él decidió complacer a mi abuela y cambiarse 

de nombre, para recordarlo siempre.”

El triunfo llegó cuando musicalizó “El barzón”, que le obsequió el hidrocálido Miguel 

Muñiz Varela a mediados de los treinta.

“Sólo recordemos que en los años cuarenta, ‘El barzón’ se convirtió en el tema 

fundamental que sirvió de antecedente a la canción de protesta latinoamericana, a la 

vez que fue una pieza precursora de los versos rap y de la sátira social del hip-hop.”

Elisa no exagera.

Nacida en La Cruz de Elota el 8 de abril de 1942, debió cerrar El Museo de los Pérez 

Meza “La casa del Sol A.C.”, agobiada por las deudas del foro artístico que levantó a 

su padre y a sus tíos músicos Antonio y Moisés (Proceso, 28/5/2006). Una 

presentación de Nayeli Nesme y Malena Durán en Mazatlán para el homenaje de este 

mes tampoco fructificó a falta de recursos municipales.

“Es una injusticia que mi padre no tenga una estatua ni una calle en México”, acusa. 

Aunque predice que “El barzón” será eterno, luego de haber sido retomado como 

himno de lucha para el movimiento de la Unión Nacional de Productores 

Agropecuarios, Comerciantes, Industriales y Prestadores de Servicios “El Barzón 

A.C.”, pues “los campesinos y gente pobre continúan siendo explotados por patrones 

poderosos y políticos muy corruptos.”

A El trovador del pueblo lo contrataron durante la Segunda Guerra Mundial para cantar

a los solados hispanoamericanos en las bases aliadas de Filipinas, cuenta; al Million 



Dollar Theater de Los Ángeles lo acompañó la banda sinaloense El Recodo, de Cruz 

Lizárraga, y sus primeros discos de 78 RPM en Columbia los grabó en Nueva York y 

Texas; el público catalán aclamó su bien templada voz y permaneció dos años en 

España, con tamboras sinaloenses como la de Ramón López Alvarado, siguiendo sus 

extensos giros por palenques de la República Mexicana y Sudamérica. Los cubanos 

Fidel Castro, Bola de Nieve y Celia Cruz coleccionaban sus grabaciones.

Las coplas de “El barzón”, difundidas en la década de los setenta por la versión de El 

jilguero sinaloense, Amparo Ochoa (Proceso, 6/9/1993), y renovadas por La Maldita 

Vecindad en 1998, suman alrededor de un centenar de retahíla octosilábica contra la 

explotación campesina, comenzando así:

Esas tierras del rincón,

las sembré con un buey pando.

Se me reventó el barzón

y sigue la yunta andando…

Grande entre grandes, Luis Pérez Meza participó en 10 películas del Cine de Oro 

Nacional, topeteando al estilo de Dos tipos de cuidado (1952) con Jorge Negrete en 

¡Ay Jalisco, no te rajes! (1949).

“A mi padre no le interesaba filmar, sino cantar. Era amigo de los amigos. Nació para 

trovar y se murió en la raya, por la diabetes, el 9 de junio de 1981. Sus restos están en

el Panteón Jardín. Hemos contado 113 discos LP y más de mil canciones 

interpretadas por él con tambora, con mariachi, tríos de bolero, orquestas… ¡Es un 

legado formidable, disperso, invaluable… al grado que nadie lo ha podido organizar ni 

archivar por su complejidad!”

Basta ojear la red virtual para hallar montones de portadas para una veintena de 

marcas disqueras independientes. Este mes de junio, Sony Music sacará un nuevo 

paquete de cuatro CDs, y sobran páginas para las interpretaciones que van desde 

temas de su inspiración o del dominio popular (“Valentín de la sierra”, “El carro del 

Sol”, “La barca de Guaymas”, “La cárcel de cananea”, “Corrido de Heraclio Bernal”), a 

compositores como Ferrusquilla (“La ley del monte”, “Y ya”), Chava Flores (“Pobre 

Tom”, “La Bartola”, “La interesada”), Guty Cárdenas (“Ojos tristes”), Alfonso Esparza 

Oteo (“La rondalla”), Lalo Guerrero (“Elvis Pérez”), Ventura Romero (“La burrita”, “El 

gavilán pollero”, “El sube y baja”), hasta Roberto Carlos (“La última canción”) o Sor 

Sourire (“Dominique”).

En el libro Ferrusquilla dice: Échenme a mí la culpa (Siglo XXI/El Colegio de Sinaloa, 

2002), de Heberto Sinagawa Montoya, se afirma que Pérez Meza fue “muy superior a 

Pedro Infante” y el verdadero compositor de “El sinaloense” (Enrique Sánchez Alonso, 

El negrumo). Faustino López Osuna creó su elegía “Homenaje póstumo a Luis Perez 



Meza” con la terceta: A Luis Pérez Meza nunca se le homenajeó en vida. Amigos no le 

faltaron, cuando tuvo fama y gloria. Pero se le vio pasar, sin reconocer su obra…

En suma, Hernando Hernández formula:

“Luis Pérez Meza rescató la música folclórica mexicana; fue el cantante de mejor estilo

sinaloense y el primero en grabar con banda sinaloense. Estamos tan acostumbrados 

a él en Sinaloa y México, que poco valoramos su trascendencia universal. Necesita ser

revaluado por nuestros compatriotas.”   

TOLEDO LEE

De Peces
FRANCISCO TOLEDO
2017-05-27 21:26:45 · COMENTARIOS DESACTIVADOS
TOLEDO LEE

Los peces han estado presentes siempre en mi trabajo, los primeros peces los vi en el 

río Los Perros en el Istmo de Tehuantepec, los llamados “cuatro ojos”, para los niños 

era muy extraño porque esos peces nadan a ras de agua, sus ojos sobresalen en la 

superficie y parece como si alguien lanzara una piedra y ésta va levantándose bajo el 

agua.

Siempre creíamos que alguien tiraba una piedra al río y no, era el pez que iba 

nadando.

Estos peces son los que yo pinté en una obra que Olga y Rufino Tamayo compraron 

para la colección del Museo Tamayo, en la pieza los “cuatro ojos” están espiando a 

una muchacha que se está bañando.

El título original del cuadro era Mujer atacada por peces verga, pero a Olga y Rufino 

Tamayo les parecía muy agresivo y se lo cambiaron a Mujer atacada por peces (1972).

Esta pieza en una exposición en el Centro Pompidou fue atacada, le dieron un 

navajazo, no sé si por el tema o por descuido del museo, para restaurarlo tuvo que 

viajar Manuel Serrano a París y ahí estuvo una temporada.

En la literatura he encontrado textos que llaman mi atención y de algunos he hecho 

imágenes, hay una leyenda mixe que se llama “Los hijos de María se convierten en 

Sol y Luna”, se trata de dos hermanos que están atrapados en un cerro muy alto 

donde nadie puede bajar y no hay qué comer, el hermano le dice a la hermana:

–Yo orino bejucos de distintas clases.

Y ella cuando estaba orinando decía:

–Yo orino plátanos de distintas clases.



Con todo lo que ahí creció, bejucos y plátanos, los hermanos no podían bajarse del 

cerro. Esa imagen me ha acompañado desde hace mucho tiempo y me recuerda un 

poco la historia del monje tibetano que comparto en esta columna.

“Anécdota de Soriano”

Juan Soriano contó en París una anécdota sobre un cuadro de Rufino Tamayo, se 

trata del retrato de María Izquierdo, en el cual aparece detrás de ella un pescado, muy 

inesperado pero ahí está.

Soriano platicó que Xavier Villaurrutia vio ese cuadro, le impresionó y después le 

comentó: ¿ya viste el último cuadro de Tamayo?, es el retrato de María Izquierdo y la 

pintó con todo y su olor.

*   *   *

El mercado de Tehuantepec constituye un espectáculo interesante. Si uno mira hacia 

esa esquina le parecerá que está en la India.

Si vuelve la mirada, las grandes ollas de barro que circundan a su joven vendedora le 

harán sentirse en Bagdad.

Y aun hay otros lugares parecidos a los mares del Sur. No obstante, hay aquí algunos 

sitios que no se parecen a ninguna parte del mundo, ya que los peces de cuatro ojos 

se venden solamente en Tehuantepec.

________________________

Del libro ¡Qué viva México!, de S. M. Eisenstein.

*   *   *

Anableps dowei, un ciprinodonte, el pez de cuatro ojos (tapa lu). En español este pez 

se conoce como cuatro ojos; en zapoteco lo llaman tapa-iyaloo, que significa lo mismo,

y de allí ha ido a Tehuantepec la curiosa palabra híbrida tapa-ojo, que también hace 

sentido. Los chontales en Tequisistlán lo conocían como palgan-divi (divi =‘ojo’); no 

pude averiguar el significado de palgan, excepto que no es ‘cuatro’.

Que yo sepa ninguno de los que han descrito este maravilloso aparato ha observado 

nunca un Anableps vivo. El globo ocular, que sobresale mucho en la parte superior de 

la cabeza, es tan libremente movible como la articulación de la rótula. Puede girar en 

casi todas las direcciones; el pez, igual que el camaleón, lo sube y baja, lo adelanta y 

repliega. Cuando el ojo está vuelto hacia arriba, todo el blanco de la mitad superior de 

la córnea desaparece; puede volverse hacia abajo de nuevo, tanto que la parte 

superior de la pupila está casi horizontal, y entonces el aparato inferior se oculta en la 

cavidad.

Al nadar, el pez mueve sin cesar los ojos, que sobresalen en la superficie, y el blanco 

de la córnea brilla visiblemente, señal segura de que en ese momento sólo utiliza la 



parte superior, u ojo del aire. Cuando se encuentra sumergido el juego de los ojos no 

puede observarse, por la turbiedad del agua. Pero tuvimos ejemplares durante muchas

horas en vasijas o jarros de cristal y entonces la mitad inferior de los ojos era la más 

usada.

Las costumbres de estos peces son bastante curiosas. Se reúnen grupos de una 

docena, o incluso de varias veintenas, en los recodos más tranquilos cerca de las 

orillas del río, preferentemente al pie de un banco arenoso, o al borde de remolimos, 

donde se juntan el verdín y los restos flotantes de que se alimentan.

Sus lugares preferidos son los bajíos tranquilos; allí se echan, en reposo aparente 

sobre sus robustas aletas delanteras, con sus ojos como botones asomados a la 

superficie. Son tímidos, en seguida se escabullen o se adentran en aguas más 

profundas, donde forman grupos, nadando río arriba impulsados por la cola, con la 

mitad anterior del cuerpo erguido, y algunos hasta saltando; pero siempre están 

deseosos de abandonar la corriente del agua, y después de unos minutos vuelven a 

su rincón favorito, en el que también deben de pasar la noche. Como muchos de los 

peces mexicanos de agua dulce, son vivíparos, y aunque una hembra grande 

raramente alcanza los 25 centímetros, las crías desde unas pocas hasta una docena 

miden dos. En el macho el canal excretor y sexual se prolonga en un largo cono 

perforado cubierto de escamas y dirigiendo hacia atrás; la aleta anal, más reducida, va

sobre el dorso.

El Anableps de Dowe se da sólo en las tierras bajas, por toda América Central, desde 

Panamá al istmo de Tehuantepec, tanto en el lado del Atlántico como en el del 

Pacífico. Los mayores ejemplares los vimos en el río San Juan; muchos, más 

pequeños, había en el de Tehuantepec y sus afluentes.

En Suramérica están representados por otra especie, A. tetrophthalmus.

________________________

Del libro Viajes de un naturalista por el sur de México, de Hans Friedrich Gadow.

*   *   *

A orillas de un río, un monje tibetano se encontró con un pescador que cocía en una 

marmita una sopa de pescados. El monje, sin decir palabra, se bebió la marmita de 

sopa hirviendo. El pescador le reprochó su glotonería. El monje entró en el agua y 

orinó. Salieron los peces que había comido y se fueron nadando.

         Alexandra David-Neel

Parmi les Mystiques et les

Magiciens du Tibet (1929)

________________________



Del libro Antología de la literatura fantástica, de Jorge Luis Borges, Adolfo Bioy 

Casares y Silvina Ocampo.

*   *   *

Mundurucú:

la curación por las nutrias

Un cazador oyó un día en el bosque que una rana hembra, llamada Wawa, croaba 

cantando: -Wa, wa, wa, wa. Se acercó al animal, agazapado en la cavidad de un 

tronco, y le preguntó: –¿Por qué gruñes así? Sé mía y gruñirás de sufrimiento cuando 

mi pene te penetre. Pero la rana siguió cantando y el hombre se fue.

No bien volvió la espalda, Wawa se volvió una encantadora joven vestida de azul. 

Surgió delante del hombre, en medio del sendero, y le pidió que repitiera lo que acaba 

a de decir. Pese a sus negativas, reprodujo ella sus palabras exactas, y como estaba 

dispuesta y era bonita, el indio aceptó tomarla por esposa.

Continuaron así juntos el viaje, y el hombre pronto tuvo ganas de hacer el amor. –Sea 

–dijo Wawa–, pero adviérteme cuando estés a punto de gozar de mí. En el instante en 

que hablaba, Wawa recuperó el aspecto de una rana y se alejó dando saltitos y 

estirando el pene de su pareja, que tenía preso en la vagina. Incapaz de reaccionar, el 

hombre miraba cómo el pene se le estiraba desmesuradamente. Cuando tuvo quince o

veinte metros, la rana aflojó y desapareció.

El desventurado hubiera querido volver a casa, pero el órgano se le había hecho tan 

pesado que no lograba arrastrarlo ni llevarlo enrollado a los hombros o a la cintura. 

Unas nutrias que pasaban lo encontraron en el colmo de la desesperación. Se 

enteraron de su condición y ofrecieron remediarla por aplicación de un pez /caratinga/ 

rápidamente expuesto a la lumbre para entibiarlo. En el acto empezó a acortarse el 

pene. –¿Basta así? –preguntaron las nutrias. –No, otro poco– contestó el hombre. La 

segunda aplicación redujo el miembro al tamaño del meñique. La locución mundurucú 

que designa dicha especie de pez evoca esta aventura. Y si el /caratinga/ sólo es 

negro en parte, es por haber sido asado a medias (Murphy 1, p.127).

*   *   *

Tukuna: la piragua del sol

Solitario, un indio joven pescaba. Pasó el sol en piragua y le preguntó si había 

atrapado algo. El muchacho respondió que no, y el sol lo invitó a embarcarse. Pues –

dijo– era tiempo de que la pesca fuera buena. El muchacho se puso a proa en tanto 

que el sol timoneaba a popa. Preguntó a su pasajero si sabía dónde estaba el “camino

del sol” y éste comprendió entonces, pese a que el astro había cuidado de hacerlo 

insensible al calor, en qué compañía iba. Siguieron el viaje pagayando. El muchacho 

creía seguir en tierra, pero en realidad el viaje era ya por el cielo. Vieron un pez 



pirarucu (Arapaima gigas) de un metro de largo. El sol lo atrapó, lo echó en la piragua 

y lo coció con el calor que le irradiaba del cuerpo.

Poco después se detuvieron a desayunar. El indio se sació en seguida y el sol insistió 

en vano para que comiese más. Le mandó que inclinara la cabeza y le dio al joven en 

la nuca con la mano; cayeron abundantes cucarachas: –He aquí la causa de tu falta de

apetito –explicó el sol. Otra vez se pusieron a comer y acabaron con lo que quedaba. 

El sol recogió cuidadosamente las escamas y raspas, reconstituyó el pez y lo tiró al 

agua, donde recobró vida al instante (Nim.13, p.142).   

________________________

Del libro El origen de las maneras de mesa, de Claude Lévi-Strauss.

PALABRA DE LECTOR

Autoridades del Estado de México lo despojan de su propiedad
LA REDACCIÓN
2017-05-27 21:26:16 · COMENTARIOS DESACTIVADOS
PALABRA DE LECTOR

Señor director:

Le agradeceré que publique en la sección Palabra de Lector la siguiente carta, dirigida 

al gobernador del Estado de México, Eruviel Ávila:

El 21 de agosto de 2013 le renté una casa de mi propiedad –en el municipio de 

Ecatepec– a Miguel Ángel Gómez Villegas, quien únicamente la ocupó 53 días. La 

madrugada del 12 de octubre de ese año hubo en el inmueble de mi propiedad un 

operativo de agentes de la Dirección General de Combate al Robo de Vehículos y 

Transporte del Estado de México. En dicho acción, comandada por José Alberto 

Castañeda Rodríguez y Enrique Piña Melchor, los policías entraron al inmueble 

brincando las bardas, sin obedecer ningún protocolo ni tener una orden de cateo o de 

aprehensión. Ahí encontraron un vehículo supuestamente robado, reportado por Paul 

Victoria Iturbe, empleado de la empresa Lo Jack.

En ese operativo fue detenido quien dijo llamarse Jonathan Leonardo Reséndiz 

Alonso, y remitido a la fiscalía del Ministerio Público, donde se generó la carpeta de 

investigación 595270430481713.

A consecuencia de lo anterior la casa fue asegurada –condición que aún se mantiene–

y dejada en el abandono, por lo que los ladrones ya se llevaron puertas y ventanas. 

Aún más: el 13 de febrero de 2016 fue incendiada intencionalmente. Por ello exijo a 

las autoridades, responsables del resguardo del inmueble, la reparación del daño.

Yosi Salmorán Saldaña, agente del Ministerio Público del tercer turno en La Perla, 

municipio de Nezahualcóyotl, se ha negado a reintegrarme la casa, pese a que 



acredité la propiedad de la misma. Ella argumenta que no ha recibido el estudio de la 

Unidad Financiera y Patrimonial que determine si el inmueble es candidato a la acción 

de extinción de dominio, por lo cual no procede su devolución.

Desde el inicio de este caso sólo he encontrado, de parte de las autoridades 

mexiquenses, injusticia, amenazas y malos tratos. Yo exijo la devolución de mi casa y 

la reparación de los daños. (Carta resumida)

Atentamente:

J. Rangel Sandoval Hernández

Carta-denuncia de dos internos del Cereso de San Andrés 
Tuxtla

LA REDACCIÓN
2017-05-27 21:26:08 · COMENTARIOS DESACTIVADOS
PALABRA DE LECTOR

Señor director:

Le agradeceremos publicar en la revista Proceso la siguiente denuncia pública que 

hacemos al gobernador de Veracruz, Miguel Ángel Yunes Linares, y al magistrado 

presidente del Tribunal Superior de Justicia del estado, Edel Álvarez Peña.

Guillermo Velázquez Pérez y Fidel Barradas Murillo, internos en el Centro de 

Reinserción Social de San Andrés Tuxtla, Veracruz, nos permitimos denunciar 

públicamente las arbitrariedades, el abuso de poder y la grave violación a nuestros 

derechos humanos, en la orden de aprehensión ejecutada por el posible delito de 

secuestro agravado.

La orden de aprehensión, fundamentada con irregularidades, fue formulada por 

Herminio Domínguez Esteban, Fiscal Tercero en delitos diversos de la Subunidad Isla, 

Veracruz, y complementada por el Juez de Control Interno adscrito al juzgado de 

Proceso y Procedimiento Penal Oral, Israel Reyna Escalera, abriendo el proceso 

12/2017.

Dentro de estas irregularidades, la más significativa es la descripción física que hace 

de nosotros el agraviado: nos señala como personas robustas, sin barba y una 

estatura de 1.70, y la realidad es distinta: somos delgados, la estatura muy superior a 

1.70, y barba cerrada, moreno claro uno y blanco de piel otro. No coincide con lo que 

se describe en la investigación del proceso 12/2017; fue un error girar orden de 

aprehensión en contra de inocentes que nada tuvimos que ver con estos hechos 

delictivos.



El nuevo Sistema de Justicia Penal Acusatorio recién implantando en este Distrito 

Judicial se suponía vendría a evitar estos abusos de órdenes de aprehensión sin 

fundamento y se vuelve a caer en los vicios del sistema anterior.

Atentamente:

Guillermo Velázquez Pérez

y Fidel Barradas Murillo

Aclaración sobre una fotografía equivocada
LA REDACCIÓN
2017-05-27 21:26:01 · COMENTARIOS DESACTIVADOS
PALABRA DE LECTOR

De Juan José Torres Orozco

Señor director:

Con el debido respeto me dirijo a usted para hacer la siguiente aclaración: en su 

prestigiada revista se hizo uso de manera errónea de una fotografía de su servidor, 

cuando en realidad se hace referencia a un funcionario federal.

En la edición 2114, publicada el 7 de mayo del presente 2017, en la página 31 se 

publicó la imagen de su servidor e incluso se acreditó al gobierno del estado de Jalisco

el origen de la misma.

La nota que ilustra esta fotografía es la titulada “Descorazonadora Ley de 

Desaparición Forzada” y hace referencia a la intervención de funcionarios federales en

las reuniones con familiares de desaparecidos previo a la aprobación de la ley en la 

materia. La nota menciona que uno de los participantes fue “el coordinador de 

asesores del procurador Raúl Cervantes, José Juan Torres”.

Yo, Juan José Torres Orozco, me desempeño como director general de Operaciones 

de la Secretaría de Planeación, Administración y Finanzas del Gobierno del Estado de 

Jalisco, por lo que no tengo relación laboral alguna con la Procuraduría General de la 

República y por ende, mi fotografía no debió publicarse en la nota a la que 

anteriormente hago referencia.

Por lo anterior solicito a usted se haga la aclaración correspondiente.

Agradezco su atención y quedo a sus órdenes para cualquier duda.

Atentamente:

Juan José Torres Orozco



Director general de Operaciones

de la Secretaría de Planeación,

Administración

y Finanzas del Gobierno

del Estado de Jalisco

Respuesta de la redacción

Señor director:

Por un error, en la página 31 del número 2114 de Proceso se publicó 

equivocadamente la fotografía de Juan José Torres Orozco, funcionario del gobierno 

de Jalisco, en vez de la imagen de José Juan Torres, coordinador de asesores del 

procurador general de la República. Nos disculpamos con ambas personas y con los 

lectores.
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